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1. Trámite de la iniciativa 
 
El proyecto de Ley 321 de 2020 fue radicado el día 5 de agosto de 2020 por las Honorables 
Representantes Irma Luz Herrera Rodríguez y Norma Hurtado Sánchez y los Honorables Senadores 
Aydee Lizarazo Cubillos, Carlos Eduardo Guevara Villabon y Manuel Antonio Virgüez Piraquive. 
El proyecto está publicado en la Gaceta No. 321 de 2020. 
 
El día 21 de septiembre de 2020, la Mesa Directiva de la Comisión Tercera de designó como ponentes 
para primer debate a las suscritas Representantes: Nubia López Morales y Nidia Marcela Osorio 
Salgado (Coordinadoras Ponentes), Kelyn Johana González Duarte y Katherine Miranda Peña 
(Ponentes), designación que nos fuera comunicada por correo electrónico de la comisión el mismo 
día. Posteriormente, el 9 de octubre de 2020 la Comisión otorgó una prórroga para la radicación de 
la ponencia, la cual se presenta ahora en los términos establecidos.  
 
2. Antecedentes del Proyecto 
 
El Congreso de la República está discutiendo en el actual período legislativo dos iniciativas que 
comparten, en cierto sentido, el mismo interés que el proyecto de ley que ahora nos ocupa. Esto es, 
el tema del emprendimiento. La primera de las iniciativas es el proyecto de ley No. 157 de 2019 
Cámara, No. 272 de 2020 Senado, “Por el cual se establecen incentivos para la creación y 
fortalecimiento de las micro, pequeñas y medianas empresas lideradas por mujeres, se crea el sello 
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“Creo en ti” y se dictan otras disposiciones. [Apoyar el emprendimiento femenino]”. El segundo es 
el proyecto de ley No. 122 de 2020 Cámara "Por medio de la cual se impulsa el emprendimiento” 
presentado el señor Ministro de Comercio, Industria y Turismo, Juan Manuel Restrepo. 
 
No obstante, el proyecto de ley No. 321 de 2020 Cámara que es objeto de análisis en la presente 
ponencia, se perfila como un proyecto complementario a los anteriormente mencionados; y 
focalizado expresamente, en la creación de una ruta que permita que los emprendimientos liderados 
por mujeres alcancen sostenibilidad en el largo plazo. 
 
3. Objeto del Proyecto 
 
El objeto central del proyecto es formular lineamientos de política pública para el diseño e 
implementación de una ruta de apoyo al emprendimiento y la formación de empresa de las mujeres 
en el país, que contribuya a ampliar las oportunidades de trabajo decente y generación de ingresos.   
 
4. Contenido original del Proyecto 
 
El texto presentado para el proyecto de ley consta de seis artículos, y es el siguiente: 

 
ARTÍCULO 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto formular lineamientos de política pública para el 
diseño e implementación de una ruta de apoyo al emprendimiento y la formación de empresa de las 
mujeres en el país, que contribuya a ampliar las oportunidades de trabajo decente y generación de 
ingresos.   
 
ARTÍCULO 2. Creación y lineamientos de la Ruta. Créase la Ruta Integral de Emprendimiento de 
Mujeres EME, la cual estará a cargo del Ministerio de Trabajo, Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, el Servicio Nacional de Aprendizaje – SENA, cuya 
coordinación estará en la Alta Consejería para la Equidad de Género de la Presidencia de la República 
o quien haga sus veces.   
 
Para el desarrollo de la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres “EME” se tendrán en cuenta los 
siguientes lineamientos:  
 
1. Promover el emprendimiento y las iniciativas de negocio de las mujeres en el país. 
2. Fortalecer las capacidades económicas de la mujer como una herramienta para mitigar los índices 
de violencia y disminuir la inequidad entre mujeres y hombres.  
3. Incentivar la formalización de unidades de negocios familiares para transitar del emprendimiento de 
supervivencia a la consolidación de empresas en mujeres. 
4. Coordinación institucional de las entidades que tienen oferta pública desde el orden nacional y 
territorial.  
5. Promover sinergias entre el sector público, privado y comunidades vulnerables objeto de este 
proyecto. 
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6. Generar las estrategias para la comercialización y compra de los productos y servicios a favor de las 
emprendedoras y empresarias hagan parte de la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres “EME”.  
7. Promover programas de formación en las instituciones de educación en todos los niveles para el 
trabajo y el desarrollo humano. 
 
Parágrafo. La Ruta en mención y sus lineamientos, entre otros, harán parte de las políticas públicas que 
establezca el Gobierno Nacional para la promoción del emprendimiento en el país y en desarrollo del 
Programa Colombia Productiva o el que lo sustituya.  
 
ARTÍCULO 3. COORDINACIÓN INSTITUCIONAL RUTA INTEGRAL DE EMPRENDIMIENTO 
DE MUJERES EME. El Gobierno Nacional en cabeza de las instituciones rectoras de esta política, 
deberá plantear estrategias sobre la coordinación y articulación institucional de la oferta pública ya 
existente, y las que se deriven de la creación de la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres “EME” 
de la que trata el artículo segundo de la presente Ley.  
 
Parágrafo 1. En todo caso, el Gobierno Nacional liderará estrategias para la articular el sector privado 
y las iniciativas beneficiadas por la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres “EME”. Para estos 
efectos tendrá en cuenta organizaciones de cooperación internacional. 
 
Parágrafo 2. Los entes territoriales liderarán estrategias de coordinación institucional con el fin de 
promover e implementar la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres “EME” desde sus territorios. 
 
ARTÍCULO 4. COMPRAS PÚBLICAS. El Gobierno Nacional y los entes territoriales tendrán en cuenta 
la compra pública de insumos y/o servicios de las mujeres de la Ruta Integral de Emprendimiento de 
Mujeres “EME”, de acuerdo con los incentivos existentes, lo dispuesto en el artículo 229 de la Ley 1955 
de 2020 para la compra pública local y demás disposiciones que establezca para este efecto la Agencia 
Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente.  
 
ARTÍCULO 5. INCENTIVOS PARA LA RESPONSABILIDAD SOCIAL EMPRESARIAL EME. El 
Gobierno Nacional y los entes territoriales podrán brindar incentivos y/o reconocimientos a las empresas 
que apoyen los proyectos de la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres “EME” mediante la compra 
y venta de sus productos y/o servicios. 
 
ARTÍCULO 6. PLATAFORMA TECNOLÓGICA. El Gobierno Nacional implementará una plataforma 
tecnológica o incorporará a una existente, la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres “EME”, 
cumpliendo con los lineamientos de política de Gobierno Digital. La plataforma tecnológica será 
utilizada para los siguientes casos con los siguientes objetivos:  
 
1. Consolidar la oferta pública existente para mujeres emprendedoras y empresarias. 
2. Garantizar la comercialización de productos y/o servicios de las beneficiarias de la Ruta Integral de 
Emprendimiento de Mujeres “EME”. 
3. Promover la financiación mediante el sector público, privado y cooperación internacional para 
Emprendimientos relacionados con la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres “EME”. 
4. Las demás que dispongan los entes encargados de implementar la ruta EME en el territorio nacional. 
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Parágrafo. para el desarrollo del presente artículo se podrá hacer con recursos de la entidad a cargo de 
ejecutar la política o las disposiciones presupuestales que sean incluidas en el Presupuesto General de la 
Nación. 
 
ARTÍCULO 7. REGLAMENTACIÓN.  El Gobierno Nacional en los seis (06) meses siguientes de la 
entrada en vigencia de la presente ley, deberá reglamentar la materia.  
 
ARTÍCULO 8. VIGENCIA. La presente ley rige desde su sanción y publicación en el Diario Oficial, y 
deroga las normas que le sean contrarias. 

 
5. Problema a resolver 
 
De acuerdo con la exposición de motivos de los autores del proyecto de ley, el problema que 
prevalece en el ecosistema de emprendimiento femenino y que debería ser resuelto es que «los 
materiales de formación existentes para mujeres empresarias tienen a menudo un enfoque asistencial, 
el nivel de los contenidos es muy alto y no tienen en cuenta las limitaciones y necesidades específicas 
de género. Tienden a desestimar o ignorar los problemas específicos que enfrentan las mujeres 
microempresarias cuyo objetivo es la subsistencia (OIT-GÉNERO Y EMPRENDIMIENTO, s.f.)». 
 
Este proyecto también toma en consideración el impacto generado por el COVID, el cual será mayor 
en las mujeres. De acuerdo con cifras de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico - OCDE, las mujeres son mayoría en los sectores afectados inicialmente por el 
distanciamiento social tales como Hotelería (60%), el Comercio (62%) y los servicios de restaurante 
(53%). Adicionalmente, la OCDE (2020) también prevé que el 50% de los pequeños negocios 
manejados por las mujeres ya han dejado de ser rentables y en tres meses podrían estar fuera del 
mercado. 
 
6. Justificación e importancia del proyecto 
 
La concepción, elaboración y presentación del presente proyecto de ley se enmarca en un ejercicio 
de consulta y participación social que merece la pena resaltar. La iniciativa tiene como antecedentes 
el trabajo realizado por diferentes grupos de mujeres que promueven el emprendimiento en la mujer, 
entre ellos, la Red Mundial de Mujeres Emprendedoras Constructoras de Paz, que lleva más de doce 
años trabajando por el empoderamiento y emprendimiento de las mujeres, y en la actualidad, apoya 
y promueve en Latinoamérica el proyecto RUTA EME. 
 
La iniciativa surge como una de las conclusiones del III Encuentro Saberes de Mujeres, adelantado 
en el Congreso de la República y liderado por la Bancada del Partido Político MIRA del Congreso 
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de la República y del Concejo de Bogotá, el 7 de junio de 2018, el cual contó con la participación de 
la Red Mundial de Mujeres Emprendedoras Constructoras de Paz.  
 
Ahora bien, la importancia del proyecto, en palabras de los autores, se corresponde con la situación 
actual del emprendimiento y ocupación femenina en el país. Según el Global Entrepreneuship Index, 
Colombia ocupa la posición 44 a nivel mundial y el tercer puesto en Latinoamérica, en calidad y 
dinámica de los ecosistemas de emprendimiento, después de Chile y Puerto Rico, superando a 
referentes regionales como Brasil, Costa Rica y Argentina.  
 
En la relación de acceso a crédito de las mujeres, y de acuerdo con estadísticas del DANE, se 
evidencia que:  
 

● Las mujeres se llevan la mayor proporción de crédito para el año 2019, con el 56,7% 
(DataCrédito Experian, 2019) 

● Las mujeres usan el crédito para generar ingresos; las mujeres utilizan más los créditos 
comerciales (63,2%) y el microcrédito (56,2%) (DataCrédito Experiai1, 2019) 

● Las mujeres tienen mejores indicadores de riesgo, pero acceden a montos más bajos. En 2018 
el 80,0% de las mujeres adultas del país tenía acceso a al menos un producto financiero, en 
comparación con el 82,6% de los hombres. 

● Las mujeres tienen mejores indicadores de riesgo, evidenciando un buen manejo de las 
obligaciones crediticias (DataCrédito Experian, 2019); En 2018, los montos desembolsados 
a mujeres fueron en promedio menores a los de los hombres. Ellas recibieron un 17% menos 
de microcrédito, un 25% menos de créditos de consumo y un 15% menos de créditos de 
vivienda 
 

De acuerdo con el último censo agropecuario disponible, en 2014 dentro de las 2.370.099 unidades 
productivas agropecuarias, 745.560 están en manos mujeres. Eso quiere decir que el 32% de las 
unidades productivas agropecuarias en Colombia pertenecen a mujeres rurales y el 60% de estas 
unidades productivas son aún informales. 
 
El Observatorio Colombiano de la Mujer estima que alrededor de 6 millones de mujeres en los 
sectores afectados por la emergencia están en riesgo de perder sus empleos. Lo anterior significaría 
para Colombia que 1,381,256 de mujeres adicionales caerían en condiciones de pobreza, lo que se 
traduce en un aumento de la tasa de pobreza femenina en 3.3 puntos porcentuales con respecto a la 
situación antes del COVID-19. 
 
De acuerdo con la gran encuesta integrada de hogares realizada por el DANE en abril 2020, se 
perdieron 1.583.448 empleos en el país, de los cuales el 54% corresponde a mujeres. Es decir que 
862.599 mujeres perdieron sus empleos en el mes de abril 2020 en comparación a 720.850 hombres. 
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Con información del DANE se constata que actualmente existen en Colombia 9.2 millones de mujeres 
ocupadas, de las cuales el 58.9% son informales (5,4 millones). Dentro de la población de mujeres 
informales ocupadas, alrededor de 1,9 millones son madres cabeza de hogar. 
 
Pese a la participación las mujeres superando a los hombres tanto en población total como en personas 
con la edad de trabajar, las mujeres participan menos que los hombres en el mercado laboral.  
 
Actualmente las mujeres EME, emprendedoras-mujeres-empresarias, representan un alto porcentaje 
de la informalidad y micro-negocios existentes en Colombia, y hoy ven con gran incertidumbre su 
estabilidad económica y futuro empresarial, donde 219.000 mujeres que son empleadoras o patronas 
podrían verse perjudicadas con la crisis, y un porcentaje elevado de las 3.740.000 mujeres 
independientes podrían quedar muy vulnerables. Es de tener en cuenta que en Colombia una mujer 
recibe 88 pesos por cada 100 que recibe un hombre por realizar el mismo trabajo, lo que implica que 
las mujeres ganan 12%, menos que los hombres.  
 
La situación actual de las Mujeres Emprendedoras es la siguiente:  
 

1. La mayoría de las economías de estas unidades productivas carecen de registro mercantil y 
no son atractivas para las entidades bancarias. 

2. Solo (6) de cada (10) micronegocios tienen calificación crediticia alta (score) de data crédito 
para lograr acceder a un crédito.  

3. Debido a la suspensión de la producción y congelamiento de las ventas durante casi dos 
meses de sus micronegocios, se destinó su corto capital de trabajo a cumplir con las 
emergencias económicas familiares y de subsistencia. 

4. Carecen de una ruta de atención EME para su fortalecimiento, crecimiento, 
sostenimiento en la economía. 

5. Los pequeños micro-negocios de las mujeres emprendedoras están soportados en actividades 
económicas como: bisutería, joyería, confección, marroquinería y cuero, alimentos no 
vitales, bebidas artesanales y ancestrales, artesanías, cosméticos, servicios personalizados y 
al detal, entre otras. Temiendo por su futuro familiar y empresarial, al igual que los ingresos 
de sus colaboradores y todos aquellos que participan en la cadena productiva, como 
proveedores de insumos, materias primas y servicios.  

6. Las microempresas legalmente constituidas, ven una oportunidad de acceder a créditos con 
garantías bancarias a través del FNG al 90%, aun así y a pesar de la intención del gobierno 
y de las empresas de acceder a los créditos, donde se ven enfrentadas a las barreras de acceso 
de los servicios financieros.  

 
Teniendo en cuenta que el emprendimiento femenino ha tomado mucha fuerza en Colombia y en el 
mundo, y existiendo aún una gran brecha y obstáculos en el desarrollo del mismo, sabemos que ello 
no ha sido impedimento para que la mujer pueda lograr un papel más representativo en cargos 
directivos, en el mundo empresarial y en el desarrollo de nuevas ideas de negocios. 
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En Colombia no se cuenta con un consenso sobre la definición de emprendimiento femenino y 
no existe una línea base sobre el número de emprendimientos de mujeres en Colombia y en 
términos de acceso a financiación. 
 
En consecuencia, se evidencia la necesidad de una ruta integral de emprendimiento que incluya 
la vinculación laboral, la creación de nuevas empresas, la formalización, la asesoría para las ya 
conformadas o formalizadas en mejora del producto y la comercialización; es decir, que articule 
en una sola ruta toda la oferta institucional del orden Nacional y departamental con un enfoque 
territorial y diferencial. 
 
La Ruta EME es el resultado de muchos años de investigación y de trabajo de campo constante 
en el empoderamiento para que las mujeres emprendan, evidenciando que sus 
emprendimientos tienen barreras para crecer y avanzar a mujeres empresarias. En este 
sentido, la RUTA EME, busca trazar el camino que las mujeres emprendedoras deben seguir, 
y que se construye en cooperación con todos los actores como son el Estado, entidades privadas, 
entidades descentralizadas y sociales, para que el emprendimiento femenino pueda sobrevivir, 
prosperar y permanecer. 
 
Resaltamos estas últimas consideraciones expresadas por los autores, siempre que develan el interés 
y el hilo argumental que los ha motivado para radicar el presente proyecto de ley. 
 
7. Fundamentos jurídicos 
 
Los fundamentos jurídicos y constitucionales relacionados con el emprendimiento femenino, marco 
global de esta iniciativa, se identifican con los artículo 2, 13 y 53 de la Constitución Política de 
Colombia 

 
Artículo 2º. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general 
y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; 
facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, 
administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad 
territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 
 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en 
Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. (…) 

 
Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y 
trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 
discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política 
o filosófica 
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El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en 
favor de grupos discriminados o marginados. 

 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que, por su condición económica, física o 
mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos 
que contra ellas se cometan.” (Negrillas fuera de texto) 
 
La Norma de normas es clara, contundente, taxativa y no deja lugar a dudas sobre el querer del 
constituyente primario, aunque actualmente no se cumple del todo.  
(…) 
 
Artículo 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta 
por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: 
Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional 
a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios 
mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos 
inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e 
interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades 
establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad social, la 
capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; protección especial a la mujer, a la 
maternidad y al trabajador menor de edad. 
El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales. 
Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la legislación 
interna. 
La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden menoscabar la libertad, la 
dignidad humana ni los derechos de los trabajadores. 
(…) 

 
La iniciativa también está en concordancia con el 5º Objetivo de Desarrollo Sostenible. Equidad de 
la Mujer. Es posible superar esta crisis coyuntural y temporal, a partir de la contribución al 
crecimiento del tejido social y empresarial, siendo la principal fuente de riqueza y empleo de del país, 
para combatir el hambre y la pobreza. 
 
Dentro de las disposiciones de la Ley 1955 de 2019 se encuentran diferentes tipos de oferta que 
pueden articularse y beneficiar de manera integral y complementaria a la población de emprendedores 
del país: 
  

● Creación del Programa Colombia Productiva, (artículo 163), 
● Fortalecimiento empresarial de las organizaciones de la economía solidaria (artículo 164),  
● Constitución de empresas de desarrollos tecnológicos innovadores (artículo 166), 
● Sistema nacional de competitividad e innovación (SNCI) (artículo 172), 
● Áreas naranjas (artículo 179), 
● Proyectos de economía creativa (artículo 180)  

 

 
 

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY Nº 321 DE 2020 CÁMARA 
 

"Por medio de la cual se crea la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres “EME” - Empresas con manos de mujer y 
se dictan otras disposiciones." 

 

10 

La Ruta que se crea con el presente proyecto de Ley tiene como objetivo articular los esfuerzos 
institucionales y compromisos del Gobierno Nacional y territoriales en torno al Emprendimiento de 
las Mujeres en el país. 
 
Ley 1014 de 2006 “De fomento a la cultura del emprendimiento”. 
 
La Ley 1014 de 2006 tiene algunos principios para la promoción del emprendimiento y la cultura del 
emprendedor en el país, también crea la Red Nacional para la Emprendimiento y faculta a los 
territorios para la creación correspondiente.  
 
Las Redes para el Emprendimiento también tienen la facultad de priorizar y agrupar la oferta en torno 
a la cultura del emprendimiento.  
 
CONPES 3866 de 2016 POLÍTICA NACIONAL DE DESARROLLO PRODUCTIVO  
 
Asimismo, la Política de Emprendimiento en Colombia se basa en lo consagrado en la Ley 1014 de 
2006 y se complementa con la Política Nacional de Desarrollo Productivo, contenida en el documento 
CONPES 3866 de 2016, la cual establece:  
 
“Las mencionadas políticas consideran acciones conducentes a la consolidación de un ecosistema 
que apoye en emprendimiento en sus diferentes etapas, desarrollando instrumentos y generando 
condiciones regulatorias que conduzcan a generar capacidades en los emprendedores, así como 
promoviendo el desarrollo de mecanismos de financiamiento para las etapas tempranas. Todo esto 
enfocado a promover emprendimientos de valor agregado, que favorezcan la satisfacción y 
diversificación de los productos y servicios ofrecidos por los emprendedores, de manera que se creen 
nuevas empresas con mayores posibilidades de sobrevivencia en el mediano y largo plazo” (Cursiva 
fuera de texto). 
 
En consecuencia, vemos la necesidad de una ruta integral de emprendimiento que incluya la 
vinculación laboral, la creación de nuevas empresas, la formalización, la asesoría para las ya 
conformadas o formalizadas en mejora del producto y la comercialización; en otras palabras, 
que articule en una sola ruta toda la oferta institucional del orden Nacional y Distrital con un 
enfoque territorial. 
 
Debido a que el tiempo es un recurso escaso para las mujeres, las desigualdades entre hombres y 
mujeres también se reflejan en el uso del tiempo: la actividad laboral y las labores domésticas, 
incluyendo la crianza y cuidado de hijas e hijos, absorben una parte significativa del tiempo de las 
mujeres y le imponen serias restricciones a la hora de cuidarse a sí mismas. Así las cosas, la dispersión 
de los servicios en distintos lugares agrava las barreras para el acceso/uso de los mismos, por los 
costos de transporte y su escasez de tiempo. Por tanto, si la oferta de servicios está integrada en un 
mismo espacio, como lo propone la Ruta de Emprendimiento –EME-, aumentará el número de 
mujeres económicamente activas.  
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8. Pliego de modificaciones 
 

TEXTO ORIGINAL 
PROYECTO DE LEY No. 321 

de 2020 Cámara 

TEXTO PROPUESTO PARA 
PRIMER DEBATE 

PROYECTO DE LEY No. 321 
de 2020 Cámara 

JUSTIFICACIÓN 

"Por medio de la cual se crea la 
Ruta Integral de Emprendimiento 
de Mujeres “EME” - Empresas 
con manos de mujer y se dictan 
otras disposiciones"  
 

“Por medio de la cual se crea la 
Ruta Integral de 
Emprendimiento de Mujeres, 
Ruta “EME” y se dictan otras 
disposiciones”.  

Ajustes al título para simplificar.   

ARTÍCULO 1. Objeto. La 
presente ley tiene por objeto 
formular lineamientos de política 
pública para el diseño e 
implementación de una ruta de 
apoyo al emprendimiento y la 
formación de empresa de las 
mujeres en el país, que 
contribuya a ampliar las 
oportunidades de trabajo decente 
y generación de ingresos.   
 

ARTÍCULO 1. Objeto. La 
presente ley tiene por objeto 
crear la Ruta Integral de 
Emprendimiento de Mujeres –
Ruta EME– como mecanismo 
para incentivar y apoyar el 
emprendimiento, la 
formalización y el 
fortalecimiento empresarial de 
las mujeres en Colombia, 
formular lineamientos de política 
pública para el diseño e 
implementación de una ruta de 
apoyo al emprendimiento y la 
formación de empresa de las 
mujeres en el país, que 
contribuya a, ampliar las 
oportunidades de trabajo decente 
y la generación de ingresos.   
 

Se ajusta contenido del título al 
propósito central de la iniciativa. 

 ARTÍCULO 2 (NUEVO). 
Ámbito de aplicación. El 
contenido de la presente ley 
aplicará a las empresas ya 
constituidas con enfoque 
femenino que requieran 
medidas de reactivación 
económica; a las iniciativas 
empresariales de mujeres que 
aún no están formalizadas y a 
mujeres trabajadoras de las 
empresas que estarían en 

Se adiciona un nuevo artículo 
teniendo en cuenta 
consideraciones del concepto de 
la Alta Consejería para la 
Equidad de la Mujer y de otras 
entidades consultadas en el 
sentido de concretar el ámbito de 
aplicación y apalancar las 
propuestas del proyecto en la 
existencia del Decreto 810 de 
2020. 
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estado de vulneración y de 
riesgo de perder sus empleos. 
 

ARTÍCULO 2. Creación y 
lineamientos de la Ruta. Créase 
la Ruta Integral de 
Emprendimiento de Mujeres 
EME, la cual estará a cargo del 
Ministerio de Trabajo, Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público, 
Ministerio de Comercio, Industria 
y Turismo, el Servicio Nacional 
de Aprendizaje – SENA, cuya 
coordinación estará en la Alta 
Consejería para la Equidad de 
Género de la Presidencia de la 
República o quien haga sus 
veces.   

 
Para el desarrollo de la Ruta 
Integral de Emprendimiento de 
Mujeres “EME”  se tendrán en 
cuenta los siguientes 
lineamientos:  

 
1. Promover el 

emprendimiento y las 
iniciativas de negocio de 
las mujeres en el país. 

2. Fortalecer las 
capacidades económicas 
de la mujer como una 
herramienta para mitigar 
los índices de violencia 
y disminuir la inequidad 
entre mujeres y 
hombres.  

3. Incentivar la 
formalización de 
unidades de negocios 
familiares para transitar 
del emprendimiento de 
supervivencia a la 
consolidación de 
empresas en  mujeres. 

4. Coordinación 
institucional de las 

ARTÍCULO 3. Creación y 
lineamientos de la Ruta. Créase 
la Ruta Integral de 
Emprendimiento de Mujeres -
Ruta EME-, la cual será 
liderada y coordinada por la 
Alta Consejería para la 
Equidad de la Mujer de la 
Presidencia de la República o 
quien haga sus veces. Los 
Ministerios de Trabajo, de 
Hacienda y Crédito Público, de 
Comercio, Industria y Turismo, 
de Tecnologías de la 
Información y las 
Comunicaciones, iNNpulsa y el 
Servicio Nacional de Aprendizaje 
– SENA, tendrán participación 
en el diseño e implementación 
de la Ruta EME. 
 
 
Para el desarrollo de la Ruta 
Integral de Emprendimiento de 
Mujeres – Ruta EME, se tendrán 
en cuenta los siguientes 
lineamientos:  

 
1. La Ruta EME consiste 

en un mecanismo que 
deberá promover el 
emprendimiento y el 
fortalecimiento 
empresarial de las 
iniciativas de negocio de 
las mujeres en el país. 

2. Fortalecimiento de las 
capacidades económicas 
de la mujer como una 
herramienta para mitigar 
los índices de violencia 
y disminuir la inequidad 
entre mujeres y 
hombres.  

Conforme conceptos recibidos 
por la Alta Consejería para la 
Equidad de Género, Ministerio de 
Trabajo, Ministerio de Comercio 
y SENA, ajustamos el perfil de la 
Ruta EME como estrategia que 
será liderada por la Alta 
Consejería y con la participación 
del Min CIT. 
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entidades que tienen 
oferta pública desde el 
orden nacional y 
territorial.  

5. Promover sinergias entre 
el sector público, 
privado y comunidades 
vulnerables objeto de 
este proyecto. 

6. Generar las estrategias 
para la comercialización 
y compra de los 
productos y servicios a 
favor de las 
emprendedoras y 
empresarias hagan parte 
de la Ruta Integral de 
Emprendimiento de 
Mujeres “EME”.  

7. Promover programas de 
formación en las 
instituciones de 
educación en todos los 
niveles para el trabajo y 
el desarrollo humano. 

 
Parágrafo. La Ruta en mención 
y sus lineamientos, entre otros, 
harán parte de las políticas 
públicas que establezca el 
Gobierno Nacional para la 
promoción del emprendimiento 
en el país y en desarrollo del 
Programa Colombia Productiva o 
el que lo sustituya.  
 

3. Promoción de la 
formalización de 
unidades de negocios 
familiares para transitar 
del emprendimiento de 
supervivencia a la 
consolidación de 
empresas en mujeres. 

4. Coordinación 
institucional de las 
entidades que tienen 
oferta pública desde el 
orden nacional y 
territorial.  

5. Promoción de sinergias 
entre el sector público, 
privado y comunidades 
vulnerables objeto de 
este proyecto. 

6. Generación de 
estrategias para la 
comercialización y 
compra de los productos 
y servicios a favor de las 
emprendedoras y 
empresarias hagan parte 
de la Ruta EME.  

7. Promoción de 
programas de formación 
en las instituciones de 
educación en todos los 
niveles para el trabajo y 
el desarrollo humano. 

 
Parágrafo. La Ruta EME 
deberá ser parte integral en 
mención y sus lineamientos, entre 
otros, harán parte de las políticas 
públicas y de las redes nacional 
y territoriales de 
emprendimiento que 
establezcan el Gobierno Nacional 
y las entidades territoriales para 
la promoción del emprendimiento 
en el país y en desarrollo del 
Programa Colombia Productiva o 
el que lo sustituya.  
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ARTÍCULO 3. 
COORDINACIÓN 
INSTITUCIONAL RUTA 
INTEGRAL DE 
EMPRENDIMIENTO DE 
MUJERES EME. El Gobierno 
Nacional en cabeza de las 
instituciones rectoras de esta 
política, deberá plantear 
estrategias sobre la coordinación 
y articulación institucional de la 
oferta pública ya existente, y las 
que se deriven de la creación de 
la Ruta Integral de 
Emprendimiento de Mujeres 
“EME” de la que trata el artículo 
segundo de la presente Ley .  
 
Parágrafo 1. En todo caso, el 
Gobierno Nacional liderará 
estrategias para la articular el 
sector privado y las iniciativas 
beneficiadas por la Ruta Integral 
de Emprendimiento de Mujeres 
“EME”. Para estos efectos tendrá 
en cuenta organizaciones de 
cooperación internacional. 

 
Parágrafo 2. Los entes 
territoriales liderarán estrategias 
de coordinación institucional con 
el fin de promover e implementar 
la Ruta Integral de 
Emprendimiento de Mujeres 
“EME”  desde sus territorios. 
 

ARTÍCULO 4. 
COORDINACIÓN 
INSTITUCIONAL RUTA 
INTEGRAL DE 
EMPRENDIMIENTO DE 
MUJERES EME. La Alta 
Consejería Presidencial para la 
Equidad de la Mujer, iNNpulsa 
y el Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo, con 
arreglo al patrimonio 
autónomo creado en el Decreto 
Legislativo No. 810 de 2020, 
conformarán un comité técnico 
que deberá articular la oferta 
pública institucional existente 
en materia de emprendimiento 
y fortalecimiento empresarial. 
Los programas, servicios y 
estrategias incluidos en dicha 
oferta serán focalizados para 
beneficiar los proyectos de 
emprendimiento y 
formalización conforme el 
artículo segundo de la presente 
ley. 
 
El Gobierno Nacional en cabeza 
de las instituciones rectoras de 
esta política, deberá plantear 
estrategias sobre la coordinación 
y articulación institucional de la 
oferta pública ya existente, y las 
que se deriven de la creación de 
la Ruta Integral de 
Emprendimiento de Mujeres 
“EME” de la que trata el artículo 
segundo de la presente Ley .  
 
Parágrafo 1. En todo caso, el El 
Gobierno Nacional liderará 
estrategias para la articular el 
sector privado y las iniciativas 
beneficiadas por la Ruta Integral 
de Emprendimiento de Mujeres 
“EME”. Para estos efectos tendrá 
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en cuenta organizaciones de 
cooperación internacional. 

 
Parágrafo 2. Los entes 
territoriales liderarán estrategias 
de coordinación institucional con 
el fin de promover e implementar 
la Ruta Integral de 
Emprendimiento de Mujeres 
“EME”  desde sus territorios. 
 

ARTÍCULO 4. COMPRAS 
PÚBLICAS. El Gobierno 
Nacional y los entes territoriales 
tendrán en cuenta la compra 
pública de insumos y/o servicios 
de las mujeres de la Ruta Integral 
de Emprendimiento de Mujeres 
“EME”, de acuerdo con los 
incentivos existentes, lo dispuesto 
en el artículo 229 de la Ley 1955 
de 2020 para la compra pública 
local y demás disposiciones que 
establezca para este efecto la 
Agencia Nacional de 
Contratación Pública – Colombia 
Compra Eficiente.  
 

ARTÍCULO 5. COMPRAS 
PÚBLICAS. El Gobierno 
Nacional y los entes territoriales 
tendrán en cuenta la compra 
pública de insumos y/o servicios 
de las mujeres de la Ruta Integral 
de Emprendimiento de Mujeres 
“EME”, de acuerdo con los 
incentivos existentes, lo dispuesto 
en el artículo 229 de la Ley 1955 
de 2020 para la compra pública 
local y demás disposiciones que 
establezca para este efecto la 
Agencia Nacional de 
Contratación Pública – Colombia 
Compra Eficiente.  
 

Cambio numeración. 

ARTÍCULO 5. INCENTIVOS 
PARA LA 
RESPONSABILIDAD 
SOCIAL EMPRESARIAL 
EME. El Gobierno Nacional y 
los entes territoriales podrán 
brindar incentivos y/o 
reconocimientos a las empresas 
que apoyen los proyectos de la 
Ruta Integral de Emprendimiento 
de Mujeres “EME” mediante la 
compra y venta de sus productos 
y/o servicios. 
 

ARTÍCULO 6. INCENTIVOS 
PARA LA 
RESPONSABILIDAD 
SOCIAL EMPRESARIAL 
EME. El Gobierno Nacional y 
los entes territoriales podrán 
brindar incentivos y/o 
reconocimientos a las empresas 
que apoyen los proyectos de la 
Ruta Integral de Emprendimiento 
de Mujeres “EME” mediante la 
compra y venta de sus productos 
y/o servicios. 
 

Cambio numeración. 
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ARTÍCULO 6. 
PLATAFORMA 
TECNOLÓGICA. El Gobierno 
Nacional implementará una 
plataforma tecnológica o 
incorporará a una existente, la 
Ruta Integral de Emprendimiento 
de Mujeres “EME”, cumpliendo 
con los lineamientos de política 
de Gobierno Digital. La 
plataforma tecnológica será 
utilizada para los siguientes casos 
con los siguientes objetivos:  

 
1. Consolidar la oferta 

pública existente para 
mujeres emprendedoras 
y empresarias. 

2. Garantizar la 
comercialización de 
productos y/o servicios 
de las beneficiarias de la 
Ruta Integral de 
Emprendimiento de 
Mujeres “EME”. 

3. Promover la 
financiación mediante el 
sector público, privado y 
cooperación 
internacional para 
Emprendimientos 
relacionados con la Ruta 
Integral de 
Emprendimiento de 
Mujeres “EME”. 

4. Las demás que 
dispongan los entes 
encargados de 
implementar la ruta 
EME en el territorio 
nacional. 
 

Parágrafo. para el desarrollo del 
presente artículo se podrá hacer 
con recursos de la entidad a cargo 
de ejecutar la política o las 
disposiciones presupuestales que 

ARTÍCULO 7. 
PLATAFORMA 
TECNOLÓGICA. El Gobierno 
Nacional, con fundamento en el 
patrimonio autónomo creado 
en el Decreto Legislativo No. 
810 de 2020, implementará una 
plataforma tecnológica o 
incorporará a una existente, la 
Ruta Integral de Emprendimiento 
de Mujeres “EME”, cumpliendo 
con los lineamientos de política 
de Gobierno Digital. La 
plataforma tecnológica será 
utilizada para los siguientes casos 
con los siguientes objetivos:  

 
1. Consolidar la oferta 

pública existente para 
mujeres emprendedoras 
y empresarias. 

2. Garantizar la 
comercialización de 
productos y/o servicios 
de las beneficiarias de la 
Ruta Integral de 
Emprendimiento de 
Mujeres “EME”. 

3. Promover la 
financiación mediante el 
sector público, privado y 
cooperación 
internacional para 
Emprendimientos 
relacionados con la Ruta 
Integral de 
Emprendimiento de 
Mujeres “EME”. 

4. Las demás que 
dispongan los entes 
encargados de 
implementar la ruta 
EME en el territorio 
nacional. 
 

Parágrafo. Para el desarrollo del 
presente artículo se podrá hacer 

Cambio numeración y ajustes con 
relación decreto 810 de 2020. 
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sean incluidas en el Presupuesto 
General de la Nación. 
 

con recursos de la entidad a cargo 
de ejecutar la política o las 
disposiciones presupuestales que 
sean incluidas en el Presupuesto 
General de la Nación. 
 

ARTÍCULO 7. 
REGLAMENTACIÓN.  El 
Gobierno Nacional en los seis 
(06) meses siguientes de la 
entrada en vigencia de la presente 
ley, deberá reglamentar la 
materia.  
 
 

ARTÍCULO 8. 
REGLAMENTACIÓN.  El 
Gobierno Nacional en los seis 
(06) meses siguientes de la 
entrada en vigencia de la presente 
ley, deberá reglamentar la 
materia.  
 

Cambio numeración 

ARTÍCULO 8. VIGENCIA. La 
presente ley rige desde su sanción 
y publicación en el Diario 
Oficial, y deroga las normas que 
le sean contrarias. 
 

ARTÍCULO 9. VIGENCIA. La 
presente ley rige desde su sanción 
y publicación en el Diario 
Oficial, y deroga las normas que 
le sean contrarias. 
 

Cambio numeración 

 
 

9. Conflicto de interés 
 

Dando cumplimiento a lo establecido en el artículo 3 de la Ley 2003 del 19 de noviembre de 2019, 
por la cual se modifica parcialmente la Ley 5 de 1992, se hacen las siguientes consideraciones:  
 
Se estima que de la discusión y aprobación del presente Proyecto de Ley no podría generarse un 
conflicto de interés en consideración al interés particular, actual y directo de los congresistas, de su 
cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, por cuanto se trata de medidas de carácter 
general.  
 
Sobre este asunto ha señalado el Consejo de Estado (2019): 
 

“No cualquier interés configura la causal de desinvestidura en comento, pues se sabe que sólo lo será 
aquél del que se pueda predicar que es directo, esto es, que per se el alegado beneficio, provecho o 
utilidad encuentre su fuente en el asunto que fue conocido por el legislador; particular, que el mismo 
sea específico o personal, bien para el congresista o quienes se encuentren relacionados con él; y 

 
 

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY Nº 321 DE 2020 CÁMARA 
 

"Por medio de la cual se crea la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres “EME” - Empresas con manos de mujer y 
se dictan otras disposiciones." 

 

18 

actual o inmediato, que concurra para el momento en que ocurrió la participación o votación del 
congresista, lo que excluye sucesos contingentes, futuros o imprevisibles. También se tiene noticia que 
el interés puede ser de cualquier naturaleza, esto es, económico o moral, sin distinción alguna”. 

 
Se recuerda que la descripción de los posibles conflictos de interés que se puedan presentar frente al 
trámite del presente proyecto de ley, conforme a lo dispuesto en el artículo 291 de la ley 5 de 1992 
modificado por la ley 2003 de 2019, no exime al Congresista de identificar causales adicionales. 
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10.  PROPOSICIÓN 
 
 
Con fundamento en lo anteriormente expuesto, se rinde informe de ponencia positiva y en 
consecuencia se solicita a los honorables miembros de la Comisión Tercera Constitucional de la 
Cámara de Representantes dar primer debate al Proyecto de Ley número 321 de 2020 Cámara, "Por 
medio de la cual se crea la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres “EME” - Empresas con 
manos de mujer y se dictan otras disposiciones" de conformidad con el texto aquí propuesto. 
 
 
 
 
De los honorables Congresistas, 
 
 
        
 

 
 
 

 
NUBIA LÓPEZ MORALES 

Coordinadora Ponente  
Representante a la Cámara  

 
 
 

 
NIDIA MARCELA OSORIO SALGADO 

Coordinadora Ponente 
Representante a la Cámara  

 
 

 
KELYN JOHANA GONZÁLEZ DUARTE 

Ponente 
Representante a la Cámara  

 
 
 
 

KATHERINE MIRANDA PEÑA 
Ponente 

Representante a la Cámara 
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11. Texto propuesto 

 
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY No. 321 DE 

2020 CÁMARA 
 

“Por medio de la cual se crea la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres, Ruta “EME” 
y se dictan otras disposiciones”. 

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA, 

DECRETA: 

 

ARTÍCULO 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto crear la Ruta Integral de Emprendimiento 
de Mujeres –Ruta EME– como mecanismo para incentivar y apoyar el emprendimiento, la 
formalización y el fortalecimiento empresarial de las mujeres en Colombia, ampliar las oportunidades 
de trabajo decente y la generación de ingresos.   
 
ARTÍCULO 2. Ámbito de aplicación. El contenido de la presente ley aplicará a las empresas ya 
constituidas con enfoque femenino que requieran medidas de reactivación económica; a las iniciativas 
empresariales de mujeres que aún no están formalizadas y a mujeres trabajadoras de las empresas que 
estarían en estado de vulneración y de riesgo de perder sus empleos. 
 
ARTÍCULO 3. Creación y lineamientos de la Ruta. Créase la Ruta Integral de Emprendimiento 
de Mujeres -Ruta EME-, la cual será liderada y coordinada por la Alta Consejería para la Equidad de 
la Mujer de la Presidencia de la República o quien haga sus veces. Los Ministerios de Trabajo, de 
Hacienda y Crédito Público, de Comercio, Industria y Turismo, de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones, iNNpulsa y el Servicio Nacional de Aprendizaje – SENA, tendrán participación 
en el diseño e implementación de la Ruta EME. 
 
Para el desarrollo de la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres – Ruta EME, se tendrán en 
cuenta los siguientes lineamientos:  

 
1. La Ruta EME consiste en un mecanismo que deberá promover el emprendimiento y el 

fortalecimiento empresarial de las iniciativas de negocio de las mujeres en el país. 
2. Fortalecimiento de las capacidades económicas de la mujer como una herramienta para 

mitigar los índices de violencia y disminuir la inequidad entre mujeres y hombres.  
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3. Promoción de la formalización de unidades de negocios familiares para transitar del 
emprendimiento de supervivencia a la consolidación de empresas en mujeres. 

4. Coordinación institucional de las entidades que tienen oferta pública desde el orden nacional 
y territorial.  

5. Promoción de sinergias entre el sector público, privado y comunidades vulnerables objeto de 
este proyecto. 

6. Generación de estrategias para la comercialización y compra de los productos y servicios a 
favor de las emprendedoras y empresarias hagan parte de la Ruta EME.  

7. Promoción de programas de formación en las instituciones de educación en todos los niveles 
para el trabajo y el desarrollo humano. 

 
Parágrafo. La Ruta EME deberá ser parte integral de las políticas públicas y de las redes nacional y 
territoriales de emprendimiento que establezcan el Gobierno Nacional y las entidades territoriales 
para la promoción del emprendimiento en el país y en desarrollo del Programa Colombia Productiva 
o el que lo sustituya.  
 
ARTÍCULO 4. COORDINACIÓN INSTITUCIONAL RUTA INTEGRAL DE EMPRENDIMIENTO 
DE MUJERES EME. La Alta Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, iNNpulsa y el Ministerio 
de Comercio, Industria y Turismo, con arreglo al patrimonio autónomo creado en el Decreto Legislativo No. 
810 de 2020, conformarán un comité técnico que deberá articular la oferta pública institucional existente en 
materia de emprendimiento y fortalecimiento empresarial. Los programas, servicios y estrategias incluidos en 
dicha oferta serán focalizados para beneficiar los proyectos de emprendimiento y formalización conforme el 
artículo segundo de la presente ley. 
 
Parágrafo 1. El Gobierno Nacional liderará estrategias para la articular el sector privado y las iniciativas 
beneficiadas por la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres “EME”. Para estos efectos tendrá en cuenta 
organizaciones de cooperación internacional. 

 
Parágrafo 2. Los entes territoriales liderarán estrategias de coordinación institucional con el fin de promover e 
implementar la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres “EME” desde sus territorios. 
 
ARTÍCULO 5. COMPRAS PÚBLICAS. El Gobierno Nacional y los entes territoriales tendrán en cuenta la 
compra pública de insumos y/o servicios de las mujeres de la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres 
“EME”, de acuerdo con los incentivos existentes, lo dispuesto en el artículo 229 de la Ley 1955 de 2020 para 
la compra pública local y demás disposiciones que establezca para este efecto la Agencia Nacional de 
Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente.  
 
ARTÍCULO 6. INCENTIVOS PARA LA RESPONSABILIDAD SOCIAL EMPRESARIAL EME. El 
Gobierno Nacional y los entes territoriales podrán brindar incentivos y/o reconocimientos a las empresas que 
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apoyen los proyectos de la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres “EME” mediante la compra y venta 
de sus productos y/o servicios. 
 
ARTÍCULO 7. PLATAFORMA TECNOLÓGICA. El Gobierno Nacional, con fundamento en el patrimonio 
autónomo creado en el Decreto Legislativo No. 810 de 2020, implementará una plataforma tecnológica o 
incorporará a una existente, la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres “EME”, cumpliendo con los 
lineamientos de política de Gobierno Digital. La plataforma tecnológica será utilizada para los siguientes casos 
con los siguientes objetivos:  

 
1. Consolidar la oferta pública existente para mujeres emprendedoras y empresarias. 
2. Garantizar la comercialización de productos y/o servicios de las beneficiarias de la Ruta Integral de 

Emprendimiento de Mujeres “EME”. 
3. Promover la financiación mediante el sector público, privado y cooperación internacional para 

Emprendimientos relacionados con la Ruta Integral de Emprendimiento de Mujeres “EME”. 
4. Las demás que dispongan los entes encargados de implementar la ruta EME en el territorio nacional. 

 
ARTÍCULO 8. REGLAMENTACIÓN.  El Gobierno Nacional en los seis (06) meses siguientes de la entrada 
en vigencia de la presente ley, deberá reglamentar la materia.  
 
ARTÍCULO 9. VIGENCIA. La presente ley rige desde su sanción y publicación en el Diario Oficial, y 
deroga las normas que le sean contrarias. 
 
De los honorables congresistas,  
 
 

 
 
 

 
NUBIA LÓPEZ MORALES 

Coordinadora Ponente  
Representante a la Cámara  

 
 
 

 
NIDIA MARCELA OSORIO SALGADO 

Coordinadora Ponente 
Representante a la Cámara  

 
 

 
KELYN JOHANA GONZÁLEZ DUARTE 

Ponente 
Representante a la Cámara  

 
 
 
 

KATHERINE MIRANDA PEÑA 
Ponente 

Representante a la Cámara 
 

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 329 DE 2020 

CÁMARA

por medio del cual se modifica el artículo 83 de la 
Ley 715 de 2001. 

 
 
 

 
 

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 329 DE 2020 
CÁMARA  

“por medio del cual se modifica el artículo 83 de la ley 715 de 2001” 
 

 
 
Bogotá, D.C 26 de octubre de 2020 
 
 
 
Doctor 
NESTOR LEONARDO RICO RICO 
Presidente 
Comisión III de la Cámara de Representantes  
 
 
Referencia. Ponencia para primer debate al proyecto de ley número 329 de 2020 Cámara 

“Por medio del cual se modifica el artículo 83 de la ley 715 de 2001” 

 
 
Honorables Representantes,  
 
Atendiendo la designación realizada por la mesa directiva, con el fin de dar cumplimiento a lo 
previsto en la Ley 5 de 1992, y dentro de la oportunidad prevista, nos permitimos rendir informe 
de ponencia positivo para segundo debate al proyecto de ley en referencia, en los siguientes 
términos: 
 
1.    Antecedentes 
2.    Competencia 
3.    Objeto y justificación del proyecto 
4.    Consideraciones y Marco Jurídico 
5.    Pliego de Modificaciones 
6.    Proposición 
 
 

1. Antecedentes. 
 
El Proyecto de ley fue radicado el  6 de agosto de 2020 en la Secretaría General de la Cámara 
de Representantes, por iniciativa del Honorable Representante Gilberto Betancourt Pérez. 
 
La Mesa Directiva de la Comisión III por medio de oficio de 21 de septiembre de 2020, designó 
como ponentes para elaborar la ponencia para primer debate a los Honorables Representantes: 
 

 Gilberto Betancourt Pérez – Coordinador Ponente 
 Victor Manuel Ortiz Joya - Ponente 

 
Se envió el proyecto de ley, con solicitud de concepto, al Ministerio de Hacienda, al Ministerio 
del Interior y a las siguientes organizacione indígenas: ONIC, AICO y OPIAC, sin que hasta la 
fecha se tenga pronunciamiento alguno de parte de estas entidades. Se solicitó prórroga para 
rendir ponencia la cual fue concedida el 14 de octubre de 2020. 
 
De conformidad con lo previsto en el proyecto radicado el objeto del proyecto es: 
 

 
 
 

 
 

“modificar la destinación de un porcentaje de hasta el 10% de los recursos del SGP destinado 
a comunidades indígenas por el art 83 de la ley 715 de 2001, orientándolo para libre destinación 
de los resguardos indígenas, dándoles la posibilidad de tener recursos para funcionamiento y 
cubrir los gastos que genere el manejo administrativo del resguardo.” 

 
Con el siguiente contenido dispositivo: 
 

PROYECTO DE LEY ____ 

Por medio del cual se modifica el artículo 83 de la ley 715 de 2001 

 

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 83 de la ley 715 de 2001, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 83. DISTRIBUCIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS PARA 
RESGUARDOS INDÍGENAS. Los recursos para los resguardos indígenas se distribuirán en 
proporción a la participación de la población de la entidad o resguardo indígena, en el total de 
población indígena reportada por el Incora al DANE. 

Los recursos asignados a los resguardos indígenas, serán administrados por el municipio en el 
que se encuentra el resguardo indígena. Cuando este quede en jurisdicción de varios 
municipios, los recursos serán girados a cada uno de los municipios en proporción a la población 
indígena que comprenda. Sin embargo, deberán manejarse en cuentas separadas a las propias 
de las entidades territoriales y para su ejecución deberá celebrarse un contrato entre la entidad 
territorial y las autoridades del resguardo, antes del 31 de diciembre de cada año, en la que se 
determine el uso de los recursos en el año siguiente. Copia de dicho contrato se enviará antes 
del 20 de enero al Ministerio del Interior. 

Cuando los resguardos se erijan como Entidades Territoriales Indígenas, sus autoridades 
recibirán y administrarán directamente la transferencia. 

Los recursos de la participación asignados a los resguardos indígenas serán de libre destinación 
para la financiación de proyectos de inversión debidamente formulados, e incluidos en los 
planes de vida o de acuerdo con los usos y costumbres de los pueblos indígenas. Los proyectos 
de inversión deberán estar incluidos en el contrato de administración celebrado con el 
respectivo municipio o departamento, en concordancia con la clasificación de gastos definida 
por el Decreto-Ley 111 de 1996.  

De los recursos asignados, los resguardos podrán utilizar hasta un 10% para funcionamiento 
administrativo del resguardo, siguiendo las normas de ejecución de recursos públicos en cuanto 
a contratación, destinación de los recursos y aspectos presupuestales y contables, entre otras. 
La ejecución de estos recursos estará bajo la supervisión de las Contralorías Departamentales. 

Con relación a los bienes y servicios adquiridos con cargo a los recursos de la asignación 
especial del Sistema General de Participaciones para los resguardos indígenas, los alcaldes 
deberán establecer los debidos registros administrativos especiales e independientes para 
oficializar su entrega a las autoridades indígenas. 

Con el objeto de mejorar el control a los recursos de la asignación especial del Sistema General 
de Participaciones para los resguardos indígenas, el Gobierno Nacional fortalecerá la estrategia 
de monitoreo, seguimiento y control al SGP, establecida por el Decreto 28 de 2008. 

Las secretarías departamentales de planeación, o quien haga sus veces, deberá desarrollar 
programas de capacitación, asesoría y asistencia técnica a los resguardos indígenas y 
autoridades municipales, para la adecuada programación y uso de los recursos. 

PARÁGRAFO. La participación asignada a los resguardos indígenas se recibirá sin perjuicio de 
los recursos que los departamentos, distritos o municipios les asignen en razón de la población 
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atendida y por atender en condiciones de eficiencia y de equidad en el caso de la educación de 
conformidad con el artículo 16 de esta ley, y el capítulo III del Título III en el caso de salud. 

Artículo 2° Vigencia. La presente ley rige a partir del año siguiente a su sanción y promulgación 
y deroga las demás disposiciones que le sean contrarias.  

 
 

2. Competencia. 
 

El proyecto de ley está en consonancia con los artículos 154, 157 y 158 de la Constitución 
Política referentes a su origen, competencia, formalidades de publicidad y unidad de materia.  
Así mismo, con lo establecido en el artículo 140, numeral 1 de la Ley 5ª de 1992, ya que se trata 
de una iniciativa legislativa presentada por Senadores y Representantes a la Cámara. 
 
 

3. Objeto y justificación del proyecto. 
 
El proyecto tiene por objeto modificar la destinación de un porcentaje de hasta el 10%, de los 
recursos del SGP destinados a resguardos indígenas por el art 83 de la ley 715 de 2001, 
orientándolo para libre destinación de los resguardos indígenas, dándoles la posibilidad de tener 
recursos para funcionamiento y cubrir los gastos que genere el manejo administrativo del 
resguardo. 

Es importante tener en cuenta que con este proyecto no se genera destinación adicional de los 
recursos que van para resguardos indígenas dentro del SGP, sino que se trata de una 
reorganización en la cual un 10% de estos recursos podrán destinarse a cubrir lo gatos de 
funcionamiento de estos resguardos, es decir con estos recursos podrán hacer pagos de gastos 
que se generan por la administración y manejo administrativo de estos resguardos  
 
Los gastos de funcionamiento se generan en toda organización que tenga asignada la ejecución 
de cualquier tipo de funciones, e implican gastos de personal, insumos de oficina, como mínimo, 
y arrendamiento o mantenimiento de inmuebles, tienen por objeto atender las necesidades para 
que las entidades puedan cumplir a cabalidad con las funciones asignadas en la Constitución 
Política y la Ley 
 
El Estatuto de presupuesto – decreto 111 de 1996 – así lo conempla en su artículo 36: “El 
presupuesto de gastos se compondrá de los gastos de funcionamiento, del servicio de la deuda 
pública y de los gastos de inversión.”  
 
La Contraloría General de la República en su documento “Los recursos de la Asignación 
Especial del SGP para Resguardos y el reto para los pueblos indígenas en el ejercicio de 
la función pública”  del año 2017, que es citado en la exposición de motivos del proyecto de 
ley, tiene algunos apartes de especial relevancia para justificar este proyecto de ley, entre ellos 
el siguiente: 
 

“Con la información reportada tanto por las entidades territoriales como por los 
resguardos acreditados, en ambos casos se pudieron evidenciar algunos gastos que 
podrían tener sobrecostos; también productos o servicios que pueden ser útiles para las 
autoridades indígenas pero que no implican impacto para toda la comunidad y la 
financiación de gastos de funcionamiento incluidos como gastos operativos en algunos 
de los proyectos.” 

 
Las entidades territoriales Departamentos y Municipios de categoría 4, 5 y 6, cuentan, con un 
porcentaje de los recursos del SGP del propósito general –libre destinación, más una parte de 
los recursos propios que generen para cubrir los gastos que generan sus actividades 
administrativas. Los resguardos indígenas no pueden generar recursos propios y además 

 
 
 

 
 

carecen por la ley 715 de 2001 un porcentaje destinado para su funcionamiento administrativo, 
así resulta inconcebible entender cómo han hecho estas entidades para funcionar durante estos 
años.  

Existe un gran número de resguardos indígenas en Colombia de ahí la necesidad de esta 
reforma que les permita a estas contar con recursos de propósito general que puedan hacer 
uso para pago de gastos administrativos y de funcionamiento en la ejecución y manejo de los 
recursos del SGP que le son asignados anualmente. 

 

4. Consideraciones y Marco Jurídico 
 

 
Los resguardos indígenas, tal como lo señala la definición presentada en la exposisicón de 
motivos del proyecto de ley “son una institución legal y sociopolítica de carácter especial, 
conformada por una o más comunidades indígenas, que con un título de propiedad colectiva 
que goza de las garantías de la propiedad privada, poseen su territorio y se rigen para el manejo 
de éste y su vida interna por una organización autónoma amparada por el fuero indígena y su 
sistema normativo propio. (Artículo 21, Decreto 2164, 1995)”  y para el año 2016 existían en 
Colombia un total de 760 resguardos legalmente constituidos, ubicados en 252 municipios. 
 
Como puede leerse en el documento de la Contraloría General de la República Los recursos 
de la Asignación Especial del SGP para Resguardos y el reto para los pueblos indígenas 
en el ejercicio de la función pública- 2017” “Los resguardos indígenas son una institución 
legal y sociopolítica de carácter especial, conformada por una o más comunidades indígenas, 
caracterizados por tener título de propiedad colectiva y límites establecidos por la ley. Estos, 
según el artículo 22 del Decreto 2164 de 1995, serán manejados y administrados por los 
respectivos cabildos o autoridades tradicionales de las comunidades, de acuerdo con sus usos 
y costumbres, la legislación especial referida a la materia y a las normas que sobre este 
particular se adopten.” 
 
Su funcionamiento se concreta en el ejercicio de funciones públicas y la administración directa 
de los recursos, ejercida a través de su representante legal, que ejerce la representación legal, 
judicial y extrajudicial del mismo, y asume las responsabilidades a que haya lugar frente a las 
autoridades competentes. Estas autoridades, mediante sus estructuras colectivas de gobierno 
propio designan el representante legal del Territorio indígena, que en el caso de los resguardos 
acreditados para la administración directa de los recursos ejerce la gestión fiscal.  
 
De acuerdo con la Ley 610, se entiende por gestión fiscal “el conjunto de actividades 
económicas, jurídicas y tecnológicas, que realizan los servidores públicos y las personas de 
derecho privado que manejen o administren recursos o fondos públicos, tendientes a la 
adecuada y correcta adquisición, planeación, conservación, administración, custodia, 
explotación, enajenación, consumo, adjudicación, gasto, inversión y disposición de los bienes 
públicos, así como a la recaudación, manejo e inversión de sus rentas en orden a cumplir los 
fines esenciales del Estado, con sujeción a los principios de legalidad, eficiencia, economía, 
eficacia, equidad, imparcialidad, moralidad, transparencia, publicidad y valoración de los costos 
ambientales”, así las actuaciones en la ejecución de estos recursos de libre destinación que 
realice el representante legal del resguardo indígena serán vigiladas por la Contraloría General 
y los demás organismos de vigilancia y control del Estado.   
 

El SGP para comunidades indígenas es un derecho a través del cual se logra materializar su 
autonomía, de acuerdo con el artículo 83 de la Ley 715 de 2001 y el artículo 13 de la Ley 1450 
de 2011, los recursos destinados a resguardos idígenas se distribuirán en proporción a la 
participación de la población del resguardo indígena, serán administrados por el municipio en 
cuentas separadas de las propias teniendo que celebrarse un contrato entre la entidad territorial 
y las autoridades del resguardo, salvo que los resguardos se constituyan  como Entidades 

 
 
 

 
 

Territoriales Indígenas, caso en el cual sus autoridades recibirán y administrarán directamente 
la transferencia convirtiéndose así en ordenadoras del gasto para esta asignación especial. 

Del total de los recursos del SGP para 2017, los municipios administran el 89%, el 10,8% son 
administrados directamente por los resguardos acreditados para tal fin, y un 0.2% corresponde 
a los recursos del resguardo Nukak Makú, recursos estos últimos que son administrados 
directamente por el Ministerio del Interior.  
 
Ahora en cuanto a las competencias contitucionales y legales de municipios y resguardos, estás 
están distribuidas así: 

Municipio – a través del Alcalde Municipal: 

 Administra y ejecuta recursos 
 Adelanta procesos de contratación 
 Aplica normas contables, presupuestales y de contratación 
 Celebra contratos para ejecución de recursos 
 Hace entrega de bienes y servicios a las autoridades miembros del resguardo 

 

Reguardo Indígena:  

 Prioriza recursos 
 Define y elabora proyectos de inversión 
 Elabora el presupuesto del resguardo 
 Ejerce control social 
 Recibe los bienes y servicios 

 

Los resguardos tienen funciones determinantes como diseñar los planes de inversión en 
ejercicio de su autonomía, elaborar proyectos de inversión, y aunado a esto, el Decreto 1953 
de 2014 “por el cual se crea un régimen especial con el fin de poner en funcionamiento los 
Territorios Indígenas respecto de la administración de los sistemas propios de los pueblos 
indígenas hasta que el Congreso expida la ley de que trata el artículo 329 de la Constitución 
Política”, concedió el ejercicio de funciones públicas a los resguardos indígenas o asociaciones 
de éstos resguardos en sus territorios y a partir de ese año son considerados personas jurídicas 
de derecho público especial teniendo la posibilidad de manejar las demás participaciones del 
SGP en su jurisdicción. 

Este decreto da mayor alcalce a la autonomía de las comunidades indígenas lo cual lleva 
implícito mayores funciones y responsabilidades, pero no les asigna los recursos necesarios 
para cubrir los gastos de funcionamiento que estas nuevas competencias ocasionan, esto 
resulta injusto con las autoridades idígenas que  carecen de recursos para costear gastos de 
carácter administrativos tales como mantenimiento y pago de servicios públicos de sus sedes, 
pago de personal de apoyo, compra de elementos de oficina, entre otros bienes y servicios 
necesarios para el correcto funcionamiento administrativo del resguardo. Lo grave de este 
asunto está en que esto está llevando a que deban recurrir a simular gastos para cubrir costos, 
que, aunque son indispensables, no están autorizados por la ley y terminen siendo, como es 
obvio, sancionados por los entes de control. 

Ahora, aunque actualmente existen prohibiciones legales expresas para pagar gastos de 
funcionamiento con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones: Artículo 60 de 
la ley 715 de 2001 y Parágrafo primero del artículo 3 de la Ley 617 de 2000, este último 
expresamente para entidades territoriales, por lo injusto que esto resulta para los resguardos, 
la Contraloría General de la República en el documento “Los recursos de la Asignación 
Especial del SGP para Resguardos y el reto para los pueblos indígenas en el ejercicio de 
la función pública- 2017” reconoce la necesidad e importancia de los gastos de 

 
 
 

 
 

funcionamiento para el fortalecimiento administrativo de los resguardos indígenas; y señala 
“estos gastos son necesarios para financiar la estructura administrativa exigida para la 
acreditación en el manejo directo de los recursos, y para la adecuada formulación y ejecución 
de los proyectos” En el mismo texto retoma un aparte de una sentencia de la Corte 
Constitucional que denomina sentencia hito, así:  pag 81:  “De tal forma que, atendiendo las 
recomendaciones de la Corte Constitucional, se debe entender que existe inversión que 
requiere de un componente de funcionamiento, el cual debe ser estrictamente necesario para 
que la inversión alcance el objetivo de satisfacer las necesidades de la sociedad. Por esa razón 
los proyectos de inversión deben contemplar no solamente los gastos financieros, sino que 
deben especificar los gastos de funcionamiento inherentes al proyecto mismo.”  
 
Entonces, para dar una solución al problema que tienen los resguardos que al carecer de 
recursos que les permita asumir los gastos de su funcionamiento administrativo tienen que 
ocultar estos gastos con medios que resultan en sanciones fiscales e incluso disciplinarias, y 
para poder fortalecerse administrativamente como intituciones organizativas, este proyecto de 
ley pretende redefinir la destinación de un porcentaje, que puede ser de hasta el diez porciento 
(10%), de los recursos que le son transferidos por SGP dejándolos como recursos para libre 
destinación.  Esos recursos deberán ejecutarse siguiendo las normas de gasto de los recursos 
públicos en cuanto a contratación, destinación de los recursos, aspectos presupuestales y 
contables, entre otras.  

A continuación, se adjunta el ejercicio que en el proyecto de ley se realizó, en el que se hace 
una simulación de los recursos que recibirían los Resguardos Indígenas para su 
funcionamiento, tomando como ejemplo los recursos del SGP recibidos para la vigencia 2018.   

Fuente: Documento de distribución SGP 2018- DNP 
(Cálculos 10% propios) 

 
DEPARTAMENTO   MUNICIPIO   RESGUARDO  

ONCE DOCEAVAS 
2018 

ESTE DOCUMENTO 
 10% para 

funcionamiento   

 Antioquia   Apartadó   La Palma  $ 34.178.879 $ 3.417.888 
 Antioquia   Apartadó   Las Playas  $ 38.649.534 $ 3.864.953 
 Antioquia   Arboletes   Canime  $ 28.698.721 $ 2.869.872 

 Antioquia   Ciudad bolívar   Hermeregildo Chakiama  $ 40.668.540 $ 4.066.854 

 Antioquia   Cáceres   Vegas de Segovia  $ 15.142.541 $ 1.514.254 
 Antioquia   Chigorodó   Polines  $ 103.690.355 $ 10.369.036 
 Antioquia   Chigorodó   Yaberarado   $ 179.835.706 $ 17.983.571 
 Antioquia   Dabeiba   Cañaverales-Antado  $ 63.310.245 $ 6.331.025 
 Antioquia   Dabeiba   Chimurro-Nendo  $ 81.913.938 $ 8.191.394 
 Antioquia   Dabeiba   Chuscal-Tuguridocito  $ 61.147.024 $ 6.114.702 
 Antioquia   Dabeiba   Sever  $ 107.151.507 $ 10.715.151 
 Antioquia   Dabeiba   Jenaturado  $ 20.190.055 $ 2.019.006 

 Antioquia   Dabeiba  
 Pavarando-Amparrado 
Medio  $ 102.969.282 $ 10.296.928 

 Antioquia   Dabeiba  
 Choromando Alto Y 
Medio  $ 12.835.107 $ 1.283.511 

 Antioquia   Dabeiba   Narikizavi  $ 42.543.331 $ 4.254.333 
 Antioquia   Dabeiba   Embera-Drua  $ 11.537.174 $ 1.153.717 
 Antioquia   Dabeiba   Monzhomandó  $ 23.074.349 $ 2.307.435 
 Antioquia   El bagre   Los Almendros  $ 25.958.642 $ 2.595.864 

 Antioquia   Dabeiba  
 Amparrado Alto y Medio 
y Quebrada Chontaduro   $ 79.318.074 $ 7.931.807 

 Antioquia   Frontino   Chaquenoda  $ 139.455.596 $ 13.945.560 
 Antioquia   Frontino   Murri-Pantanos  $ 116.525.461 $ 11.652.546 
 Antioquia   Frontino   Nusido  $ 37.784.246 $ 3.778.425 
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 Antioquia   Ituango   Jai-Dukama  $ 47.590.844 $ 4.759.084 
 Antioquia   Jardín   Cristiania  $ 216.033.591 $ 21.603.359 
 Antioquia   Murindó   Rio Murindo  $ 132.244.862 $ 13.224.486 
 Antioquia   Murindó   Rio Chajerado  $ 117.390.750 $ 11.739.075 
 Antioquia   Mutatá   Chontadural-Cañero  $ 37.351.602 $ 3.735.160 

 Antioquia   Mutatá  
 Jaikerazavi (Abibe 
Mutata)   $ 143.637.821 $ 14.363.782 

 Antioquia   Mutatá   Coribi-Bedado  $ 17.449.976 $ 1.744.998 
 Antioquia   Necoclí   Caiman Nuevo  $ 111.766.377 $ 11.176.638 
 Antioquia   Necoclí   El Volao  $ 93.739.542 $ 9.373.954 
 Antioquia   Pueblorrico   Bernardo Panchí  $ 18.603.694 $ 1.860.369 
 Antioquia   Segovia   Tagual-La Po  $ 34.323.094 $ 3.432.309 
 Antioquia   Támesis   La Mirla  $ 20.478.485 $ 2.047.849 
 Antioquia   Tarazá   Jaidezave  $ 13.700.395 $ 1.370.040 
 Antioquia   Turbo   Caiman Nuevo  $ 133.831.223 $ 13.383.122 
 Antioquia   Turbo   Dokerazavi   $ 98.065.982 $ 9.806.598 
 Antioquia   Uramita   El Charcón   $ 17.882.620 $ 1.788.262 
 Antioquia   Urrao   Majore-Ambura  $ 53.215.217 $ 5.321.522 
 Antioquia   Urrao   Valle De Perdidas   $ 134.263.867 $ 13.426.387 
 Antioquia   Urrao   Andabu  $ 87.249.881 $ 8.724.988 
 Antioquia   Valparaíso   La Maria  $ 40.091.681 $ 4.009.168 
 Antioquia   Vigía del fuerte   El Salado  $ 23.074.349 $ 2.307.435 
 Antioquia   Vigía del fuerte   Guaguando  $ 16.728.903 $ 1.672.890 

 Antioquia   Vigía del fuerte  
 Los rios Jengadó-
Apartadó   $ 21.055.343 $ 2.105.534 

 Antioquia   Vigía del fuerte   Rio Jarapeto  $ 30.717.727 $ 3.071.773 
 Antioquia   Zaragoza   Pablo Muera  $ 78.020.142 $ 7.802.014 
 Antioquia   Zaragoza   Vegas de Segovia  $ 83.500.300 $ 8.350.030 
 Boyacá   Cubará   Unido U'Wa  $ 352.604.893 $ 35.260.489 

 Boyacá  
 Güicán de la 
sierra   Unido U'Wa  $ 356.642.904 $ 35.664.290 

 Caldas   Belalcázar   Totumal  $ 62.444.956 $ 6.244.496 
 Caldas   Riosucio   Cañamomo-Lomaprieta  $ 1.827.344.211 $ 182.734.421 
 Caldas   Riosucio   La Montaña  $ 1.266.349.106 $ 126.634.911 
 Caldas   Riosucio   San Lorenzo  $ 1.738.219.539 $ 173.821.954 
 Caldas   Riosucio   Escopetera-Pirza  $ 1.123.720.787 $ 112.372.079 
 Caldas   Risaralda   La Albania  $ 19.757.411 $ 1.975.741 
 Caldas   San josé   La Albania  $ 25.093.354 $ 2.509.335 
 Caldas   Supía   Cañamomo-Lomaprieta  $ 1.410.996.430 $ 141.099.643 
 Caquetá   Florencia   Honduras   $ 23.651.208 $ 2.365.121 
 Caquetá   Florencia   San Pablo El Para  $ 11.969.818 $ 1.196.982 

 Caquetá   Florencia  
 Nasa We´sx Kiwe La 
Gaitana   $ 9.662.384 $ 966.238 

 Caquetá   Albania   Los Pijaos  $ 21.055.343 $ 2.105.534 

 Caquetá  
 Belén de los 
andaquíes   La Esperanza  $ 13.700.395 $ 1.370.040 

 Caquetá  
 Belén de los 
andaquíes   La Cerinda  $ 28.698.721 $ 2.869.872 

 Caquetá   La montañita   El Cedrito  $ 9.518.169 $ 951.817 
 Caquetá   Milán   Aguanegra  $ 64.752.391 $ 6.475.239 
 Caquetá   Milán   Hericha   $ 28.121.863 $ 2.812.186 
 Caquetá   Milán   Getucha  $ 13.267.751 $ 1.326.775 
 Caquetá   Milán   Gorgonia  $ 26.391.286 $ 2.639.129 
 Caquetá   Milán   Jacome  $ 27.833.433 $ 2.783.343 
 Caquetá   Milán   La Esperanza  $ 9.518.169 $ 951.817 
 Caquetá   Milán   Maticuru  $ 29.708.224 $ 2.970.822 

 
 
 

 
 

 Caquetá   Milán   San Luis  $ 32.448.303 $ 3.244.830 
 Caquetá   Puerto rico   Siberia   $ 15.430.971 $ 1.543.097 
 Caquetá   Puerto rico   Nasa Kiwe  $ 25.093.354 $ 2.509.335 
 Caquetá   Puerto rico   Zit-Sek Del Quecal  $ 21.343.773 $ 2.134.377 
 Caquetá   Puerto rico   Witac´kwe   $ 5.047.514 $ 504.751 

 Caquetá  
 San josé del 
fragua   Del Portal   $ 24.660.710 $ 2.466.071 

 Caquetá  
 San josé del 
fragua   San Antonio De Fragua  $ 41.245.398 $ 4.124.540 

 Caquetá  
 San josé del 
fragua   San Miguel   $ 43.315.176 $ 4.331.518 

 Caquetá  
 San josé del 
fragua   Las Brisas  $ 20.622.699 $ 2.062.270 

 Caquetá  
 San josé del 
fragua   Yurayaco  $ 34.899.953 $ 3.489.995 

 Caquetá  
 San vicente del 
caguán   Altamira  $ 57.397.443 $ 5.739.744 

 Caquetá  
 San vicente del 
caguán  

 Yaguara Ii-Llanos Del 
Yari  $ 66.194.538 $ 6.619.454 

 Caquetá  
 San vicente del 
caguán   Banderas del recaibo  $ 17.161.547 $ 1.716.155 

 Caquetá  
 San vicente del 
caguán   La Libertad   $ 19.613.196 $ 1.961.320 

 Caquetá   Solano   Andoque De Aduche  $ 49.177.206 $ 4.917.721 
 Caquetá   Solano   El Guayabal  $ 12.402.462 $ 1.240.246 
 Caquetá   Solano   Aguas Negras  $ 14.709.897 $ 1.470.990 

 Caquetá   Solano  
 AMENANAE ( Charco 
del Niño Dios)   $ 14.565.683 $ 1.456.568 

 Caquetá   Solano   Coropoya  $ 16.440.474 $ 1.644.047 
 Caquetá   Solano   Cuerazo  $ 13.844.609 $ 1.384.461 
 Caquetá   Solano   El Diamante   $ 62.733.386 $ 6.273.339 
 Caquetá   Solano   El Quince  $ 24.516.496 $ 2.451.650 
 Caquetá   Solano   El Triunfo  $ 17.449.976 $ 1.744.998 
 Caquetá   Solano   Jerico-Consaya  $ 40.235.896 $ 4.023.590 

 Caquetá   Solano  
 Huitoto del Paraje 
Monochoa    $ 49.177.206 $ 4.917.721 

 Caquetá   Solano   Niñeras  $ 22.930.134 $ 2.293.013 
 Caquetá   Solano   Peñas Rojas  $ 15.286.756 $ 1.528.676 
 Caquetá   Solano   Puerto Naranjo  $ 19.613.196 $ 1.961.320 

 Caquetá   Solano  
 Puerto Zabalo-Los 
Monos   $ 157.482.431 $ 15.748.243 

 Caquetá   Solano   San Miguel  $ 6.922.305 $ 692.231 
 Caquetá   Solano   Witora O Huitora  $ 32.159.874 $ 3.215.987 
 Caquetá   Solano   Porvenir-Kananguchal  $ 13.556.180 $ 1.355.618 
 Caquetá   Solano   La Teofila  $ 11.104.530 $ 1.110.453 
 Caquetá   Solano   Paez De El Libano  $ 13.700.395 $ 1.370.040 
 Caquetá   Solita   Cusumbe-Agua Blanca  $ 13.556.180 $ 1.355.618 
 Cauca   Popayán   Paez De Quintana  $ 255.836.842 $ 25.583.684 
 Cauca   Popayán   Poblazon  $ 125.466.772 $ 12.546.677 
 Cauca   Popayán   Pueblo Kokonuco  $ 22.497.490 $ 2.249.749 
 Cauca   Almaguer   Caquiona  $ 699.441.198 $ 69.944.120 
 Cauca   Bolívar   San Juan   $ 341.211.933 $ 34.121.193 
 Cauca   Buenos aires   La Paila-Naya  $ 154.598.137 $ 15.459.814 
 Cauca   Buenos aires   Las Delicias  $ 273.863.677 $ 27.386.368 
 Cauca   Buenos aires   Pueblo Nuevo Ceral   $ 99.796.559 $ 9.979.656 
 Cauca   Cajibío   Pat Yu  $ 92.153.181 $ 9.215.318 
 Cauca   Cajibío   Cxayuce Fiw  $ 34.611.523 $ 3.461.152 
 Cauca   Caldono   La Aguada-San Antonio  $ 254.106.266 $ 25.410.627 

 
 
 

 
 

 Cauca   Caldono   Laguna Siberia  $ 534.459.604 $ 53.445.960 
 Cauca   Caldono   Pioya  $ 387.072.201 $ 38.707.220 
 Cauca   Caldono   Pueblo Nuevo  $ 640.024.750 $ 64.002.475 

 Cauca   Caldono  
 San Lorenzo De 
Caldono   $ 1.325.332.910 $ 132.533.291 

 Cauca   Caldono   Las Mercedes   $ 112.199.021 $ 11.219.902 
 Cauca   Caloto   Paez de corinto   $ 72.395.769 $ 7.239.577 
 Cauca   Caloto   Huellas  $ 928.309.896 $ 92.830.990 
 Cauca   Caloto   Paez De Toez  $ 113.496.953 $ 11.349.695 
 Cauca   Corinto   Paez de corinto   $ 1.427.581.118 $ 142.758.112 
 Cauca   El tambo   Alto Del Rey  $ 443.892.785 $ 44.389.279 
 Cauca   El tambo   Guarapamba  $ 63.021.815 $ 6.302.182 

 Cauca   Guapí  
 Nueva Bellavista y 
Partidero   $ 19.036.338 $ 1.903.634 

 Cauca   Inzá  
 San Andres De 
Pisimbala  $ 456.295.248 $ 45.629.525 

 Cauca   Inzá  
 Santa Rosa de 
Capicisco  $ 236.944.719 $ 23.694.472 

 Cauca   Inzá   Tumbichucue  $ 115.660.173 $ 11.566.017 
 Cauca   Inzá   Yaquiva  $ 500.569.154 $ 50.056.915 
 Cauca   Inzá   La Gaitana  $ 254.394.696 $ 25.439.470 
 Cauca   Inzá   Calderas  $ 169.740.678 $ 16.974.068 
 Cauca   Jambaló   Jambalo  $ 2.406.943.010 $ 240.694.301 
 Cauca   La sierra   El Oso  $ 57.685.872 $ 5.768.587 
 Cauca   La sierra   El moral   $ 101.094.491 $ 10.109.449 
 Cauca   La vega   Guachicono  $ 860.673.211 $ 86.067.321 
 Cauca   La vega   Pancitara  $ 731.168.428 $ 73.116.843 
 Cauca   López de micay   La Iguana   $ 53.936.290 $ 5.393.629 
 Cauca   López de micay   Isla Del Mono  $ 11.104.530 $ 1.110.453 
 Cauca   López de micay   Playita San Francisco   $ 63.166.030 $ 6.316.603 
 Cauca   López de micay   Playa Bendita    $ 19.901.626 $ 1.990.163 
 Cauca   Miranda   LA CILIA o LA CALERA   $ 564.600.472 $ 56.460.047 
 Cauca   Morales   Agua Negra  $ 178.393.559 $ 17.839.356 
 Cauca   Morales   Chimborazo   $ 250.789.329 $ 25.078.933 
 Cauca   Morales   Honduras  $ 901.053.321 $ 90.105.332 
 Cauca   Morales   La Bonanza   $ 149.983.267 $ 14.998.327 
 Cauca   Morales   Musse Ukwe  $ 72.107.340 $ 7.210.734 
 Cauca   Morales   San antonio  $ 95.758.548 $ 9.575.855 
 Cauca   Páez   Avirama  $ 756.838.641 $ 75.683.864 
 Cauca   Páez   Belalcazar  $ 268.095.090 $ 26.809.509 
 Cauca   Páez   Chinas  $ 76.289.566 $ 7.628.957 
 Cauca   Páez   Huila  $ 584.646.313 $ 58.464.631 
 Cauca   Páez   Lame  $ 120.130.828 $ 12.013.083 
 Cauca   Páez   Mosoco  $ 249.924.041 $ 24.992.404 
 Cauca   Páez   San Jose  $ 83.788.729 $ 8.378.873 
 Cauca   Páez   Suin  $ 33.746.235 $ 3.374.624 
 Cauca   Páez   Talaga  $ 602.096.289 $ 60.209.629 
 Cauca   Páez   Toez  $ 64.608.177 $ 6.460.818 
 Cauca   Páez   Togoima  $ 338.904.498 $ 33.890.450 
 Cauca   Páez   Vitonco  $ 670.886.692 $ 67.088.669 
 Cauca   Páez   Ricaurte  $ 309.340.489 $ 30.934.049 
 Cauca   Páez   Cohetando  $ 521.047.639 $ 52.104.764 
 Cauca   Páez   Pic-Kwe-Tha-Fiw  $ 43.985.477 $ 4.398.548 
 Cauca   Páez   Cxhab Wala Luucx   $ 55.378.437 $ 5.537.844 
 Cauca   Piamonte   Guayuyaco  $ 97.633.338 $ 9.763.334 
 Cauca   Piamonte   La Leona  $ 12.258.248 $ 1.225.825 

 
 
 

 
 

 Cauca   Piamonte   Las Brisas  $ 4.903.299 $ 490.330 
 Cauca   Piamonte   San Rafael  $ 14.421.468 $ 1.442.147 
 Cauca   Piamonte   La Floresta-Laespañola  $ 18.459.479 $ 1.845.948 
 Cauca   Piamonte   Inga De Wasipanga  $ 21.920.631 $ 2.192.063 
 Cauca   Piendamó   Laguna Siberia  $ 151.281.199 $ 15.128.120 
 Cauca   Piendamó    La Maria  $ 329.242.115 $ 32.924.212 
 Cauca   Piendamó    San antonio  $ 32.448.303 $ 3.244.830 
 Cauca   Piendamó   Piscitau  $ 88.403.599 $ 8.840.360 
 Cauca   Puracé   Coconuco  $ 548.304.214 $ 54.830.421 
 Cauca   Puracé   Paletara  $ 372.506.519 $ 37.250.652 
 Cauca   Puracé   Purace  $ 476.773.732 $ 47.677.373 
 Cauca   Puracé   Juan Tama   $ 111.477.948 $ 11.147.795 
 Cauca   San sebastián   San Sebastian  $ 581.185.161 $ 58.118.516 
 Cauca   San sebastián   Papallaqta  $ 37.784.246 $ 3.778.425 

 Cauca  
 Santander de 
quilichao   Las Delicias  $ 53.503.646 $ 5.350.365 

 Cauca  
 Santander de 
quilichao   Canoas  $ 833.416.636 $ 83.341.664 

 Cauca  
 Santander de 
quilichao   Guadualito  $ 283.381.846 $ 28.338.185 

 Cauca  
 Santander de 
quilichao   La Concepcion  $ 252.375.690 $ 25.237.569 

 Cauca  
 Santander de 
quilichao   Tigres Y Munchique  $ 580.175.658 $ 58.017.566 

 Cauca  
 Santander de 
quilichao  

 Nasa Kiwe Tekh 
Ksxaw88  $ 91.576.322 $ 9.157.632 

 Cauca   Santa rosa   El Descanse  $ 29.708.224 $ 2.970.822 
 Cauca   Santa rosa   Yunguillo  $ 65.761.894 $ 6.576.189 
 Cauca   Santa rosa   Santa Marta  $ 27.689.219 $ 2.768.922 
 Cauca   Santa rosa   Mandiyaco  $ 25.381.784 $ 2.538.178 
 Cauca   Silvia   Ambalo  $ 463.650.196 $ 46.365.020 
 Cauca   Silvia   Guambia  $ 1.771.244.701 $ 177.124.470 
 Cauca   Silvia   Pitayo  $ 760.876.652 $ 76.087.665 
 Cauca   Silvia   Quichaya  $ 390.677.568 $ 39.067.757 
 Cauca   Silvia   Quizgo  $ 569.215.342 $ 56.921.534 
 Cauca   Silvia   Tumburao  $ 85.663.520 $ 8.566.352 
 Cauca   Sotara   Paletara  $ 49.177.206 $ 4.917.721 
 Cauca   Sotara   Rio Blanco  $ 763.039.872 $ 76.303.987 
 Cauca   Sotara   El peñon  $ 34.467.309 $ 3.446.731 

 Cauca   Timbiquí  
 Calle Santa Rosa - Rio 
Saija  $ 85.375.091 $ 8.537.509 

 Cauca   Timbiquí   Rio Guangui  $ 205.650.134 $ 20.565.013 
 Cauca   Timbiquí   Infi  $ 126.908.918 $ 12.690.892 

 Cauca   Timbiquí  
 Almorzadero, San Isidro, 
Y La Nueva Union  $ 63.598.674 $ 6.359.867 

 Cauca   Toribío   San Francisco  $ 1.000.705.665 $ 100.070.567 
 Cauca   Toribío   Tacueyo  $ 1.921.660.612 $ 192.166.061 
 Cauca   Toribío   Toribio  $ 1.027.962.239 $ 102.796.224 
 Cauca   Timbío   Nasa de Kitet Kiwe   $ 52.638.358 $ 5.263.836 
 Cauca   Totoró   Jebala  $ 193.391.886 $ 19.339.189 
 Cauca   Totoró   Novirao   $ 182.575.785 $ 18.257.579 
 Cauca   Totoró   Paniquita  $ 159.789.866 $ 15.978.987 
 Cauca   Totoró   Polindara  $ 302.129.755 $ 30.212.976 
 Cauca   Totoró   Totoro  $ 836.156.715 $ 83.615.672 
 Cesar   Valledupar   Arhuaco De La Sierra  $ 1.885.606.942 $ 188.560.694 
 Cesar   Valledupar   Kogui-Malayo-Arhuaco  $ 1.208.951.663 $ 120.895.166 
 Cesar   Valledupar   Kankuamo  $ 1.162.226.107 $ 116.222.611 
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 Cesar   Agustín codazzi   Iroka  $ 420.818.436 $ 42.081.844 

 Cesar   Agustín codazzi  
 Menkue-Misaya Y La 
Pista  $ 105.420.931 $ 10.542.093 

 Cesar   Becerril   Campoalegre   $ 32.736.732 $ 3.273.673 
 Cesar   Becerril   Socorpa  $ 222.955.895 $ 22.295.590 
 Cesar   Pueblo bello   Businchama  $ 71.818.911 $ 7.181.891 
 Cesar   Pueblo bello   Arhuaco De La Sierra   $ 1.631.356.461 $ 163.135.646 
 Cesar   La paz   Caño Padilla  $ 21.920.631 $ 2.192.063 

 Cesar   La paz  
 El Rosario-Bellavista-
Yucatan  $ 24.083.852 $ 2.408.385 

 Cesar   La paz  
 Yukpa de la Laguna, El 
Coso, Cinco Caminos  $ 40.380.110 $ 4.038.011 

 Córdoba   Montelíbano   Zenú del Alto San Jorge  $ 62.444.956 $ 6.244.496 

 Córdoba  
 Puerto 
libertador  

 Quebrada Cañaveral-R 
San Jorge  $ 92.730.039 $ 9.273.004 

 Córdoba  
 Puerto 
libertador   Zenú del Alto San Jorge  $ 152.002.273 $ 15.200.227 

 Córdoba  
 San andrés de 
sotavento  

 San Andres De 
Sotavento   $ 3.951.626.448 $ 395.162.645 

 Córdoba   Tierralta  
 Embera Katio del Alto 
Sinú   $ 523.787.718 $ 52.378.772 

 Córdoba   Tuchín  
 San Andres De 
Sotavento   $ 4.133.769.589 $ 413.376.959 

 
Cundinamarca   Chía  

 Fonquetá y Cerca de 
Piedra  $ 138.734.522 $ 13.873.452 

 Chocó   Quibdó   Alto Rio Buey  $ 22.930.134 $ 2.293.013 
 Chocó   Quibdó   Alto Rio Tagachi  $ 27.545.004 $ 2.754.500 

 Chocó   Quibdó  
 Bete-Auro Bete,Auro Del 
Buey  $ 42.110.687 $ 4.211.069 

 Chocó   Quibdó   Caimanero De Jampapa  $ 26.968.145 $ 2.696.815 

 Chocó   Quibdó  
 El Veinte Playa Alta Y El 
Noventa  $ 52.205.714 $ 5.220.571 

 Chocó   Quibdó   El Veintiuno  $ 20.766.914 $ 2.076.691 
 Chocó   Quibdó   Motordo  $ 19.613.196 $ 1.961.320 
 Chocó   Quibdó   Rio Bebarama  $ 25.670.213 $ 2.567.021 

 Chocó   Quibdó  
 Rio Icho Quebrada 
Baratudo  $ 23.074.349 $ 2.307.435 

 Chocó   Quibdó   Rio Munguido  $ 19.324.767 $ 1.932.477 
 Chocó   Quibdó   Rio Negua  $ 32.159.874 $ 3.215.987 
 Chocó   Quibdó   Guarando Carrizal  $ 14.133.039 $ 1.413.304 
 Chocó   Quibdó   Mungarado  $ 19.901.626 $ 1.990.163 
 Chocó   Quibdó   Paso Río Salado   $ 23.651.208 $ 2.365.121 
 Chocó   Acandí   Chidima Tolo  $ 14.854.112 $ 1.485.411 
 Chocó   Acandí   Pescadito   $ 8.076.022 $ 807.602 
 Chocó   Alto baudó   Agua Clara-Bellaluz  $ 95.325.904 $ 9.532.590 

 Chocó   Alto baudó  
 Dominico-Londoño-
Partado  $ 94.604.830 $ 9.460.483 

 Chocó   Alto baudó   Puerto Alegre-La Divisa  $ 190.796.022 $ 19.079.602 

 Chocó   Alto baudó  
 Rios Catru - Dubasa y 
Ancoso     $ 903.216.541 $ 90.321.654 

 Chocó   Alto baudó  
 Rios Jurubida-Chori-Alto 
Baudo  $ 333.135.911 $ 33.313.591 

 Chocó   Alto baudó   Puerto Libia Tripicay  $ 93.595.327 $ 9.359.533 
 Chocó   Alto baudó   Dearade - Biakirude  $ 45.283.410 $ 4.528.341 
 Chocó   Bagadó   Tahami Del Andagueda  $ 711.699.446 $ 71.169.945 

 Chocó   Bahía solano  
 Valle Boroboro-Pozo 
Manza-Brazo  $ 106.863.078 $ 10.686.308 

 Chocó   Bahía solano   Villanueva Juna  $ 16.873.118 $ 1.687.312 
 Chocó   Bajo baudó   Bellavista-Union Pitalito  $ 230.455.059 $ 23.045.506 

 
 
 

 
 

 Chocó   Bajo baudó  
 La Juagua-Guachal-
Pitalito  $ 20.045.841 $ 2.004.584 

 Chocó   Bajo baudó   Ordo-Sivaru-Aguaclara  $ 41.533.828 $ 4.153.383 

 Chocó   Bajo baudó  
 Rio Pavasa y la 
Quebrada Jella   $ 57.830.087 $ 5.783.009 

 Chocó   Bajo baudó   Rio Orpua   $ 68.069.329 $ 6.806.933 
 Chocó   Bajo baudó   Rio Purricha  $ 207.957.569 $ 20.795.757 
 Chocó   Bajo baudó   Santa Rosa De Ijua  $ 9.518.169 $ 951.817 
 Chocó   Bajo baudó   El Piñal  $ 12.690.892 $ 1.269.089 
 Chocó   Bajo baudó   Bajo Grande  $ 73.837.916 $ 7.383.792 

 Chocó   Bajo baudó  
 Do Imama Tuma Y Bella 
Luz  $ 19.613.196 $ 1.961.320 

 Chocó   Bajo baudó   Puerto Chichiliano   $ 19.901.626 $ 1.990.163 
 Chocó   Bojayá   Alto Rio Bojaya  $ 118.256.038 $ 11.825.604 
 Chocó   Bojayá   Alto Rio Cuia  $ 107.584.151 $ 10.758.415 
 Chocó   Bojayá   Buchado-Amparrado  $ 23.074.349 $ 2.307.435 
 Chocó   Bojayá   Napipi  $ 43.264.404 $ 4.326.440 
 Chocó   Bojayá   Opogado-Doguadó   $ 92.585.825 $ 9.258.583 
 Chocó   Bojayá   Rio Uva Y Pogue  $ 149.117.979 $ 14.911.798 

 Chocó   Bojayá  
 Tungina-Apartado-
Zuñiga  $ 41.678.043 $ 4.167.804 

 Chocó   Bojayá   Pichicora  $ 107.151.507 $ 10.715.151 
 Chocó   Bojayá   Puerto Antioquia  $ 16.296.259 $ 1.629.626 
 Chocó   Bojayá   Gegenadó   $ 9.806.598 $ 980.660 

 Chocó  
 Carmen del 
darién   Jagual Rio Chintado  $ 53.936.290 $ 5.393.629 

 Chocó  
 Carmen del 
darién   Rio Domingodo  $ 42.975.975 $ 4.297.598 

 Chocó  
 Carmen del 
darién   Urada Jiguamiandó  $ 74.558.990 $ 7.455.899 

 Chocó  
 Carmen del 
darién   Mamey De Diburdu   $ 9.806.598 $ 980.660 

 Chocó   Cértegui   Pared Y Parecito  $ 43.120.189 $ 4.312.019 
 Chocó   Condoto   Alto Bonito Vira Vira  $ 40.091.681 $ 4.009.168 

 Chocó  
 El carmen de 
atrato  

 El Doce-Quebrada 
Borbollon  $ 49.609.850 $ 4.960.985 

 Chocó  
 El carmen de 
atrato   Rio La Playa-Choco  $ 48.023.488 $ 4.802.349 

 Chocó  
 El carmen de 
atrato   Sabaleta   $ 89.557.316 $ 8.955.732 

 Chocó  
 El carmen de 
atrato   La Puria  $ 96.479.621 $ 9.647.962 

 Chocó  
 El carmen de 
atrato   Abejero  $ 12.979.321 $ 1.297.932 

 Chocó  
 El carmen de 
atrato   La Cristalina  $ 64.752.391 $ 6.475.239 

 Chocó  
 El carmen de 
atrato   El Fiera   $ 72.395.769 $ 7.239.577 

 Chocó  
 El carmen de 
atrato   El Dieciocho  $ 24.083.852 $ 2.408.385 

 Chocó  
 El litoral del san 
juan   Buenavista  $ 18.171.050 $ 1.817.105 

 Chocó  
 El litoral del san 
juan   Chagpien-Tordo  $ 100.517.632 $ 10.051.763 

 Chocó  
 El litoral del san 
juan   Docordo-Balsalito  $ 62.877.601 $ 6.287.760 

 Chocó  
 El litoral del san 
juan   Rio Pichima  $ 81.625.509 $ 8.162.551 

 Chocó  
 El litoral del san 
juan   Rio Taparal  $ 130.802.715 $ 13.080.272 

 
 
 

 
 

 Chocó  
 El litoral del san 
juan   Santa Maria De Pangala  $ 140.465.098 $ 14.046.510 

 Chocó  
 El litoral del san 
juan   Tiosilidio  $ 43.841.263 $ 4.384.126 

 Chocó  
 El litoral del san 
juan   Togoroma  $ 51.773.070 $ 5.177.307 

 Chocó  
 El litoral del san 
juan   Nuevo Pitalito  $ 16.728.903 $ 1.672.890 

 Chocó  
 El litoral del san 
juan   Papayo  $ 228.003.409 $ 22.800.341 

 Chocó   Istmina  
 Puado, Matare, La 
Lerma, Terdo  $ 44.706.551 $ 4.470.655 

 Chocó   Istmina  
 Union Choco San 
Cristobal  $ 142.628.319 $ 14.262.832 

 Chocó   Juradó   Guayabal De Partado  $ 20.478.485 $ 2.047.849 
 Chocó   Juradó   Jurado-Choco  $ 156.905.572 $ 15.690.557 

 Chocó   Juradó   Santa Marta De Curiche  $ 20.478.485 $ 2.047.849 
 Chocó   Juradó   Nussi Purru  $ 44.850.765 $ 4.485.077 
 Chocó   Lloró   Hurtado-Tegavera  $ 68.501.973 $ 6.850.197 
 Chocó   Lloró   Embera de Lanas   $ 129.937.427 $ 12.993.743 
 Chocó   Lloró   Rio Mumbu  $ 129.937.427 $ 12.993.743 
 Chocó   Lloró   Wanchirado-Choco  $ 47.590.844 $ 4.759.084 
 Chocó   Lloró   Tokolloro  $ 18.892.123 $ 1.889.212 

 Chocó   Lloró  

 
Gegora,Quipara,Murand
o,Tiravenado,Jiguado  $ 101.238.705 $ 10.123.871 

 Chocó   Lloró   Guadualito  $ 8.364.451 $ 836.445 
 Chocó   Medio atrato   Ame  $ 33.457.806 $ 3.345.781 
 Chocó   Medio atrato   Chique-Rio Tangui  $ 22.497.490 $ 2.249.749 
 Chocó   Medio atrato   Rio Bebara  $ 56.820.584 $ 5.682.058 
 Chocó   Medio atrato   Paina  $ 18.026.835 $ 1.802.684 
 Chocó   Medio baudó   Puerto Libre-Rio Pepe  $ 47.735.059 $ 4.773.506 
 Chocó   Medio baudó   Quebrada Quera  $ 35.621.026 $ 3.562.103 
 Chocó   Medio baudó   Rio Torreido-Chimani  $ 130.370.071 $ 13.037.007 

 Chocó   Medio baudó  
 Santa Cecilia-Quebrada 
Oro  $ 43.841.263 $ 4.384.126 

 Chocó   Medio baudó   Trapiche-Rio Pepe  $ 27.977.648 $ 2.797.765 
 Chocó   Medio baudó   Sirena Berrecuy  $ 8.941.310 $ 894.131 

 Chocó   Medio baudó  
 Embera De Chigorodo-
Menba  $ 27.977.648 $ 2.797.765 

 Chocó   Medio baudó   Patio Bonito  $ 17.738.406 $ 1.773.841 

 Chocó   Medio san juan  
 Puado, Matare, La 
Lerma, Terdo  $ 112.343.236 $ 11.234.324 

 Chocó   Nóvita  
 Sabaletera San Onofre 
El Tigre  $ 90.999.463 $ 9.099.946 

 Chocó   Nuquí  
 Rios Jurubida-Chori-Alto 
Baudo  $ 142.195.675 $ 14.219.568 

 Chocó   Nuquí   Rio Nuqui  $ 49.754.065 $ 4.975.407 
 Chocó   Nuquí   Rio Pangui  $ 49.898.279 $ 4.989.828 
 Chocó   Río quito   Rios Pato-Jengado   $ 31.150.371 $ 3.115.037 
 Chocó   Río quito   San Jose Amia de Pato   $ 17.449.976 $ 1.744.998 
 Chocó   Río quito   La Lomita  $ 17.594.191 $ 1.759.419 
 Chocó   Río quito   Miasa de Partado  $ 20.190.055 $ 2.019.006 
 Chocó   Riosucio   Jagual Rio Chintado  $ 121.861.405 $ 12.186.141 

 Chocó   Riosucio  
 Peña Blanca-Rio 
Truando  $ 23.362.778 $ 2.336.278 

 Chocó   Riosucio   Peranchito  $ 25.670.213 $ 2.567.021 

 
 
 

 
 

 Chocó   Riosucio   Perancho  $ 19.613.196 $ 1.961.320 
 Chocó   Riosucio   Rio Domingodo  $ 41.822.257 $ 4.182.226 
 Chocó   Riosucio   Rio La Raya  $ 19.324.767 $ 1.932.477 
 Chocó   Riosucio   Rio Quiparado  $ 30.285.083 $ 3.028.508 
 Chocó   Riosucio   Salaqui-Pavarando  $ 173.490.260 $ 17.349.026 
 Chocó   Riosucio   Yarumal Y El Barranco  $ 27.400.789 $ 2.740.079 

 Chocó  
 San josé del 
palmar   Copeg Del Rio Ingara   $ 77.875.927 $ 7.787.593 

 Chocó   Sipí   Sanandocito  $ 22.641.705 $ 2.264.171 

 Chocó   Tadó  
 Bochoroma-
Bochoromacito  $ 30.429.297 $ 3.042.930 

 Chocó   Tadó   Mondo-Mondocito  $ 66.194.538 $ 6.619.454 
 Chocó   Tadó   Tarena  $ 112.199.021 $ 11.219.902 
 Chocó   Tadó   Peñas Del Olvido  $ 72.828.413 $ 7.282.841 
 Chocó   Tadó   El Silencio   $ 18.026.835 $ 1.802.684 
 Chocó   Unguía   Arquia  $ 65.329.250 $ 6.532.925 
 Chocó   Unguía   Cuti  $ 19.468.982 $ 1.946.898 

 Chocó   Unguía   Tanela, (Dadichi, Citara)  $ 36.486.314 $ 3.648.631 
 Chocó   Unguía   Dogibi  $ 19.468.982 $ 1.946.898 
 Huila   Neiva   Tama-Paez-La Gabriela  $ 44.706.551 $ 4.470.655 
 Huila   Íquira   Huila  $ 292.467.371 $ 29.246.737 

 Huila   La argentina  
 Nuevo Amanecer La 
Meseta  $ 48.311.918 $ 4.831.192 

 Huila   La argentina   Pic ´Kue Ikh  $ 62.589.171 $ 6.258.917 
 Huila   La argentina   Nam Misak  $ 36.053.670 $ 3.605.367 

 Huila   La plata  
 Paez y Guambiano de la 
Gaitana    $ 124.889.913 $ 12.488.991 

 Huila   La plata   La Reforma  $ 29.131.365 $ 2.913.137 
 Huila   La plata   La Estacion-Talaga  $ 58.262.731 $ 5.826.273 
 Huila   La plata   Potrerito   $ 81.481.294 $ 8.148.129 
 Huila   La plata   Nam Misak  $ 9.085.525 $ 908.553 
 Huila   La plata   La Nueva Esperanza   $ 29.419.795 $ 2.941.980 
 Huila   Nátaga   Llano Buco  $ 57.109.013 $ 5.710.901 
 Huila   Palermo   Paez de Bache   $ 16.007.829 $ 1.600.783 
 Huila   Pitalito   Rumiyaco  $ 109.603.157 $ 10.960.316 
 Huila   Rivera   Tamas Del Caguan  $ 17.017.332 $ 1.701.733 

 Huila   San agustín  
 Yanacona de San 
Agustin   $ 66.050.323 $ 6.605.032 

 Huila   Villavieja   Pijao de la Tatacoa   $ 19.757.411 $ 1.975.741 
 La Guajira   Riohacha   Kogui-Malayo-Arhuaco  $ 303.283.472 $ 30.328.347 
 La Guajira   Riohacha   Alta Y Media Guajira  $ 1.817.537.613 $ 181.753.761 
 La Guajira   Riohacha   Las Delicias  $ 456.151.033 $ 45.615.103 
 La Guajira   Riohacha   Monte Harmon  $ 182.575.785 $ 18.257.579 
 La Guajira   Riohacha   Mañature  $ 234.493.070 $ 23.449.307 
 La Guajira   Riohacha   Soldado Parate Bien  $ 140.897.742 $ 14.089.774 
 La Guajira   Riohacha   Una Apuchon  $ 1.239.092.531 $ 123.909.253 
 La Guajira   Riohacha   Perratpu  $ 101.094.491 $ 10.109.449 
 La Guajira   Albania   Cuatro De Noviembre   $ 85.951.949 $ 8.595.195 
 La Guajira   Albania   Alta Y Media Guajira   $ 726.697.773 $ 72.669.777 

 La Guajira   Barrancas  
 El Zahino Guayabito 
Muriaytuy  $ 258.000.063 $ 25.800.006 

 La Guajira   Barrancas   Provincial  $ 173.490.260 $ 17.349.026 
 La Guajira   Barrancas   San Francisco  $ 162.241.515 $ 16.224.152 
 La Guajira   Barrancas   Trupiogacho-La Meseta  $ 180.989.423 $ 18.098.942 
 La Guajira   Barrancas   Cerrodeo  $ 94.172.186 $ 9.417.219 
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 La Guajira   Dibulla   Kogui-Malayo-Arhuaco  $ 1.752.496.792 $ 175.249.679 
 La Guajira   Distracción   Caicemapa  $ 138.301.878 $ 13.830.188 
 La Guajira   Distracción   Potrerito   $ 38.361.105 $ 3.836.111 
 La Guajira   Fonseca   Mayabangloma   $ 226.705.477 $ 22.670.548 
 La Guajira   Hatonuevo   Wayuu De Lomamato    $ 310.926.850 $ 31.092.685 
 La Guajira   Hatonuevo   Cerro De Hatonuevo  $ 234.348.855 $ 23.434.886 

 La Guajira   Hatonuevo   Wayuu Rodelto El Pozo  $ 75.712.707 $ 7.571.271 
 La Guajira   Maicao   Alta Y Media Guajira  $ 6.256.898.109 $ 625.689.811 
 La Guajira   Maicao   Okochi  $ 62.012.312 $ 6.201.231 
 La Guajira   Maicao   Soldado Parate Bien  $ 9.950.813 $ 995.081 

 La Guajira   Maicao  
 Wopumuin Junain 
Maikou  $ 121.861.405 $ 12.186.141 

 La Guajira   Manaure   Alta Y Media Guajira  $ 7.130.262.212 $ 713.026.221 

 La Guajira  
 San juan del 
cesar   Kogui-Malayo-Arhuaco  $ 384.187.908 $ 38.418.791 

 La Guajira   Uribia   Alta Y Media Guajira  $ 20.795.468.435 $ 2.079.546.844 
 Magdalena   Santa marta   Kogui-Malayo-Arhuaco  $ 470.716.716 $ 47.071.672 
 Magdalena   Aracataca   Kogui-Malayo-Arhuaco  $ 227.714.980 $ 22.771.498 
 Magdalena   Ciénaga   Kogui-Malayo-Arhuaco  $ 106.863.078 $ 10.686.308 
 Magdalena   Fundación   Arhuaco De La Sierra  $ 368.901.152 $ 36.890.115 

 Magdalena  
 Sabanas de 
san ángel   Chimila De San Angel  $ 159.501.436 $ 15.950.144 

 Meta   Villavicencio   Maguaré  $ 9.229.740 $ 922.974 
 Meta   Mapiripán   Caño Jabon   $ 53.936.290 $ 5.393.629 
 Meta   Mapiripán   Caño Ovejas   $ 22.497.490 $ 2.249.749 
 Meta   Mapiripán   Charco Caiman  $ 12.979.321 $ 1.297.932 
 Meta   Mapiripán   Macuare  $ 34.755.738 $ 3.475.574 
 Meta   Mesetas   Paez De Villa Lucia  $ 20.766.914 $ 2.076.691 
 Meta   Mesetas   Ondas Del Cafre  $ 24.083.852 $ 2.408.385 
 Meta   Uribe   Los Planes  $ 14.133.039 $ 1.413.304 
 Meta   Uribe   La Julia  $ 11.104.530 $ 1.110.453 

 Meta  
 Puerto 
concordia   La Sal  $ 39.514.822 $ 3.951.482 

 Meta  
 Puerto 
concordia   Naexit Put   $ 31.294.586 $ 3.129.459 

 Meta   Puerto gaitán   Awaliba (Abariba)  $ 194.834.033 $ 19.483.403 
 Meta   Puerto gaitán   Corozal Tapaojo  $ 101.382.920 $ 10.138.292 

 Meta   Puerto gaitán  
 Domo Planas (San 
Rafael)  $ 149.262.194 $ 14.926.219 

 Meta   Puerto gaitán   El Tigre  $ 206.082.778 $ 20.608.278 
 Meta   Puerto gaitán   El Unuma  $ 251.654.617 $ 25.165.462 
 Meta   Puerto gaitán   Ibibi (Iwiwi)  $ 199.737.332 $ 19.973.733 

 Meta   Puerto gaitán  
 Wacoyo 
(Corocito,Yopalito,G.)  $ 138.446.093 $ 13.844.609 

 Meta   Puerto gaitán   Walliani  $ 19.324.767 $ 1.932.477 
 Meta   Puerto gaitán   Vencedor Piriri  $ 112.775.880 $ 11.277.588 
 Meta   Puerto lópez   El Turpial   $ 34.899.953 $ 3.489.995 
 Meta   Puerto lópez   La Victoria (Umapo)  $ 101.671.349 $ 10.167.135 
 Nariño   Pasto   Refugio del Sol   $ 171.038.611 $ 17.103.861 
 Nariño   Aldana   Aldana    $ 666.416.037 $ 66.641.604 
 Nariño   Barbacoas   Guelnambi-Carano  $ 16.007.829 $ 1.600.783 
 Nariño   Barbacoas   Pipalta Palbi Yaguapi  $ 18.747.908 $ 1.874.791 

 Nariño   Barbacoas  
 Tortugaña-Telembi-
Otros  $ 204.207.987 $ 20.420.799 

 
 
 

 
 

 Nariño   Barbacoas  

 
Tronqueria,Pulgrande,Pa
licito  $ 108.449.439 $ 10.844.944 

 Nariño   Barbacoas   Honda Rio Guiza  $ 24.516.496 $ 2.451.650 
 Nariño   Barbacoas   Saunde Gulguay  $ 90.999.463 $ 9.099.946 
 Nariño   Barbacoas   Chimbagal  $ 19.901.626 $ 1.990.163 
 Nariño   Barbacoas   Ñambí Piedra Verde   $ 101.382.920 $ 10.138.292 
 Nariño   Barbacoas   Nunalbi Alto Ulbi  $ 66.338.753 $ 6.633.875 
 Nariño   Córdoba   Cordoba (Males)  $ 1.660.199.397 $ 166.019.940 
 Nariño   Cuaspúd   Carlosama  $ 857.933.132 $ 85.793.313 
 Nariño   Cumbal   Chiles  $ 708.094.079 $ 70.809.408 
 Nariño   Cumbal   Cumbal  $ 2.238.644.479 $ 223.864.448 
 Nariño   Cumbal   Mayasquer  $ 199.881.547 $ 19.988.155 
 Nariño   Cumbal   Panan    $ 857.788.917 $ 85.778.892 
 Nariño   El charco   Integrado Del Charco  $ 132.677.506 $ 13.267.751 

 Nariño   El charco  
 Eperara Siapidaara de 
Maiz Blanco   $ 11.681.389 $ 1.168.139 

 Nariño   El charco  
 Eperara Siapidaara de 
Morrito   $ 8.652.881 $ 865.288 

 Nariño  
 El tablón de 
gómez   Aponte  $ 339.481.357 $ 33.948.136 

 Nariño   Funes   Funes  $ 103.257.711 $ 10.325.771 
 Nariño   Guachucal   Colimba  $ 235.069.929 $ 23.506.993 
 Nariño   Guachucal   Guachucal  $ 539.651.333 $ 53.965.133 
 Nariño   Guachucal   Muellamuez   $ 922.973.952 $ 92.297.395 
 Nariño   Iles   Iles   $ 73.837.916 $ 7.383.792 
 Nariño   Ipiales   Ipiales    $ 2.772.671.439 $ 277.267.144 
 Nariño   Ipiales   San Juan  $ 437.979.983 $ 43.797.998 
 Nariño   Ipiales   Yaramal    $ 382.313.117 $ 38.231.312 

 Nariño   Ipiales  
 Santa Rosa de 
Sucumbios y El Diviso   $ 17.882.620 $ 1.788.262 

 Nariño   Ipiales   Ukumari Kankhe  $ 11.537.174 $ 1.153.717 
 Nariño   Ipiales   Ishu awa   $ 31.150.371 $ 3.115.037 
 Nariño   Ipiales   Rumiyaco  $ 31.150.371 $ 3.115.037 
 Nariño   Ipiales   Nasa uh   $ 20.190.055 $ 2.019.006 
 Nariño   La tola   San Juan Pampon  $ 7.354.949 $ 735.495 
 Nariño   Mallama   Mallama  $ 348.999.526 $ 34.899.953 
 Nariño   Olaya herrera   Rio Sanquianga  $ 58.406.945 $ 5.840.695 
 Nariño   Olaya herrera   Rio Satinga (Bacao)  $ 73.261.057 $ 7.326.106 
 Nariño   Olaya herrera   Sanquianguita  $ 28.554.507 $ 2.855.451 
 Nariño   Potosí   Potosi  $ 351.883.819 $ 35.188.382 
 Nariño   Ricaurte   Awa Del Alto Albi  $ 18.315.264 $ 1.831.526 
 Nariño   Ricaurte   Cuasbil-La Faldada  $ 28.698.721 $ 2.869.872 
 Nariño   Ricaurte   Cuascuabi-Paldubi  $ 45.139.195 $ 4.513.920 
 Nariño   Ricaurte   Cuchilla-Palmar  $ 41.678.043 $ 4.167.804 
 Nariño   Ricaurte   El Sande  $ 205.217.490 $ 20.521.749 

 Nariño   Ricaurte  
 Guadual-Cumbas-
Invina-Arrayan  $ 152.579.132 $ 15.257.913 

 Nariño   Ricaurte   Gualcala  $ 58.839.589 $ 5.883.959 
 Nariño   Ricaurte   Guambi-Yaslambi  $ 31.871.444 $ 3.187.144 

 Nariño   Ricaurte  
 Nulpe Medio-Alto Rio 
San Juan  $ 443.460.141 $ 44.346.014 

 Nariño   Ricaurte   Pialapi Pueblo Viejo  $ 266.797.158 $ 26.679.716 
 Nariño   Ricaurte   Pingullos-Sardinero  $ 62.733.386 $ 6.273.339 

 Nariño   Ricaurte  
 Ramos-Mongon-
Manchuria  $ 52.494.144 $ 5.249.414 

 
 
 

 
 

 Nariño   Ricaurte  

 Chagüi, Chimbuza, 
Vegas, San Antonio, 
Otros  $ 189.642.304 $ 18.964.230 

 Nariño   Ricaurte  
 Cuaiquer Integrado La 
Milagrosa  $ 338.183.425 $ 33.818.343 

 Nariño   Ricaurte   Palmar Imbi  $ 85.519.305 $ 8.551.931 
 Nariño   Ricaurte   Alto Cartagena  $ 58.118.516 $ 5.811.852 
 Nariño   Samaniego   Planadas De Telembi  $ 54.513.149 $ 5.451.315 

 Nariño   Santa bárbara  
 Eperara- Siapidaara de 
Quebrada grande    $ 11.537.174 $ 1.153.717 

 Nariño   Santacruz   Guachavez   $ 1.378.692.341 $ 137.869.234 

 Nariño  
 San andrés de 
tumaco   El Gran Sabalo  $ 357.796.621 $ 35.779.662 

 Nariño  
 San andrés de 
tumaco  

 Gran Rosario -Calvi-Las 
Peñas-Otros  $ 207.957.569 $ 20.795.757 

 Nariño  
 San andrés de 
tumaco   La Turbia  $ 144.070.465 $ 14.407.047 

 Nariño  
 San andrés de 
tumaco  

 Piedra Sellada-
Q.Tronqueria  $ 18.315.264 $ 1.831.526 

 Nariño  
 San andrés de 
tumaco   San Agustin-La Floresta  $ 7.643.378 $ 764.338 

 Nariño  
 San andrés de 
tumaco   Piguambi Palangala  $ 65.185.035 $ 6.518.504 

 Nariño  
 San andrés de 
tumaco   Pulgande Campoalegre  $ 38.216.890 $ 3.821.689 

 Nariño  
 San andrés de 
tumaco  

 El Cedro, Las Peñas, La 
Brava, Pilvi  $ 91.432.107 $ 9.143.211 

 Nariño  
 San andrés de 
tumaco   Chinquirito Mira  $ 27.400.789 $ 2.740.079 

 Nariño  
 San andrés de 
tumaco   Inda Zabaleta   $ 190.651.807 $ 19.065.181 

 Nariño  
 San andrés de 
tumaco   Kejuambi Feliciana  $ 43.264.404 $ 4.326.440 

 Nariño  
 San andrés de 
tumaco   Peña la Alegría   $ 33.169.376 $ 3.316.938 

 Nariño  
 San andrés de 
tumaco   Santa Rosita    $ 79.462.289 $ 7.946.229 

 Nariño  
 San andrés de 
tumaco   Inda Guacaray   $ 224.253.827 $ 22.425.383 

 Nariño   Túquerres   Tuquerres  $ 199.160.473 $ 19.916.047 
 Nariño   Túquerres   Yascual  $ 324.771.459 $ 32.477.146 
 Norte de 
Santander   Chitagá   Unido U'Wa  $ 57.974.301 $ 5.797.430 
 Norte de 
Santander   Convención   Gabarra  $ 16.873.118 $ 1.687.312 
 Norte de 
Santander   Convención   Motilon-Bari  $ 93.739.542 $ 9.373.954 
 Norte de 
Santander   El carmen   Motilon-Bari  $ 211.562.936 $ 21.156.294 
 Norte de 
Santander   Teorama   Gabarra  $ 40.091.681 $ 4.009.168 
 Norte de 
Santander   Teorama   Motilon-Bari  $ 144.070.465 $ 14.407.047 
 Norte de 
Santander   Tibú   Gabarra  $ 27.545.004 $ 2.754.500 
 Norte de 
Santander   Toledo   Unido U'Wa  $ 85.951.949 $ 8.595.195 
 Norte de 
Santander   Toledo   Kuitua   $ 9.373.954 $ 937.395 
 Quindio   Calarcá   Dachi Agore Drua   $ 34.034.664 $ 3.403.466 

 
 
 

 
 

 Risaralda  
 Belén de 
umbría   Flor del Monte   $ 29.275.580 $ 2.927.558 

 Risaralda   Marsella  
 Embera Chami de 
Altomira   $ 25.237.569 $ 2.523.757 

 Risaralda   Marsella  
 Embera Chami de 
Suratena   $ 96.335.406 $ 9.633.541 

 Risaralda   Mistrató  
 Unificado Chami Rio 
San Juan  $ 669.877.189 $ 66.987.719 

 Risaralda   Mistrató  

 Embera Chami La Loma 
de Citabara, Palestina, 
Atarraya y La Albania   $ 87.970.955 $ 8.797.096 

 Risaralda   Pueblo rico  
 Unificado Chami Rio 
San Juan  $ 583.492.596 $ 58.349.260 

 Risaralda   Pueblo rico   Gito Docabu  $ 210.120.789 $ 21.012.079 
 Santander   Cerrito   Unido U'Wa  $ 83.067.656 $ 8.306.766 
 Santander   Concepción   Unido U'Wa  $ 59.272.234 $ 5.927.223 

 Sucre   Sincelejo  
 San Andres De 
Sotavento  $ 249.924.041 $ 24.992.404 

 Sucre   Palmito  
 San Andres De 
Sotavento  $ 1.139.007.543 $ 113.900.754 

 Sucre   Sampués  
 San Andres De 
Sotavento  $ 1.385.182.002 $ 138.518.200 

 Tolima   Ataco   Beltrán  $ 40.668.540 $ 4.066.854 
 Tolima   Ataco   Guadualito   $ 19.468.982 $ 1.946.898 
 Tolima   Coyaima   Chenche Amayarco    $ 174.788.192 $ 17.478.819 

 Tolima   Coyaima  
 Chenche Buenos Aires 
Tradicional  $ 85.375.091 $ 8.537.509 

 Tolima   Coyaima  
 Chenche-Socorro-Los 
Guayabos  $ 68.357.758 $ 6.835.776 

 Tolima   Coyaima   El Tambo  $ 43.120.189 $ 4.312.019 
 Tolima   Coyaima   La Tutira  $ 21.055.343 $ 2.105.534 
 Tolima   Coyaima   Las Palmas  $ 26.823.930 $ 2.682.393 
 Tolima   Coyaima   Nueva Esperanza  $ 28.842.936 $ 2.884.294 
 Tolima   Coyaima   Potrerito-Doyare  $ 100.373.417 $ 10.037.342 
 Tolima   Coyaima   San Miguel  $ 43.841.263 $ 4.384.126 
 Tolima   Coyaima   Santa Marta Palmar    $ 67.636.685 $ 6.763.669 
 Tolima   Coyaima   Santa Marta-Diamante  $ 54.368.934 $ 5.436.893 

 Tolima   Coyaima  
 Totarco Dinde 
Tradicional  $ 59.416.448 $ 5.941.645 

 Tolima   Coyaima  
 Totarco Dinde-
Independiente  $ 90.278.390 $ 9.027.839 

 Tolima   Coyaima   Totarco Niple  $ 24.228.066 $ 2.422.807 
 Tolima   Coyaima   Totarco Piedras  $ 70.088.335 $ 7.008.834 
 Tolima   Coyaima   Totarco Tamarindo  $ 47.302.415 $ 4.730.242 
 Tolima   Coyaima   Tres Esquinas  $ 28.410.292 $ 2.841.029 

 Tolima   Coyaima  
 Chenche Buenos Aires 
Independiente  $ 38.505.320 $ 3.850.532 

 Tolima   Coyaima   Hilarquito  $ 17.882.620 $ 1.788.262 
 Tolima   Coyaima   Potrerito  $ 40.380.110 $ 4.038.011 
 Tolima   Coyaima   Santa Marta Inspeccion  $ 57.253.228 $ 5.725.323 
 Tolima   Coyaima   Chenche Media Luna  $ 39.226.393 $ 3.922.639 
 Tolima   Coyaima   Castilla - Angosturas  $ 39.370.608 $ 3.937.061 
 Tolima   Coyaima   Lomas De Hilarco  $ 122.870.907 $ 12.287.091 
 Tolima   Coyaima   Zaragoza Tamarindo  $ 42.975.975 $ 4.297.598 
 Tolima   Coyaima   Chenche Balsillas   $ 164.837.379 $ 16.483.738 
 Tolima   Coyaima   Floral Tradicional  $ 40.668.540 $ 4.066.854 
 Tolima   Coyaima   Zanja Honda    $ 59.704.878 $ 5.970.488 
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 Tolima   Coyaima   Guadualito   $ 26.968.145 $ 2.696.815 
 Tolima   Coyaima   Lomas de Guaguarco   $ 67.780.900 $ 6.778.090 
 Tolima   Coyaima   Chenche Buenavista  $ 16.152.044 $ 1.615.204 
 Tolima   Coyaima   Meche San Cayetano  $ 39.370.608 $ 3.937.061 
 Tolima   Coyaima   Mesas de San Juan  $ 32.015.659 $ 3.201.566 
 Tolima   Natagaima   Anacarco  $ 22.641.705 $ 2.264.171 
 Tolima   Natagaima   Bateas  $ 29.131.365 $ 2.913.137 
 Tolima   Natagaima   Palma Alta  $ 54.224.720 $ 5.422.472 
 Tolima   Natagaima   Pocharco  $ 36.197.885 $ 3.619.789 
 Tolima   Natagaima   San Miguel  $ 39.226.393 $ 3.922.639 
 Tolima   Natagaima   Tamirco  $ 30.285.083 $ 3.028.508 
 Tolima   Natagaima   Tinajas  $ 42.831.760 $ 4.283.176 
 Tolima   Natagaima   Guasimal  $ 56.676.369 $ 5.667.637 
 Tolima   Natagaima   Los Angeles  $ 53.647.861 $ 5.364.786 
 Tolima   Natagaima   Rincon De Anchique  $ 60.425.951 $ 6.042.595 
 Tolima   Natagaima   Pacande  $ 54.513.149 $ 5.451.315 
 Tolima   Natagaima   Yaco Molana  $ 59.560.663 $ 5.956.066 
 Tolima   Natagaima   Chaquira  $ 19.180.552 $ 1.918.055 
 Tolima   Natagaima   Pueblo Nuevo  $ 35.332.597 $ 3.533.260 
 Tolima   Natagaima   Diamante  $ 35.621.026 $ 3.562.103 
 Tolima   Natagaima   Rincon Bodega  $ 32.304.088 $ 3.230.409 
 Tolima   Natagaima   Barzaloza  $ 42.687.545 $ 4.268.755 
 Tolima   Natagaima   Imba  $ 21.776.417 $ 2.177.642 
 Tolima   Natagaima   Olirco  $ 59.560.663 $ 5.956.066 
 Tolima   Natagaima   Mercadillo  $ 37.207.387 $ 3.720.739 
 Tolima   Natagaima   Quebraditas  $ 51.196.211 $ 5.119.621 
 Tolima   Natagaima   Cocana  $ 69.655.690 $ 6.965.569 
 Tolima   Natagaima   Natacoy Pijao  $ 21.487.987 $ 2.148.799 
 Tolima   Natagaima   Rincón Velú   $ 38.505.320 $ 3.850.532 
 Tolima   Natagaima   Velú Centro  $ 67.204.041 $ 6.720.404 
 Tolima   Natagaima   Gualeras  $ 26.391.286 $ 2.639.129 
 Tolima   Natagaima   Nataroco  $ 33.746.235 $ 3.374.624 
 Tolima   Ortega   Aico    $ 40.812.754 $ 4.081.275 
 Tolima   Ortega   Guaipa Centro  $ 47.879.274 $ 4.787.927 
 Tolima   Ortega   Guatavita Tua   $ 144.503.109 $ 14.450.311 
 Tolima   Ortega   La Sortija  $ 28.698.721 $ 2.869.872 
 Tolima   Ortega   Nicolas Ramirez  $ 70.809.408 $ 7.080.941 
 Tolima   Ortega   Paso Ancho  $ 83.644.514 $ 8.364.451 
 Tolima   Ortega   Recinto Palmarosa  $ 40.380.110 $ 4.038.011 
 Tolima   Ortega   Vuelta Del Rio  $ 54.224.720 $ 5.422.472 
 Tolima   Ortega   Pocara  $ 26.391.286 $ 2.639.129 
 Tolima   Ortega   San Diego  $ 47.013.986 $ 4.701.399 
 Tolima   Ortega   El Vergel  $ 35.044.167 $ 3.504.417 
 Tolima   Ortega   Mesa De Ortega  $ 45.716.054 $ 4.571.605 
 Tolima   Ortega   Guaipa  $ 25.525.998 $ 2.552.600 
 Tolima   Ortega   La Flecha Altozano  $ 49.032.991 $ 4.903.299 
 Tolima   Ortega   Palermo  $ 73.405.272 $ 7.340.527 
 Tolima   Ortega   Bocas De Tetuan  $ 33.169.376 $ 3.316.938 
 Tolima   Ortega   Balsillas  $ 37.495.817 $ 3.749.582 
 Tolima   Ortega   Balsillas El Limón  $ 10.095.028 $ 1.009.503 
 Tolima   Ortega   Chicuambe Las Brisas  $ 62.300.742 $ 6.230.074 
 Tolima   Ortega   Anaba  $ 24.804.925 $ 2.480.493 
 Tolima   Ortega   Campoalegre  $ 31.294.586 $ 3.129.459 
 Tolima   Planadas   Gaitania  $ 280.497.553 $ 28.049.755 
 Tolima   Prado   Aco Viejo Patio Bonito  $ 14.133.039 $ 1.413.304 

 
 
 

 
 

 Tolima   Prado   Yaporogos Taira   $ 19.036.338 $ 1.903.634 
 Tolima   Rioblanco   Las Mercedes  $ 31.294.586 $ 3.129.459 

 Tolima   San antonio   San Antonio De Calarma  $ 62.444.956 $ 6.244.496 
 Valle del 
Cauca   Ansermanuevo   Dachi Drua Mundi  $ 40.668.540 $ 4.066.854 
 Valle del 
Cauca   Argelia   Vania Chami De Argelia  $ 35.188.382 $ 3.518.838 
 Valle del 
Cauca   Bolívar   Cañon Rio San Quinini  $ 46.292.912 $ 4.629.291 
 Valle del 
Cauca   Bolívar   Rio Garrapatas  $ 211.562.936 $ 21.156.294 
 Valle del 
Cauca   Buenaventura  

 Burujon-La Union S 
Bernardo  $ 108.305.225 $ 10.830.523 

 Valle del 
Cauca   Buenaventura   Cabeceras  $ 79.750.718 $ 7.975.072 
 Valle del 
Cauca   Buenaventura   Chachajo  $ 31.150.371 $ 3.115.037 
 Valle del 
Cauca   Buenaventura   Guayacan-Santa Rosa  $ 35.044.167 $ 3.504.417 
 Valle del 
Cauca   Buenaventura   Nuevo Pitalito  $ 14.133.039 $ 1.413.304 
 Valle del 
Cauca   Buenaventura   Rio Dagua  $ 33.457.806 $ 3.345.781 
 Valle del 
Cauca   Buenaventura   Rio Naya (Joaquincito)   $ 33.602.020 $ 3.360.202 
 Valle del 
Cauca   Buenaventura   Chonara Huena  $ 8.076.022 $ 807.602 
 Valle del 
Cauca   Buenaventura   La Delfina  $ 61.291.239 $ 6.129.124 
 Valle del 
Cauca   Caicedonia   Karabidrua   $ 15.142.541 $ 1.514.254 
 Valle del 
Cauca   Dagua   Yu Yik Kwe  $ 10.671.886 $ 1.067.189 
 Valle del 
Cauca   El cairo   Doxura  $ 39.370.608 $ 3.937.061 
 Valle del 
Cauca   El dovio   Rio Garrapatas  $ 166.856.385 $ 16.685.639 
 Valle del 
Cauca   Florida   El Triunfo-Cristal  Paez   $ 208.245.998 $ 20.824.600 
 Valle del 
Cauca   Florida   Nasa Kwe'S Kiwe  $ 45.860.268 $ 4.586.027 
 Valle del 
Cauca   Florida   Nasa Tha  $ 24.372.281 $ 2.437.228 
 Valle del 
Cauca   Jamundí  

 Kwe'S Kiwe Nasa (La 
Cristalina)  $ 147.098.974 $ 14.709.897 

 Valle del 
Cauca   Pradera  

 Kwet Wala (Piedra 
Grande)   $ 97.921.768 $ 9.792.177 

 Valle del 
Cauca   Restrepo   Los Niasa  $ 13.267.751 $ 1.326.775 
 Valle del 
Cauca   Restrepo   Nabera Drua  $ 29.131.365 $ 2.913.137 
 Valle del 
Cauca   Trujillo  

 Drua Do (Portales Del 
Rio)  $ 38.361.105 $ 3.836.111 

 Valle del 
Cauca   Trujillo   Bajo Cáceres  $ 6.633.875 $ 663.388 
 Valle del 
Cauca   Tuluá   Dachi Drua Chami  $ 25.525.998 $ 2.552.600 
 Valle del 
Cauca   Vijes   Wasiruma   $ 33.602.020 $ 3.360.202 
 Arauca   Arauca   El Zamuro  $ 18.315.264 $ 1.831.526 
 Arauca   Arauca   La Voragine-La Ilusion  $ 19.468.982 $ 1.946.898 

 
 
 

 
 

 Arauca   Arauca   Matecandela  $ 17.738.406 $ 1.773.841 

 Arauca   Arauca  
 San Jose De Lipa 
(Conversion)  $ 27.545.004 $ 2.754.500 

 Arauca   Arauca   La Isla  $ 16.728.903 $ 1.672.890 
 Arauca   Arauquita   El Vigia   $ 71.386.267 $ 7.138.627 
 Arauca   Arauquita   Bayoneros  $ 10.239.242 $ 1.023.924 
 Arauca   Arauquita   Cajaros  $ 5.912.802 $ 591.280 
 Arauca   Cravo norte   Cananama  $ 6.201.231 $ 620.123 
 Arauca   Fortul   Cusay-La Colorada  $ 85.086.661 $ 8.508.666 
 Arauca   Fortul   Cibariza  $ 33.890.450 $ 3.389.045 
 Arauca   Saravena   Playas De Bojaba  $ 39.082.178 $ 3.908.218 
 Arauca   Saravena   Valles Del Sol  $ 86.096.164 $ 8.609.616 
 Arauca   Tame   Angostura  $ 20.622.699 $ 2.062.270 
 Arauca   Tame   Caño Claro  $ 27.689.219 $ 2.768.922 
 Arauca   Tame   Cuiloto Ii  $ 5.047.514 $ 504.751 
 Arauca   Tame   Genareros  $ 24.372.281 $ 2.437.228 
 Arauca   Tame   Julieros Y Velazqueros  $ 38.072.676 $ 3.807.268 

 Arauca   Tame  
 GUAHIBO DE LA 
ESPERANZA   $ 13.123.536 $ 1.312.354 

 Arauca   Tame   Los Iguanitos  $ 10.383.457 $ 1.038.346 
 Arauca   Tame   Macarieros San Jose  $ 31.871.444 $ 3.187.144 
 Arauca   Tame   Parreros  $ 26.247.072 $ 2.624.707 
 Arauca   Tame   Puyeros  $ 17.161.547 $ 1.716.155 
 Arauca   Tame   Roqueros El Dorado  $ 24.228.066 $ 2.422.807 
 Arauca   Tame   Sabanas De Curripao  $ 10.527.672 $ 1.052.767 
 Arauca   Tame   Laguna Tranquila  $ 8.364.451 $ 836.445 

 Casanare   Hato corozal  
 Morichuito Caño 
Mochuelo   $ 617.383.045 $ 61.738.305 

 Casanare   Orocué   El Consejo    $ 39.514.822 $ 3.951.482 
 Casanare   Orocué   El Duya    $ 66.915.612 $ 6.691.561 
 Casanare   Orocué   El Medano    $ 24.228.066 $ 2.422.807 
 Casanare   Orocué   El Saladillo    $ 15.286.756 $ 1.528.676 
 Casanare   Orocué   El Suspiro    $ 14.565.683 $ 1.456.568 
 Casanare   Orocué   Macucuana    $ 32.159.874 $ 3.215.987 
 Casanare   Orocué   Paravare    $ 15.286.756 $ 1.528.676 
 Casanare   Orocué   San Juanito    $ 54.945.793 $ 5.494.579 

 Casanare   Paz de ariporo  
 Morichuito Caño 
Mochuelo   $ 138.590.308 $ 13.859.031 

 Casanare   Sácama   Chaparral Y Barro Negro   $ 51.484.641 $ 5.148.464 
 Putumayo   Mocoa   El Descanse  $ 9.085.525 $ 908.553 
 Putumayo   Mocoa   Inga De Condagua  $ 65.185.035 $ 6.518.504 
 Putumayo   Mocoa   Inga De Puerto Limon  $ 70.809.408 $ 7.080.941 
 Putumayo   Mocoa   Inga-Kamsa De Mocoa  $ 167.865.888 $ 16.786.589 
 Putumayo   Mocoa   Yunguillo  $ 137.580.805 $ 13.758.081 
 Putumayo   Mocoa   Kamentza-Biya  $ 76.001.136 $ 7.600.114 
 Putumayo   Mocoa   San Joaquin  $ 11.248.745 $ 1.124.875 
 Putumayo   Mocoa   Inga De Mocoa  $ 85.230.876 $ 8.523.088 
 Putumayo   Mocoa   La Florida  $ 26.823.930 $ 2.682.393 
 Putumayo   Mocoa   Villa María de Anamú67  $ 40.812.754 $ 4.081.275 
 Putumayo   Colón   Inga de Colón   $ 140.320.884 $ 14.032.088 
 Putumayo   Colón   Valle De Sibundoy  $ 86.961.452 $ 8.696.145 
 Putumayo   Orito   La Cristalina  $ 58.118.516 $ 5.811.852 
 Putumayo   Orito   Awa  De Cañaveral  $ 24.516.496 $ 2.451.650 

 Putumayo   Orito   Awa  De Los Guaduales  $ 54.657.364 $ 5.465.736 

 
 
 

 
 

 Putumayo   Orito   Alto Orito6  $ 24.516.496 $ 2.451.650 
 Putumayo   Orito   Bellavista  $ 21.487.987 $ 2.148.799 
 Putumayo   Orito   Caicedonia  $ 27.400.789 $ 2.740.079 
 Putumayo   Orito   Selva Verde  $ 17.449.976 $ 1.744.998 
 Putumayo   Orito   Simorna O La Venada  $ 35.909.455 $ 3.590.946 
 Putumayo   Orito   El Espingo   $ 21.920.631 $ 2.192.063 
 Putumayo   Orito   Bocana de Luzon   $ 39.226.393 $ 3.922.639 
 Putumayo   Orito   Inkal Awa   $ 23.218.563 $ 2.321.856 
 Putumayo   Orito   Agua blanca  $ 20.766.914 $ 2.076.691 
 Putumayo   Puerto asís   Buenavista  $ 46.725.556 $ 4.672.556 

 Putumayo   Puerto asís  
 Santa Cruz De Piñuña 
Blanco  $ 41.389.613 $ 4.138.961 

 Putumayo   Puerto asís   La Italia  $ 36.630.529 $ 3.663.053 
 Putumayo   Puerto asís   Vegas De Santa Ana  $ 17.161.547 $ 1.716.155 
 Putumayo   Puerto asís   Alto Lorenzo  $ 68.501.973 $ 6.850.197 
 Putumayo   Puerto asís   Nasa Chamb  $ 30.140.868 $ 3.014.087 
 Putumayo   Puerto caicedo   Damasco Vides  $ 34.323.094 $ 3.432.309 

 Putumayo   Puerto caicedo  
 San Andres-Las Vegas-
Villaunion  $ 87.394.096 $ 8.739.410 

 Putumayo   Puerto caicedo  
 Santa Rosa De 
Juanambu  $ 62.877.601 $ 6.287.760 

 Putumayo   Puerto guzmán   La Aguadita  $ 38.937.964 $ 3.893.796 
 Putumayo   Puerto guzmán   Calenturas  $ 13.700.395 $ 1.370.040 
 Putumayo   Puerto guzmán   El Descanso  $ 46.869.771 $ 4.686.977 

 Putumayo   Puerto guzmán  
 Villa Catalina De Puerto 
Rosario  $ 50.186.709 $ 5.018.671 

 Putumayo   Puerto guzmán   El Porvenir La Barrialosa  $ 113.785.383 $ 11.378.538 
 Putumayo   Puerto guzmán   Alpamanga  $ 32.304.088 $ 3.230.409 

 Putumayo  
 Puerto 
leguízamo   Predio Putumayo  $ 128.351.065 $ 12.835.107 

 Putumayo  
 Puerto 
leguízamo   Agua Negra  $ 17.594.191 $ 1.759.419 

 Putumayo  
 Puerto 
leguízamo   Calarca  $ 31.438.800 $ 3.143.880 

 Putumayo  
 Puerto 
leguízamo   Cecilia Cocha  $ 35.476.811 $ 3.547.681 

 Putumayo  
 Puerto 
leguízamo   Consara-Mecaya  $ 10.960.316 $ 1.096.032 

 Putumayo  
 Puerto 
leguízamo   El Hacha  $ 21.487.987 $ 2.148.799 

 Putumayo  
 Puerto 
leguízamo   El Progreso  $ 12.835.107 $ 1.283.511 

 Putumayo  
 Puerto 
leguízamo   El Tablero  $ 29.131.365 $ 2.913.137 

 Putumayo  
 Puerto 
leguízamo   Jirijiri  $ 38.793.749 $ 3.879.375 

 Putumayo  
 Puerto 
leguízamo   La Paya  $ 19.468.982 $ 1.946.898 

 Putumayo  
 Puerto 
leguízamo   Lagarto Cocha  $ 31.727.230 $ 3.172.723 

 Putumayo  
 Puerto 
leguízamo   Witoto De Tukunare  $ 24.228.066 $ 2.422.807 

 Putumayo  
 Puerto 
leguízamo   Santa Rita  $ 12.979.321 $ 1.297.932 

 Putumayo  
 Puerto 
leguízamo   Bajo Casa Cunte   $ 19.324.767 $ 1.932.477 

 Putumayo  
 Puerto 
leguízamo   La Perecera   $ 13.700.395 $ 1.370.040 
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 Putumayo   Sibundoy   Valle De Sibundoy  $ 372.073.875 $ 37.207.388 
 Putumayo   Sibundoy   Sibundoy Parte Alta   $ 71.530.481 $ 7.153.048 
 Putumayo   San francisco   Valle De Sibundoy  $ 154.886.566 $ 15.488.657 
 Putumayo   San francisco   Inga de San francisco   $ 248.914.538 $ 24.891.454 
 Putumayo   San miguel   Yarinal-San Marcelino  $ 164.693.165 $ 16.469.317 
 Putumayo   San miguel   Afilador-Campoalegre  $ 27.689.219 $ 2.768.922 
 Putumayo   Santiago   Valle De Sibundoy  $ 399.763.093 $ 39.976.309 
 Putumayo   Santiago   Inga de San Andres   $ 180.989.423 $ 18.098.942 

 Putumayo  
 Valle del 
guamuez   Yarinal-San Marcelino  $ 122.294.049 $ 12.229.405 

 Putumayo  
 Valle del 
guamuez  

 Santa Rosa Del 
Guamuez  $ 61.579.668 $ 6.157.967 

 Putumayo  
 Valle del 
guamuez   La Argelia  $ 25.958.642 $ 2.595.864 

 Putumayo  
 Valle del 
guamuez   Nuevo Horizonte  $ 58.406.945 $ 5.840.695 

 Putumayo   Villagarzón  
 Predio Putumayo 
(Puerto Limón)  $ 62.444.956 $ 6.244.496 

 Putumayo   Villagarzón   Wasipungo  $ 187.623.299 $ 18.762.330 
 Putumayo   Villagarzón   Albania  $ 46.581.342 $ 4.658.134 
 Putumayo   Villagarzón   Chaluayaco  $ 14.854.112 $ 1.485.411 

 Putumayo   Villagarzón  
 San Miguel De La 
Castellana  $ 67.492.470 $ 6.749.247 

 Putumayo   Villagarzón   Blasiaku  $ 20.766.914 $ 2.076.691 

 Putumayo   Villagarzón  
 Santa Rosa De 
Juanambu  $ 15.430.971 $ 1.543.097 

 Putumayo   Villagarzón  
 Piedra Sagrada La Gran 
Familia  $ 31.871.444 $ 3.187.144 

 Putumayo   Villagarzón  
 Jerusalén, San Luis Alto 
Picudito   $ 94.316.401 $ 9.431.640 

 Putumayo   Villagarzón   Awa de Playa Larga   $ 19.036.338 $ 1.903.634 
 Amazonas   Leticia   Arara  $ 64.896.606 $ 6.489.661 
 Amazonas   Leticia   El Vergel  $ 11.248.745 $ 1.124.875 
 Amazonas   Leticia   Isla De Ronda  $ 44.706.551 $ 4.470.655 

 Amazonas   Leticia  
 Kilometro  Y  Leticia 
Tarapaca  $ 57.974.301 $ 5.797.430 

 Amazonas   Leticia   Macedonia  $ 73.693.702 $ 7.369.370 
 Amazonas   Leticia   Mocagua  $ 36.630.529 $ 3.663.053 
 Amazonas   Leticia   Nazaret   $ 120.419.258 $ 12.041.926 

 Amazonas   Leticia  
 San Antonio De Los 
Lagos  $ 70.520.979 $ 7.052.098 

 Amazonas   Leticia   San Jose Del Rio  $ 42.831.760 $ 4.283.176 
 Amazonas   Leticia   San Sebastian  $ 32.880.947 $ 3.288.095 

 Amazonas   Leticia  
 Santa Sofia Y El 
Progreso  $ 53.503.646 $ 5.350.365 

 Amazonas   Leticia   Zaragoza  $ 79.029.645 $ 7.902.965 

 Amazonas   Leticia  
 San Juan De Los 
Parentes  $ 16.007.829 $ 1.600.783 

 Amazonas   Leticia   La Playa  $ 58.983.804 $ 5.898.380 
 Amazonas   Leticia   Puerto Triunfo  $ 24.083.852 $ 2.408.385 
 Amazonas   El encanto   Predio Putumayo  $ 336.885.493 $ 33.688.549 
 Amazonas   La chorrera   Predio Putumayo  $ 534.892.248 $ 53.489.225 
 Amazonas   La pedrera   Comeyafu  $ 126.764.704 $ 12.676.470 
 Amazonas   La pedrera   Curare-Los Ingleses  $ 50.475.138 $ 5.047.514 
 Amazonas   La pedrera   Puerto Cordoba  $ 68.501.973 $ 6.850.197 
 Amazonas   La pedrera   Yaigoje-Rio Apaporis  $ 469.995.642 $ 46.999.564 
 Amazonas   La pedrera   Camaritagua  $ 20.911.129 $ 2.091.113 
 Amazonas   Mirití - paraná   Miriti Parana  $ 220.360.031 $ 22.036.003 

 
 
 

 
 

 Amazonas   Puerto alegría   Predio Putumayo  $ 303.139.257 $ 30.313.926 
 Amazonas   Puerto arica   Predio Putumayo  $ 193.247.671 $ 19.324.767 
 Amazonas   Puerto nariño   Puerto Nariño  $ 863.269.075 $ 86.326.908 

 Amazonas  
 Puerto 
santander   Predio Putumayo  $ 150.992.770 $ 15.099.277 

 Amazonas  
 Puerto 
santander   Nunuya De Villa Azul  $ 49.032.991 $ 4.903.299 

 Amazonas   Tarapacá   Cothue-Putumayo  $ 365.872.643 $ 36.587.264 
 Amazonas   Tarapacá   Uitiboc   $ 131.668.003 $ 13.166.800 
 Guainía   Inírida   Almidon La Ceiba  $ 22.209.061 $ 2.220.906 
 Guainía   Inírida   Bachaco Buenavista  $ 32.448.303 $ 3.244.830 

 Guainía   Inírida  
 Caranacoa Yuri Laguna 
Morocoto  $ 81.769.724 $ 8.176.972 

 Guainía   Inírida   Carrizal  $ 15.430.971 $ 1.543.097 
 Guainía   Inírida   Chigüiro  $ 16.152.044 $ 1.615.204 
 Guainía   Inírida   Coayare El Coco  $ 32.448.303 $ 3.244.830 
 Guainía   Inírida   Concordia  $ 19.468.982 $ 1.946.898 

 Guainía   Inírida  
 Cuenca Media Y Alta 
Rio Inirida  $ 395.436.653 $ 39.543.665 

 Guainía   Inírida   Cumaral, Guamuco  $ 4.614.870 $ 461.487 
 Guainía   Inírida   El Venado  $ 37.640.031 $ 3.764.003 
 Guainía   Inírida   Paujil  $ 213.870.371 $ 21.387.037 
 Guainía   Inírida   Remanso Chorro Bocon  $ 108.449.439 $ 10.844.944 

 Guainía   Inírida  
 Laguna Niñal, Cucuy, 
Lomabaja  $ 41.822.257 $ 4.182.226 

 Guainía   Inírida   Tierra Alta  $ 14.998.327 $ 1.499.833 
 Guainía   Barranco minas   Arrecifal  $ 31.727.230 $ 3.172.723 
 Guainía   Barranco minas   Guaco Bajo-Guaco Alto  $ 119.121.326 $ 11.912.133 

 Guainía   Barranco minas  
 Laguna Curvina-
Sapuara  $ 27.400.789 $ 2.740.079 

 Guainía   Barranco minas   Minitas-Miralindo  $ 74.991.634 $ 7.499.163 
 Guainía   Barranco minas   Murcielago-Altamira  $ 50.330.923 $ 5.033.092 

 Guainía   Barranco minas  
 Pueblo Nuevo-Laguna 
Colorada  $ 126.764.704 $ 12.676.470 

 Guainía   Barranco minas  
 Rios Atabapo E Inirida 
(Cacahual)  $ 285.545.067 $ 28.554.507 

 Guainía   San felipe  
 Bajo Rio Guainia Y Rio 
Negro  $ 303.860.331 $ 30.386.033 

 Guainía  
 Puerto 
colombia   Parte Alta Rio Guainia  $ 119.409.755 $ 11.940.976 

 Guainía  
 Puerto 
colombia  

 Rios Cuiari E Isana  
(Pto.Colombia)  $ 369.478.010 $ 36.947.801 

 Guainía  
 Puerto 
colombia   Tonina-Sejal-San Jose  $ 128.783.709 $ 12.878.371 

 Guaviare  
 San josé del 
guaviare   Nukak-Maku  $ 274.440.536 $ 27.444.054 

 Guaviare  
 San josé del 
guaviare  

 Barranco Ceiba-Laguna 
Araguato  $ 35.188.382 $ 3.518.838 

 Guaviare  
 San josé del 
guaviare   Barranco Colorado  $ 54.080.505 $ 5.408.051 

 Guaviare  
 San josé del 
guaviare  

 Guayaberos de 
Barrancón   $ 42.687.545 $ 4.268.755 

 Guaviare  
 San josé del 
guaviare   Caño Negro  $ 27.400.789 $ 2.740.079 

 Guaviare  
 San josé del 
guaviare   Corocoro  $ 31.006.156 $ 3.100.616 

 Guaviare  
 San josé del 
guaviare   La Fuga  $ 53.071.002 $ 5.307.100 

 
 
 

 
 

 Guaviare  
 San josé del 
guaviare   Panure (Venezuela)  $ 46.292.912 $ 4.629.291 

 Guaviare  
 San josé del 
guaviare   El Refugio  $ 27.112.360 $ 2.711.236 

 Guaviare  
 San josé del 
guaviare   La Maria  $ 14.421.468 $ 1.442.147 

 Guaviare  
 San josé del 
guaviare   Cachivera De Nare  $ 44.850.765 $ 4.485.077 

 Guaviare   Calamar   La Yuquera  $ 26.823.930 $ 2.682.393 
 Guaviare   Calamar   El Itilla  $ 14.709.897 $ 1.470.990 
 Guaviare   El retorno   La Asuncion  $ 44.850.765 $ 4.485.077 
 Guaviare   El retorno   Nukak-Maku  $ 87.249.881 $ 8.724.988 

 Guaviare   El retorno  
 Santa Rosa Cerro 
Cucuy Morichalviejo  $ 186.902.225 $ 18.690.223 

 Guaviare   Miraflores   Barranquillita  $ 69.223.046 $ 6.922.305 

 Guaviare   Miraflores  
 Lagos Del Dorado Y 
Otros  $ 99.075.485 $ 9.907.549 

 Guaviare   Miraflores  
 Bacati-Arara Caruru y 
miraflores    $ 157.194.001 $ 15.719.400 

 Guaviare   Miraflores   Yavilla Ii  $ 25.670.213 $ 2.567.021 
 Guaviare   Miraflores   Vuelta Del Alivio  $ 43.841.263 $ 4.384.126 

 Guaviare   Miraflores  
 Pto Viejo Y Pto 
Esperanza  $ 41.245.398 $ 4.124.540 

 Guaviare   Miraflores   Puerto Nare  $ 35.188.382 $ 3.518.838 

 Guaviare   Miraflores  
 Tucan De Caño Giriza Y 
Puerto La Palma4  $ 80.904.436 $ 8.090.444 

 Guaviare   Miraflores   Centro Miraflores  $ 59.849.092 $ 5.984.909 
 Guaviare   Miraflores   Puerto Monfort   $ 23.362.778 $ 2.336.278 
 Vaupés   Mitú   Vaupés  $ 2.245.710.998 $ 224.571.100 

 Vaupés   Carurú  
 Bacati-Arara Caruru y 
Miraflores   $ 86.673.023 $ 8.667.302 

 Vaupés   Carurú   Vaupés96  $ 277.180.615 $ 27.718.062 
 Vaupés   Pacoa   Vaupés96  $ 61.002.810 $ 6.100.281 
 Vaupés   Taraira   Yaigoje-Rio Apaporis  $ 118.688.682 $ 11.868.868 
 Vaupés   Yavaraté   Vaupés96  $ 190.470.637 $ 19.047.064 
 Vichada   Puerto carreño   Caño Bachaco  $ 13.700.395 $ 1.370.040 
 Vichada   Puerto carreño   Caño Guaripa  $ 18.892.123 $ 1.889.212 
 Vichada   Puerto carreño   Caño Hormiga  $ 9.085.525 $ 908.553 
 Vichada   Puerto carreño   Caño Mesetas-Dagua  $ 25.525.998 $ 2.552.600 
 Vichada   Puerto carreño   Guacamayas-Maipore  $ 20.911.129 $ 2.091.113 
 Vichada   Puerto carreño   Piaroa De Cachicamo  $ 15.286.756 $ 1.528.676 
 Vichada   La primavera   Campoalegre-Ripialito  $ 42.543.331 $ 4.254.333 
 Vichada   La primavera   La Pascua  $ 178.249.345 $ 17.824.935 
 Vichada   La primavera   La Llanura  $ 138.157.663 $ 13.815.766 
 Vichada   Santa rosalía   Santa Rosalia  $ 36.053.670 $ 3.605.367 

 Vichada   Santa rosalía  
 Nueva Esperanza Del 
Tomo  $ 13.267.751 $ 1.326.775 

 Vichada   Cumaribo   El Unuma (Parte)  $ 499.127.008 $ 49.912.701 
 Vichada   Cumaribo   Cali-Barranquilla  $ 24.804.925 $ 2.480.493 
 Vichada   Cumaribo   Carpintero-Palomas  $ 98.354.412 $ 9.835.441 
 Vichada   Cumaribo   Chocon  $ 19.324.767 $ 1.932.477 
 Vichada   Cumaribo   Chololobo-Matatu  $ 32.448.303 $ 3.244.830 
 Vichada   Cumaribo   Egua-Guariacana  $ 31.871.444 $ 3.187.144 
 Vichada   Cumaribo   Flores-Sombrero  $ 6.922.305 $ 692.231 
 Vichada   Cumaribo   Guacamaya Mamiyare  $ 92.153.181 $ 9.215.318 
 Vichada   Cumaribo   Kawanaruba  $ 52.349.929 $ 5.234.993 
 Vichada   Cumaribo   La Esmeralda  $ 26.247.072 $ 2.624.707 

 
 
 

 
 

 Vichada   Cumaribo   Merey La Veraita  $ 32.880.947 $ 3.288.095 
 Vichada   Cumaribo   Muco-Mayoragua  $ 55.234.222 $ 5.523.422 
 Vichada   Cumaribo   Rio Muco Y Guarrojo  $ 240.117.442 $ 24.011.744 

 Vichada   Cumaribo  
 Rio Siare-Barranco 
Lindo  $ 68.069.329 $ 6.806.933 

 Vichada   Cumaribo   Rio Tomo Y Weberi  $ 161.232.012 $ 16.123.201 
 Vichada   Cumaribo   San Luis Del Tomo  $ 204.063.772 $ 20.406.377 

 Vichada   Cumaribo  
 Santa Teresita Del 
Tuparro  $ 222.811.681 $ 22.281.168 

 Vichada   Cumaribo   Saracure Rio Cada  $ 294.197.947 $ 29.419.795 
 Vichada   Cumaribo   Valdivia  $ 24.804.925 $ 2.480.493 
 Vichada   Cumaribo   Punta Bandera  $ 27.689.219 $ 2.768.922 
 Vichada   Cumaribo   Selva De Mataven  $ 2.253.642.812 $ 225.364.281 
TOTALES $ 178.810.786.122 $ 17.881.078.612 

 
Al revisar las cifras, aunque la mayoría de resguardos indígenas recibirían unos recursos 
moderados, en cuanto a cantidad, 97 de estos resguardos que tienen unos ingresos 
considerablemente altos puede llegar a superar los treinta millones anuales para de gastos de 
funcionamiento, y que dentro de estos 97 hay 31 que superarían los cien millones de pesos en 
una vigencia, siendo esta una cifra desmedida. En consideración a lo anterior es necesario 
poner un límite máximo general para todos los resguardos en este tipo de gastos, límite que 
deberá ser fijado en salarios mínimos legales mensuales vigentes para que se mantenga 
actualizado y así se plantea en el pliego de modificaciones del articulado.  
 
Estos resguardos que superarían el valor de los cien millones son: 
 

DEPARTAMENTO   MUNICIPIO   RESGUARDO  
ONCE DOCEAVAS 

2018 
ESTE DOCUMENTO 

 10% para 
funcionamiento   

 Caldas   Riosucio   Cañamomo-Lomaprieta  $ 1.827.344.211 $ 182.734.421 
 Caldas   Riosucio   La Montaña  $ 1.266.349.106 $ 126.634.911 
 Caldas   Riosucio   San Lorenzo  $ 1.738.219.539 $ 173.821.954 
 Caldas   Riosucio   Escopetera-Pirza  $ 1.123.720.787 $ 112.372.079 
 Caldas   Supía   Cañamomo-Lomaprieta  $ 1.410.996.430 $ 141.099.643 

 Cauca   Caldono  
 San Lorenzo De 
Caldono   $ 1.325.332.910 $ 132.533.291 

 Cauca   Corinto   Paez de corinto   $ 1.427.581.118 $ 142.758.112 
 Cauca   Jambaló   Jambalo  $ 2.406.943.010 $ 240.694.301 
 Cauca   Silvia   Guambia  $ 1.771.244.701 $ 177.124.470 
 Cauca   Toribío   San Francisco  $ 1.000.705.665 $ 100.070.567 
 Cauca   Toribío   Tacueyo  $ 1.921.660.612 $ 192.166.061 
 Cauca   Toribío   Toribio  $ 1.027.962.239 $ 102.796.224 
 Cesar   Valledupar   Arhuaco De La Sierra  $ 1.885.606.942 $ 188.560.694 
 Cesar   Valledupar   Kogui-Malayo-Arhuaco  $ 1.208.951.663 $ 120.895.166 
 Cesar   Valledupar   Kankuamo  $ 1.162.226.107 $ 116.222.611 
 Cesar   Pueblo bello   Arhuaco De La Sierra   $ 1.631.356.461 $ 163.135.646 

 Córdoba  
 San andrés de 
sotavento  

 San Andres De 
Sotavento   $ 3.951.626.448 $ 395.162.645 

 Córdoba   Tuchín  
 San Andres De 
Sotavento   $ 4.133.769.589 $ 413.376.959 

 La Guajira   Riohacha   Alta Y Media Guajira  $ 1.817.537.613 $ 181.753.761 
 La Guajira   Riohacha   Una Apuchon  $ 1.239.092.531 $ 123.909.253 
 La Guajira   Dibulla   Kogui-Malayo-Arhuaco  $ 1.752.496.792 $ 175.249.679 
 La Guajira   Maicao   Alta Y Media Guajira  $ 6.256.898.109 $ 625.689.811 
 La Guajira   Manaure   Alta Y Media Guajira  $ 7.130.262.212 $ 713.026.221 
 La Guajira   Uribia   Alta Y Media Guajira  $ 20.795.468.435 $ 2.079.546.844 
 Nariño   Córdoba   Cordoba (Males)  $ 1.660.199.397 $ 166.019.940 



Gaceta del Congreso  1221	 Viernes, 30 de octubre de 2020	 Página 13

 
 
 

 
 

 Nariño   Cumbal   Cumbal  $ 2.238.644.479 $ 223.864.448 
 Nariño   Ipiales   Ipiales    $ 2.772.671.439 $ 277.267.144 

 Sucre   Palmito  
 San Andres De 
Sotavento  $ 1.139.007.543 $ 113.900.754 

 Sucre   Sampués  
 San Andres De 
Sotavento  $ 1.385.182.002 $ 138.518.200 

 Vaupés   Mitú   Vaupés  $ 2.245.710.998 $ 224.571.100 
 Vichada   Cumaribo   Selva De Mataven  $ 2.253.642.812 $ 225.364.281 

 
 
Marco Jurídico  
 

C.N. Articulo 68 Las integrantes de los grupos étnicos tendrán derecho a una 
formación que respete y desarrolle su identidad cultural. 

C.N. Artículo 96 Derechos políticos- De la nacionalidad 
C.N. Artículo 171 Habrá un número adicional de dos senadores elegidos en 

circunscripción nacional especial por comunidades indígenas. 
C.N. Artículo 246 Las autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer 

funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de 
conformidad con sus propias normas y procedimientos, siempre 
que no sean contrarios a la Constitución y leyes de la República. 

C.N. Artículo 330 De conformidad con la Constitución y las leyes, los territorios 
indígenas estarán gobernados por consejos conformados y 
reglamentados según los usos y costumbres de sus comunidades 
y ejercerán las siguientes funciones 

C.N. Artículo 329 La conformación de las entidades territoriales indígenas se hará 
con sujeción a lo dispuesto en la Ley Orgánica de Ordenamiento 
Territorial, y su delimitación se hará por el Gobierno Nacional, con 
participación de los representantes de las comunidades 
indígenas, previo concepto de la Comisión de Ordenamiento 
Territorial. 

C.N. Artículo 357 El Sistema General de Participaciones de los Departamentos, 
Distritos y Municipios se incrementará anualmente en un 
porcentaje igual al promedio de la variación porcentual que hayan 
tenido los ingresos corrientes de la Nación durante los cuatro (4) 
años anteriores, incluido el correspondiente al aforo del 
presupuesto en ejecución. 

Ley 21 de 1991 Por la cual el Estado colombiano ratifica el Convenio 169 de la 
OIT de 1989, sobre pueblos indígenas y tribales en países 
independientes 

Ley 715 de 2001 Artículo 82 
 

Resguardos Indígenas. En tanto no sean constituidas las 
entidades territoriales indígenas, serán beneficiarios del Sistema 
General de Participaciones los resguardos indígenas legalmente 
constituidos y reportados por el Ministerio del Interior al 
Departamento Nacional de Estadísticas, DANE, y al 
Departamento Nacional de Planeación en el año inmediatamente 
anterior a la vigencia para la cual se programan los recursos. 

Ley 715 de 2001 Artículo 83 
 

Distribución y administración de los recursos para resguardos 
indígenas. Los recursos para los resguardos indígenas se 
distribuirán en proporción a la participación de la población de la 
entidad o resguardo indígena, en el total de población indígena 
reportada por el Incora al DANE. 

Ley 715 de 2001 Artículo 66 
 

De la información para la asignación de recursos. La información 
utilizada para la distribución de recursos en materia de población 
urbana y rural, deberá ser suministrada por el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadísticas, DANE 

Ley 715 de 2001 Artículo 103 
 

Censo válido. Para efectos de esta Ley, se tendrá en cuenta la 
información certificada por el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística, DANE, con base en el último censo 
realizado 

Decreto 159 de 2002   Reglamenta parcialmente la Ley 715 de 2001 

 
 
 

 
 

Decreto 2164 de 1995 Por el cual se reglamenta parcialmente el Capítulo XIV de la Ley 
160 de 1994 en lo relacionado con la dotación y titulación de 
tierras a las comunidades indígenas para la constitución, 
reestructuración, ampliación y saneamiento de los Resguardos 
Indígenas en el territorio nacional. 

Decreto 1809 de 1993 Sobre normas fiscales relativas a los territorios indígenas.  
 

Decreto 1088 de 1993 Regula la creación de las asociaciones y cabildos indígenas. 
Dicta normas relativas al funcionamiento de los territorios 
indígenas, protección de sus territorios, y asociación de 
comunidades indígenas, en función de su participación y 
fortalecimiento económico, social y cultural. 

Decreto 1386 de 1994. Modifica parcialmente el Decreto 1809 de 1993. 
Decreto 840 de 1995 Modifica parcialmente el decreto 1809 de 1993 
Decreto 1397 de 1996 Por el cual se crea la Comisión Nacional de Territorios Indígenas 

y la Mesa 
Permanente de Concertación con los pueblos y organizaciones 
indígenas y se dictan otras disposiciones. 

Documento CONPES 2773 de 
1995 

Programa de apoyo y fortalecimiento étnico de los pueblos 
indígenas 1995 – 1998. 
 

Ley 60 de 1993. 
 

Por la cual se dictan normas orgánicas de recursos y 
competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356, y 
acto legislativo 01 de 2001 de la Constitución Política y se dictan 
otras. 

 
 

5. Pliego de Modificaciones 
 

ARTICULADO PROYECTO DE LEY ARTICULADO PROPUESTO PARA 1 DEBATE COMENTARIOS 
Artículo 1°. Modifíquese el artículo 83 de la 
ley 715 de 2001, el cual quedará así: 
ARTÍCULO 83. DISTRIBUCIÓN Y 
ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS 
PARA RESGUARDOS INDÍGENAS. Los 
recursos para los resguardos indígenas se 
distribuirán en proporción a la participación de 
la población de la entidad o resguardo 
indígena, en el total de población indígena 
reportada por el Incora al DANE. 
Los recursos asignados a los resguardos 
indígenas, serán administrados por el 
municipio en el que se encuentra el resguardo 
indígena. Cuando este quede en jurisdicción de 
varios municipios, los recursos serán girados a 
cada uno de los municipios en proporción a la 
población indígena que comprenda. Sin 
embargo, deberán manejarse en cuentas 
separadas a las propias de las entidades 
territoriales y para su ejecución deberá 
celebrarse un contrato entre la entidad 
territorial y las autoridades del resguardo, antes 
del 31 de diciembre de cada año, en la que se 
determine el uso de los recursos en el año 
siguiente. Copia de dicho contrato se enviará 
antes del 20 de enero al Ministerio del Interior. 
 
Cuando los resguardos se erijan como 
Entidades Territoriales Indígenas, sus 
autoridades recibirán y administrarán 
directamente la transferencia. 
 
Los recursos de la participación asignados a los 
resguardos indígenas serán de libre 
destinación para la financiación de proyectos 
de inversión debidamente formulados, e 
incluidos en los planes de vida o de acuerdo 
con los usos y costumbres de los pueblos 
indígenas. Los proyectos de inversión deberán 
estar incluidos en el contrato de administración 

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 83 de la ley 
715 de 2001, el cual quedará así: 
ARTÍCULO 83. DISTRIBUCIÓN Y 
ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS PARA 
RESGUARDOS INDÍGENAS. Los recursos para 
los resguardos indígenas se distribuirán en 
proporción a la participación de la población de la 
entidad o resguardo indígena, en el total de 
población indígena reportada por el Incora al 
DANE. 
Los recursos asignados a los resguardos 
indígenas, serán administrados por el municipio 
en el que se encuentra el resguardo indígena. 
Cuando este quede en jurisdicción de varios 
municipios, los recursos serán girados a cada uno 
de los municipios en proporción a la población 
indígena que comprenda. Sin embargo, deberán 
manejarse en cuentas separadas a las propias de 
las entidades territoriales y para su ejecución 
deberá celebrarse un contrato entre la entidad 
territorial y las autoridades del resguardo, antes 
del 31 de diciembre de cada año, en la que se 
determine el uso de los recursos en el año 
siguiente. Copia de dicho contrato se enviará 
antes del 20 de enero al Ministerio del Interior. 
 
Cuando los resguardos se erijan como Entidades 
Territoriales Indígenas, sus autoridades recibirán 
y administrarán directamente la transferencia. 
 
Los recursos de la participación asignados a los 
resguardos indígenas serán de libre destinación 
para la financiación de proyectos de inversión 
debidamente formulados, e incluidos en los 
planes de vida o de acuerdo con los usos y 
costumbres de los pueblos indígenas. Los 
proyectos de inversión deberán estar incluidos en 
el contrato de administración celebrado con el 
respectivo municipio o departamento, en 

 
 
Se incluye un 
límite para los 
gastos de 
funcionamiento 
por mes y 
vigencia. Y se 
reforma la 
redacción. 

 
 
 

 
 

celebrado con el respectivo municipio o 
departamento, en concordancia con la 
clasificación de gastos definida por el Decreto-
Ley 111 de 1996. 
 
De los recursos asignados, los resguardos 
podrán utilizar hasta un 10% para 
funcionamiento administrativo del resguardo, 
siguiendo las normas de ejecución de recursos 
públicos en cuanto a contratación, destinación 
de los recursos y aspectos presupuestales y 
contables, entre otras. La ejecución de estos 
recursos estará bajo la supervisión de las 
Contralorías Departamentales. 
 
Con relación a los bienes y servicios adquiridos 
con cargo a los recursos de la asignación 
especial del Sistema General de 
Participaciones para los resguardos indígenas, 
los alcaldes deberán establecer los debidos 
registros administrativos especiales e 
independientes para oficializar su entrega a las 
autoridades indígenas. 
 
Con el objeto de mejorar el control a los 
recursos de la asignación especial del Sistema 
General de Participaciones para los resguardos 
indígenas, el Gobierno Nacional fortalecerá la 
estrategia de monitoreo, seguimiento y control 
al SGP, establecida por el Decreto 28 de 2008. 
 
Las secretarías departamentales de 
planeación, o quien haga sus veces, deberá 
desarrollar programas de capacitación, 
asesoría y asistencia técnica a los resguardos 
indígenas y autoridades municipales, para la 
adecuada programación y uso de los recursos. 
 
PARÁGRAFO. La participación asignada a los 
resguardos indígenas se recibirá sin perjuicio 
de los recursos que los departamentos, distritos 
o municipios les asignen en razón de la 
población atendida y por atender en 
condiciones de eficiencia y de equidad en el 
caso de la educación de conformidad con el 
artículo 16 de esta ley, y el capítulo III del Título 
III en el caso de salud. 
 
 

concordancia con la clasificación de gastos 
definida por el Decreto-Ley 111 de 1996.  
 
De los recursos asignados, los resguardos podrán 
utilizar hasta un 10% para funcionamiento 
administrativo del resguardo, sin que este pueda 
ser superior a veinticuatro (24) salarios mínimos 
mensuales legales en una vigencia.  
Mensualmente el gasto en funcionamiento no 
podrá exceder los dos (2) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes.  
 
Los gastos que se realicen con cargo a esto 
recursos deberán seguir las normas de ejecución 
de recursos públicos en cuanto a contratación, 
destinación de los mismos y aspectos 
presupuestales y contables, entre otras. La 
ejecución de estos recursos estará bajo la 
supervisión de las Contralorías Departamentales.   
 
Con relación a los bienes y servicios adquiridos 
con cargo a los recursos de la asignación especial 
del Sistema General de Participaciones para los 
resguardos indígenas, los alcaldes deberán 
establecer los debidos registros administrativos 
especiales e independientes para oficializar su 
entrega a las autoridades indígenas. 
 
Con el objeto de mejorar el control a los recursos 
de la asignación especial del Sistema General de 
Participaciones para los resguardos indígenas, el 
Gobierno Nacional fortalecerá la estrategia de 
monitoreo, seguimiento y control al SGP, 
establecida por el Decreto 28 de 2008. 
 
Las secretarías departamentales de planeación, o 
quien haga sus veces, deberá desarrollar 
programas de capacitación, asesoría y asistencia 
técnica a los resguardos indígenas y autoridades 
municipales, para la adecuada programación y 
uso de los recursos. 
 
PARÁGRAFO. La participación asignada a los 
resguardos indígenas se recibirá sin perjuicio de 
los recursos que los departamentos, distritos o 
municipios les asignen en razón de la población 
atendida y por atender en condiciones de 
eficiencia y de equidad en el caso de la educación 
de conformidad con el artículo 16 de esta ley, y el 
capítulo III del Título III en el caso de salud. 
 
 

Artículo 2° Vigencia. La presente ley rige a 
partir del año siguiente a su sanción y 
promulgación y deroga las demás 
disposiciones que le sean contrarias. 
 

Artículo 2° Vigencia. La presente ley rige a partir 
del año siguiente a su sanción y promulgación y 
deroga las demás disposiciones que le sean 
contrarias.  
 

Permanece igual 

 
 
 
 
 
 
 

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE 
 
 

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 83 de la ley 715 de 2001, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 83. DISTRIBUCIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS PARA 
RESGUARDOS INDÍGENAS. Los recursos para los resguardos indígenas se distribuirán en 

 
 
 

 
 

proporción a la participación de la población de la entidad o resguardo indígena, en el total de 
población indígena reportada por el Incora al DANE. 

Los recursos asignados a los resguardos indígenas, serán administrados por el municipio en el 
que se encuentra el resguardo indígena. Cuando este quede en jurisdicción de varios 
municipios, los recursos serán girados a cada uno de los municipios en proporción a la población 
indígena que comprenda. Sin embargo, deberán manejarse en cuentas separadas a las propias 
de las entidades territoriales y para su ejecución deberá celebrarse un contrato entre la entidad 
territorial y las autoridades del resguardo, antes del 31 de diciembre de cada año, en la que se 
determine el uso de los recursos en el año siguiente. Copia de dicho contrato se enviará antes 
del 20 de enero al Ministerio del Interior. 

Cuando los resguardos se erijan como Entidades Territoriales Indígenas, sus autoridades 
recibirán y administrarán directamente la transferencia. 

Los recursos de la participación asignados a los resguardos indígenas serán de libre destinación 
para la financiación de proyectos de inversión debidamente formulados, e incluidos en los 
planes de vida o de acuerdo con los usos y costumbres de los pueblos indígenas. Los proyectos 
de inversión deberán estar incluidos en el contrato de administración celebrado con el 
respectivo municipio o departamento, en concordancia con la clasificación de gastos definida 
por el Decreto-Ley 111 de 1996.  

De los recursos asignados, los resguardos podrán utilizar hasta un 10% para funcionamiento 
administrativo del resguardo, sin que este pueda ser superior a veinticuatro (24) salarios 
mínimos mensuales legales en una vigencia.  Mensualmente el gasto en funcionamiento no 
podrá exceder los dos (2) salarios mínimos mensuales legales vigentes.  

Los gastos que se realicen con cargo a esto recursos deberán seguir las normas de ejecución 
de recursos públicos en cuanto a contratación, destinación de los mismos y aspectos 
presupuestales y contables, entre otras. La ejecución de estos recursos estará bajo la 
supervisión de las Contralorías Departamentales.   

Con relación a los bienes y servicios adquiridos con cargo a los recursos de la asignación 
especial del Sistema General de Participaciones para los resguardos indígenas, los alcaldes 
deberán establecer los debidos registros administrativos especiales e independientes para 
oficializar su entrega a las autoridades indígenas. 

Con el objeto de mejorar el control a los recursos de la asignación especial del Sistema General 
de Participaciones para los resguardos indígenas, el Gobierno Nacional fortalecerá la estrategia 
de monitoreo, seguimiento y control al SGP, establecida por el Decreto 28 de 2008. 

Las secretarías departamentales de planeación, o quien haga sus veces, deberá desarrollar 
programas de capacitación, asesoría y asistencia técnica a los resguardos indígenas y 
autoridades municipales, para la adecuada programación y uso de los recursos. 

PARÁGRAFO. La participación asignada a los resguardos indígenas se recibirá sin perjuicio de 
los recursos que los departamentos, distritos o municipios les asignen en razón de la población 
atendida y por atender en condiciones de eficiencia y de equidad en el caso de la educación de 
conformidad con el artículo 16 de esta ley, y el capítulo III del Título III en el caso de salud. 
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6. Proposición 
 

Con fundamento en las razones expuestas, nos permitimos rendir PONENCIA POSITIVA y en 
consecuencia solicitarles a los miembros de la Comisión III constitucional de la Cámara de 
Representantes DAR PRIMER DEBATE al Proyecto de Ley No 229 de 2020. 
 
Cordialmente 
 

 
GILBERTO BETANCOURT PÉREZ 
Coordinador Ponente 
 

 
 
VICTOR MANUEL ORTIZ JOYA 
Ponente 
 

 
 
 
 
 

 
 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 329 DE 2020 CÁMARA  
“por medio del cual se modifica el artículo 83 de la ley 715 de 2001” 

 

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 83 de la ley 715 de 2001, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 83. DISTRIBUCIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS PARA 
RESGUARDOS INDÍGENAS. Los recursos para los resguardos indígenas se distribuirán en 
proporción a la participación de la población de la entidad o resguardo indígena, en el total de 
población indígena reportada por el Incora al DANE. 

Los recursos asignados a los resguardos indígenas, serán administrados por el municipio en el 
que se encuentra el resguardo indígena. Cuando este quede en jurisdicción de varios 
municipios, los recursos serán girados a cada uno de los municipios en proporción a la población 
indígena que comprenda. Sin embargo, deberán manejarse en cuentas separadas a las propias 
de las entidades territoriales y para su ejecución deberá celebrarse un contrato entre la entidad 
territorial y las autoridades del resguardo, antes del 31 de diciembre de cada año, en la que se 
determine el uso de los recursos en el año siguiente. Copia de dicho contrato se enviará antes 
del 20 de enero al Ministerio del Interior. 

Cuando los resguardos se erijan como Entidades Territoriales Indígenas, sus autoridades 
recibirán y administrarán directamente la transferencia. 

Los recursos de la participación asignados a los resguardos indígenas serán de libre destinación 
para la financiación de proyectos de inversión debidamente formulados, e incluidos en los 
planes de vida o de acuerdo con los usos y costumbres de los pueblos indígenas. Los proyectos 

 
 
 

 
 

de inversión deberán estar incluidos en el contrato de administración celebrado con el 
respectivo municipio o departamento, en concordancia con la clasificación de gastos definida 
por el Decreto-Ley 111 de 1996.  

De los recursos asignados, los resguardos podrán utilizar hasta un 10% para funcionamiento 
administrativo del resguardo, sin que este pueda ser superior a veinticuatro (24) salarios 
mínimos mensuales legales en una vigencia.  Mensualmente el gasto en funcionamiento no 
podrá exceder los dos (2) salarios mínimos mensuales legales vigentes.  

Los gastos que se realicen con cargo a esto recursos deberán seguir las normas de ejecución 
de recursos públicos en cuanto a contratación, destinación de los mismos y aspectos 
presupuestales y contables, entre otras. La ejecución de estos recursos estará bajo la 
supervisión de las Contralorías Departamentales.   

Con relación a los bienes y servicios adquiridos con cargo a los recursos de la asignación 
especial del Sistema General de Participaciones para los resguardos indígenas, los alcaldes 
deberán establecer los debidos registros administrativos especiales e independientes para 
oficializar su entrega a las autoridades indígenas. 

Con el objeto de mejorar el control a los recursos de la asignación especial del Sistema General 
de Participaciones para los resguardos indígenas, el Gobierno Nacional fortalecerá la estrategia 
de monitoreo, seguimiento y control al SGP, establecida por el Decreto 28 de 2008. 

Las secretarías departamentales de planeación, o quien haga sus veces, deberá desarrollar 
programas de capacitación, asesoría y asistencia técnica a los resguardos indígenas y 
autoridades municipales, para la adecuada programación y uso de los recursos. 

PARÁGRAFO. La participación asignada a los resguardos indígenas se recibirá sin perjuicio de 
los recursos que los departamentos, distritos o municipios les asignen en razón de la población 
atendida y por atender en condiciones de eficiencia y de equidad en el caso de la educación de 
conformidad con el artículo 16 de esta ley, y el capítulo III del Título III en el caso de salud. 

Artículo 2° Vigencia. La presente ley rige a partir del año siguiente a su sanción y promulgación 
y deroga las demás disposiciones que le sean contrarias.  

 

De los honorables congresistas.  

 

 

 
GILBERTO BETANCOURT PÉREZ 
Coordinador Ponente 
 

 
 
VICTOR MANUEL ORTIZ JOYA 
Ponente 
 

 

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 253 DE 2020 

CÁMARA

por medio del cual se crean herramientas 
estadísticas para combatir la desigualdad. 

                                                                                                       
 

 

 

 

 

Bogotá, 26 de octubre de 2020 

 

 

NESTOR LEONARDO RICO RICO 

Presidente Comisión Tercera 

Cámara De Representantes  

Ciudad 

 

Asunto: Radicación de ponencia Proyecto de Ley 253 de 2020 “Por 
medio del cual se crean herramientas estadísticas para combatir la 
desigualdad”  

 

Señor presidente, 

 

De conformidad con la Ley 5 de 1992, presento ante su despacho la 
ponencia para primer debate el Proyecto de Ley 253 de 2020 “Por medio 
del cual se crean herramientas estadísticas para combatir la desigualdad” 
para el trámite establecido en la Ley 5 de 1992.  

 

Cordialmente, 

 

 

DAVID RACERO MAYORCA  

Representante a la Cámara por Bogotá 

                                                                                                       
 

 

 

 

 

 

Antecedentes jurídicos 

 

El honorable Representante a la Cámara David Racero radicó ante la 
secretaría general de la Cámara de Representantes el proyecto de ley en 
estudio.  

 

En la comisión tercera de la Cámara de Representantes la mesa directiva 
decidió que el representante a la Cámara David Racero y Enrique Cabrales 
serían los congresistas encargados de dar ponencia a primer debate al 
proyecto de ley en mención.  

 

Exposición de motivos 

 

La información es un recurso fundamental tanto para el diseño de políticas 
públicas como para el ejercicio legislativo y académico. En este sentido el 
Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) ha tenido un 
gran avance en materia de consolidación estadística a través de encuestas 
como la Gran Encuesta de Hogares o la Encuesta Anual de Calidad de Vida 
que ha permitido a la poblacion tener acceso permanente, actualizado y 
anonimizado a las cifras sobre las condiciones socioeconómicas de la 
población colombiana.  

 

Aunque la función principal de la Dian no sea la consolidación de bases 
estadíticas, a través de las declaraciones de rentas se logra recolectar 
información importante sobre la situación socioeconómica de las personas 
de mayor ingreso en el país. El proyecto de ley en mención busca la que la 
Dian pueda emitir datos anonimizados sobre las declaraciones de renta lo 
que permitirá generar bases estadísticas más sólidas para la toma de 
decisiones en el país.  
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Pertinencia del proyecto 

 

Este proyecto de ley es adecuado y necesario toda vez que permite el 
análisis de los datos anonimizados de las declaraciones de renta de los 
declarantes. A través de esta información ha sido posible hacer análisis 
económicos como los de Alvaredo y Londoño (2013) o Ávila (2015), en las 
cuales se analizan temas como la distribución del ingreso y la tributación 
desde una perspectiva de género. 

 

A partir de la anonimización de datos se logró construir, por primera vez en 
la historia de la humanidad, un estudio de desigualdad de largo plazo 
donde se comparan diferentes países del mundo. En la siguiente gráfica se 
observa la participación del 1% más rico del país en el PIB. 

Gráfica 1. Participación del ingreso del 1% más rico del país en el PIB. 
Colombia, Argentina, Japón, España, Suecia y Estados Unidos, 1993-2011 

 

  Fuente: Alvaredo y Londoño (2013) 

                                                                                                       
 

 

 

 

 

La existencia de bases de datos de declaraciones de renta anonimizadas 
es una práctica recurrente en diferentes países del mundo y la cual ha 
permitido avanzar en multiples investigaciones socioeconómicas. Por 
ejemplo, en Estados Unidos existe el Individual Income Tax Public Use Sample 
basada en las declaraciones de renta de los contribuyentes, otro ejemplo 
son las estadísticas Income tax scientific use-files que se producen en 
Alemania desde 1995. Igualmente en España se entregan las Estadística de 
los declarantes de IRPF y las Estadísticas por partidas del IVA. 

La anonimización de datos es una práctica común dentro de las 
instituciones del país y en general en el mundo.  Ejemplo de esto son los 
microdatos que provee el DANE de la  gran encuesta de hogares, de la 
encuesta nacional de calidad de vida y otras encuestas. 

  

Sobre la viabilidad jurídica 

 

Este proyecto de ley no genera un aumento de los recursos públicos, por lo 
que no se necesita aprobación por parte del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público. A su vez, es importante anotar que no se afecta la 
confidencialidad tributaria establecida en la normatividad colombiana, 
toda vez que la anonimización de datos del contribuyente implica que la 
entidad generadora de las estadísticas debe garantizar que las 
declaraciones de renta no sean identificables a nivel individual. Este proceso 
es aplicado por el Dane para garantizar libre acceso a los datos 
recolectados por esta entidad sin violar la confidencialidad de los 
encuestados. 

 

Concepto del Ministerio de Hacienda 

 

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público considera que con el proyecto 
de ley se está modificando las funciones de la Dian. Pero esto no es cierto, 
en el decreto 4048 de 2008 de la Dian se establece en el artículo 17 que la 
Dian tiene como deber proporcionar las estadísticas e informes relacionados 

                                                                                                       
 

 

 

 

 

con la gestión tributaria. Este proyecto de ley no adiciona ni modifica las 
funciones de la Dian respecto a esta materia, solo especifica la forma en 
presentar sus estadísticas.  

Ahora bien, el Ministerio de Hacienda considera que se está violando la 
protección de datos pero, en el proyecto de ley se establece con claridad 
que los datos publicados serán anonimizados, como lo hace el Dane, razón 
por la que no se revelará información confidencial. Con la anonimización 
de datos no se podrá identificar a los contribuyentes. Si los datos 
anonimizados violan la intimidad, el Dane estaría incurriendo en una 
inconstitucionalidad toda vez que esta entidad presenta este tipo de datos 
al público por medio de su página web. 

 

Finalmente, el Ministerio de Hacienda considera que este proyecto no tiene 
en cuenta el Plan Nacional de Desarrollo. Pero este proyecto busca, en 
concordancia con el Plan Nacional de Desarrollo, ampliar las fuentes 
estadísticas del país.  

 

Modificaciones para primer debate 

En concordancia con los comentarios del Ministerio de Hacienda, y en el 
entedido que el Dane es la entidad estadística oficial del país, el Dane 
apoyará en la tarea de anonimización de datos de las declaraciones de 
renta presentadas ante la Dian. 

 

Artículo original Propuesta de artículo 
Artículo 2. Anonimización de datos. 
La Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales anonimizará 
los datos de las declaraciones de 
impuestos de personas naturales y 
jurídicas. Estos datos, después de 
anonimizados, serán de acceso al 
público y no violarán la normativa 
vigente sobre confidencialidad de 

Artículo 2. Anonimización de datos. 
La Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales anonimizará 
los datos de las declaraciones de 
impuestos de personas naturales y 
jurídicas. Estos datos, después de 
anonimizados, serán de acceso al 
público y no violarán la normativa 
vigente sobre confidencialidad de 

                                                                                                       
 

 

 

 

 

datos personales en el país. No se 
incluirán nombres, cédulas de 
ciudadanía ni números de 
identificación tributaria ni ningún 
otro dato que permita identificar a 
los contribuyentes. 
 
La base de datos puesta a 
disposición del público será una 
muestra estadísticamente 
representativa de los 
contribuyentes. Esta información 
reposará abierta al público en la 
página de internet oficial de la 
Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales. La misma deberá ser 
actualizada anualmente. La 
Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales tendrá hasta 180 días 
calendario para actualizar la 
información después de finalizada 
una vigencia fiscal.  
 
Parágrafo 1. La Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales 
podrá solicitar apoyo del 
Departamento Nacional de 
Estadística para garantizar una 
correcta anonimización de estos 
datos.  
 
Parágrafo 2. La Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales se 
encargará de la correcta 
anonimización de datos. Bajo 
ninguna circunstancia se podrá 
revelar el nombre, la cédula, el NIT o 
cualquier otro dato que permita 
identificar al contribuyente. En caso 

datos personales en el país. No se 
incluirán nombres, cédulas de 
ciudadanía ni números de 
identificación tributaria ni ningún 
otro dato que permita identificar a 
los contribuyentes. 
 
La base de datos puesta a 
disposición del público será una 
muestra estadísticamente 
representativa de los 
contribuyentes. Esta información 
reposará abierta al público en la 
página de internet oficial de la 
Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales. La misma deberá ser 
actualizada anualmente. La 
Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales tendrá hasta 180 días 
calendario para actualizar la 
información después de finalizada 
una vigencia fiscal.  
 
Parágrafo 1. La Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales 
podrá solicitar apoyo del 
Departamento Nacional de 
Estadística para garantizar una 
correcta anonimización de estos 
datos.  
 
Parágrafo 2. La Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales se 
encargará de la correcta 
anonimización de datos. Bajo 
ninguna circunstancia se podrá 
revelar el nombre, la cédula, el NIT o 
cualquier otro dato que permita 
identificar al contribuyente. En caso 
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de violar la confidencialidad 
tributaria definida en el artículo 583 
del estatuto tributario, se llevarán a 
cabo las sanciones 
correspondientes según la 
normativa colombiana.  
 

de violar la confidencialidad 
tributaria definida en el artículo 583 
del estatuto tributario, se llevarán a 
cabo las sanciones 
correspondientes según la 
normativa colombiana. 
 
Parágrafo 3. El Departamento 
Adminisrtativo Nacional de 
Estadística apoyará a la Dirección 
de Impuestos y Aduanas 
Nacionales en la anonimización de 
datos prevista en el presente 
artículo. 

 

 

Posibles causales de impedimentos para el debate 

Según la normativa colombiana un congresista debe declararse impedido 
en caso de tener un conflicto de interés en un proyecto de ley. Sin emargo, 
ningún congresistas se vería beneficiado por este proyecto toda vez que se 
permite la generación de estadísticas en el país.  

 

 

DAVID RACERO MAYORCA  

Representante a la Cámara por Bogotá 

 

 

 

 

                                                                                                       
 

 

 

 

 

 

Proposición 

 

Se solicita a la comisión tercera de la Cámara de Representantes dar primer 
debate al Proyecto de Ley 253 de 2020 “Por medio del cual se crean 
herramientas estadísticas para combatir la desigualdad” 

 

 

DAVID RACERO MAYORCA 

Representante a la Cámara por Bogotá 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                                                                       
 

 

 

 

 

 

Texto propuesto para primer debate 

 

 

Proyecto de Ley 253 de 2020  

 

“Por medio del cual se crean herramientas estadísticas para combatir la 
desigualdad” 

 

El Congreso de la República de Colombia 

 

Decreta 

 

Artículo 1. Objeto. El presente proyecto de ley busca que la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales o quien haga su papel, publique 
anualmente los datos anonimizados de sus contribuyentes y declarantes.  

 

 
Artículo 2. Anonimización de datos. La Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales anonimizará los datos de las declaraciones de impuestos de 
personas naturales y jurídicas. Estos datos, después de anonimizados, serán 
de acceso al público y no violarán la normativa vigente sobre 
confidencialidad de datos personales en el país. No se incluirán nombres, 
cédulas de ciudadanía ni números de identificación tributaria ni ningún otro 
dato que permita identificar a los contribuyentes. 
 
 
La base de datos puesta a disposición del público será una muestra 
estadísticamente representativa de los contribuyentes. Esta información 
reposará abierta al público en la página de internet oficial de la Dirección 

                                                                                                       
 

 

 

 

 

de Impuestos y Aduanas Nacionales. La misma deberá ser actualizada 
anualmente. La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales tendrá hasta 
180 días calendario para actualizar la información después de finalizada una 
vigencia fiscal.  
 
 
Parágrafo 1. La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales podrá solicitar 
apoyo del Departamento Nacional de Estadística para garantizar una 
correcta anonimización de estos datos.  
 
 
Parágrafo 2. La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales se encargará 
de la correcta anonimización de datos. Bajo ninguna circunstancia se podrá 
revelar el nombre, la cédula, el NIT o cualquier otro dato que permita 
identificar al contribuyente. En caso de violar la confidencialidad tributaria 
definida en el artículo 583 del estatuto tributario, se llevarán a cabo las 
sanciones correspondientes según la normativa colombiana.  
 
 
Parágrafo 3.El Departamento Adminisrtativo Nacional de Estadística 
apoyará a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales en la 
anonimización de datos prevista en el presente artículo. 
 
 
Artículo 3. Interoperabilidad de la base de datos anonimizados con los datos 
administrativos de la DIAN. Una versión de la base de datos entregada al 
público estará en un formato tal que permita que el código que escriban los 
investigadores para analizar la base de datos anonimizada pueda también 
ejecutarse en los sistemas internos de la DIAN, con el fin de que los 
investigadores académicos puedan entregar el código a la DIAN y solicitar 
la entrega de resultados que utilicen el universo de los datos, sin por eso tener 
que recibir el universo de los datos. 

 

Artículo 4. Actualización y anonimización de datos pasados. Aprobada y 
reglamentada esta ley, la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 
tendrá un plazo de 180 días calendario para anonimizar y publicar los datos 



Gaceta del Congreso  1221	 Viernes, 30 de octubre de 2020	 Página 17

                                                                                                       
 

 

 

 

 

anonimizados de quienes hayan declarado impuestos desde la vigencia 
fiscal del año 2000. 
  
Artículo 5. Actualización y anonimización de datos pasados. Aprobada y 
reglamentada esta ley, la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 
tendrá un plazo de 180 días calendario para anonimizar y publicar los datos 
anonimizados de quienes hayan declarado impuestos desde la vigencia 
fiscal del año 2000. 
 
 
Artículo 6. Vigencia y derogatoria. Esta ley rige desde su sanción y deroga 
todas las normas que le sean contrarias.  
 

 

DAVID RACERO MAYORCA  

Representante a la Cámara por Bogotá 
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Bogotá, D.C., octubre de 2020 
 
Honorable Representante 
NÉSTOR LEONARDO RICO RICO 
Presidente 
Comisión Tercera Constitucional Permanente 
Cámara de Representantes 
Ciudad 
 
Referencia: Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de ley número 416 de 2020 

Cámara, “Por medio de la cual se crea una exención transitoria del pago de cuota de 
compensación militar a los ciudadanos que han sufrido las consecuencias económicas 
de la Covid-19 y se dictan otras disposiciones”. 

 
 
Respetado Sr. Presidente: 
 
Cumpliendo con la designación y las instrucciones dispuestas por la Honorable Mesa Directiva de la 
Comisión Tercera Constitucional Permanente de la Cámara de Representantes y de conformidad con 
los artículos 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992, nos permitimos rendir informe de ponencia POSITIVA 
al Proyecto de ley número 416 de 2020 Cámara, “Por medio de la cual se crea una exención 
transitoria del pago de cuota de compensación militar a los ciudadanos que han sufrido las 
consecuencias económicas de la Covid-19 y se dictan otras disposiciones”. 
 
Atentamente, 
     

 
 
 

 
NUBIA LÓPEZ MORALES 

Coordinadora Ponente  
Representante a la Cámara  

 
 
 
 
 

 
FABIO FERNANDO ARROYAVE RIVAS 

Ponente 
Representante a la Cámara  

 
 
 
 

CARLOS JULIO BONILLA SOTO 
Ponente 

Representante a la Cámara  
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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY No. 416 
DE 2020 

 
CONTENIDO DE LA PONENCIA 

 
1. Trámite de la iniciativa 
2. Antecedentes del Proyecto 
3. Objeto del Proyecto  
4. Contenido original del Proyecto 
5. Problema a resolver 
6. Justificación e importancia del proyecto 
7. Fundamentos jurídicos 
8. Pliego de modificaciones 
9. Conflicto de interés 
10. Proposición final 
11. Texto propuesto para primer debate 

 
 
1. Trámite de la iniciativa 
 
El proyecto de Ley 416 de 2020 fue radicado el día 15 de septiembre de 2020 por los Honorables 
Representantes Juan Fernando Reyes Kuri, Carlos Adolfo Ardila Espinosa, Alejandro Carlos Chacón 
Camargo, Mauricio Parodi Díaz, Jaime Armando Yepes Martínez, Anatolio Hernández Lozano, Juan 
Carlos Lozada Vargas, Carlos Julio Bonilla Soto, John Jairo Roldan Avendaño, Andrés David Calle 
Aguas, Nubia López Morales, Fabio Fernando Arroyave Rivas, Alejandro Alberto Vega Pérez, 
Astrid Sánchez Montes De Oca, Juan David Vélez Trujillo, Henry Fernando Correal Herrera y los 
Honorables Senadores Antonio sanguino Páez, Berner León Zambrano Erazo, Laura Esther Fortich 
Sánchez, Luis Fernando Velasco Chaves y Andrés Cristo Bustos. El proyecto está publicado en la 
Gaceta No. De 2020. 
 
Posteriormente, el día 30 de septiembre de 2020, la Mesa Directiva de la Comisión Tercera de 
Cámara de Representantes designó como ponentes para primer debate a los suscritos Representantes: 
Nubia López Morales (Coordinadora Ponente), Fabio Fernando Arroyave Rivas y Carlos Julio 
Bonilla Soto (Ponentes), designación que nos fuera comunicada por correo electrónico de la comisión 
el mismo día. La presente ponencia se presenta en los términos establecidos.  
 
2. Antecedentes del Proyecto 
 
De manera particular, específica y directa, el presente proyecto de ley no tiene antecedentes similares 
en el trámite legislativo al interior del Congreso de la República. No obstante, sí existe un precedente 
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que, según la exposición de motivos de los autores de la iniciativa, deriva del Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica declarado en el municipio de Mocoa el 06 de abril del 2017. En 
vigencia de dicha declaración, sostienen los autores, el presidente de la República expidió el Decreto 
Legislativo 687 del 26 de abril del 2017 estableciendo beneficios a las personas damnificadas por el 
desastre natural (avalancha de los ríos Mulato, Mocoa y Sangoyaco), algunas de ellas relacionadas 
con el proceso de definición de la situación militar. El Decreto en mención fijó un plazo de seis meses 
para aceptar solicitudes de exención y/o aplazamiento de la situación militar, con fundamento en la 
calidad de damnificados del desastre natural y creó la exención del pago de cuota de compensación 
militar, de la sanción por no inscripción y de la expedición de la tarjeta de reservista. Estas medidas 
fueron debidamente analizadas en la sentencia C 437 del 2017 de la que se destaca en primer lugar 
su constitucionalidad, pertinencia, atención a los requisitos de finalidad, necesidad, proporcionalidad, 
motivación de incompatibilidad y no discriminación (Sentencia C 437 del 2017, 2017). 
 
3. Objeto del Proyecto 
 
El objeto central del proyecto es la adopción de medidas para establecer el beneficio de exención en 
el pago de la cuota de compensación militar y de las sanciones e infracciones causadas en el proceso 
de definición de la situación militar para aquellas personas que, según los criterios establecidos en el 
articulado de la ley, hayan sufrido las consecuencias económicas de la Covid-19. 
 
4. Contenido original del Proyecto 
 
El texto presentado para el proyecto de ley consta de seis artículos, y es el siguiente: 

 
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto adoptar medidas para establecer el beneficio de 
exención en el pago de la cuota de compensación militar y de las sanciones e infracciones causadas 
en el proceso de definición de la situación militar para aquellas personas que según los criterios de 
la presente ley han sufrido las consecuencias económicas de la Covid-19.  
Artículo 2°. Sujetos Beneficiarios. Para efectos de la presente ley se entenderán como sujetos 
beneficiarios a las personas que adelantando el trámite de definición de su situación militar hayan 
sido eximidos del ingreso a filas y cumplan con uno de los siguientes requisitos: 
1. Que alguna de las personas de quien dependa económicamente le haya sido terminado, 

suspendido o desmejorado su contrato de trabajo como consecuencia de la Covid-19.  
2. Que alguna de las personas de quien dependa económicamente le hayan iniciado proceso de 

insolvencia o reestructuración a causa de las consecuencias económicas de la Covid-19.  
3. Que alguna de las personas de quien dependa económicamente haya registrado una disminución 

de sus ingresos de más de treinta por ciento (30%) como consecuencia económica de la Covid-19 
durante al menos cinco (5) meses consecutivos.  
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4. Que alguna de las personas de quien dependa económicamente sea perteneciente a cualquier 
ramo de las ciencias de la salud y haya prestado sus servicios directos a pacientes con Covid-19. 

Parágrafo 1°. Cualquiera de los requisitos aquí descritos se entenderá cumplido sobre la persona 
que no dependa económicamente de su grupo familiar o de un tercero.  
Artículo 3°. Acreditación de la condición de beneficiario. Para demostrar la condición de sujetos 
beneficiarios solo se deberá presentar declaración juramentada de estar incluido dentro de las 
condiciones descritas en la presente Ley. 
Artículo 4°. Exención del pago de cuota de compensación militar, de la sanción por no inscripción 
y de la expedición de la tarjeta de reservista. Durante el término de dos (2) años contados a partir 
de la promulgación de la presente ley, quedan exentos del pago de la cuota de compensación militar 
y del costo de la expedición de la tarjeta de reservista, quienes además de cumplir la condición del 
artículo 2° de la presente ley hayan sido eximidos del ingreso a filas y sean mayores de edad hasta 
los cincuenta (50) años o cumplan la mayoría de edad durante la vigencia de la presente ley.    
Parágrafo 1°. A las personas que acrediten alguna condición establecida en el artículo 2° de la 
presente ley les serán condonadas las infracciones y sanciones que se generan en el proceso de 
definición de la situación militar.  
Parágrafo 2°. Las autoridades del Servicio de Reclutamiento y Movilización dispondrán lo necesario 
para que las personas beneficiadas con esta medida puedan realizar el trámite en su totalidad de 
forma virtual.  
Artículo 5°. Entrega de duplicado de la tarjeta de reservista. En el evento en que las personas 
calificadas como beneficiarias de las medidas previstas en la presente ley, hayan extraviado su tarjeta 
de reservista, se les deberá entregar su duplicado sin ningún costo. 
Artículo 6°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación.  

 
5. Problema a resolver 
 
La crisis generada por el coronavirus y las medidas implementadas para su contención han generado 
una profunda crisis sanitaria tanto como económica. En consecuencia, el Congreso está discutiendo 
medidas de muy diversa naturaleza para apoyar y/o aliviar a las empresas, a los trabajadores y a los 
emprendimientos, entre otros sectores, que han sido directamente afectados por la emergencia. Los 
ponentes sostenemos que las familias colombianas cuyos miembros deben definir su situación militar 
también requieren medidas de acompañamiento para soportar la crisis anotada.  
 
Como señalan los autores de la iniciativa, según el Ministerio de Defensa (Defensa, 2020) durante 
los últimos cinco años, trescientos setenta y nueve mil seiscientos treinta (379.630) ciudadanos 
obtuvieron la libreta militar de reservista de segunda clase. En el periodo comprendido entre el último 
trimestre del 2018 al año 2019, se han acogido a la cuota de compensación militar ocho mil 
doscientos setenta y siete (8277) ciudadanos que significaron ingresos al sector defensa por cerca de 
siete mil millones de pesos.  

 
 

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY Nº 416 DE 2020 CÁMARA 
“Por medio de la cual se crea una exención transitoria del pago de cuota de compensación militar a los ciudadanos que 

han sufrido las consecuencias económicas de la Covid-19 y se dictan otras disposiciones”. 
 

5 

Ante la emergencia económica derivada de la coyuntura mundial se hace necesario adoptar medidas 
para mitigar el impacto económico en las familias colombianas que deben adelantar el proceso de 
definición de la situación militar de alguno de sus miembros, y con tal fin desembolsar una suma de 
dinero correspondiente a una fórmula de liquidación del producto del patrimonio líquido (hasta el 
0.6%) y el promedio del Ingreso de Base de Cotización (hasta el 60% de su ingreso).   
 
La legislación actual establece la obligatoriedad de definir la situación militar por parte de los jóvenes 
para poder posesionarse en un cargo público, desempeñar un empleo en el sector privado o celebrar 
contratos de prestación de servicios (Ley 1861 de 2017), por lo cual, ante el creciente desempleo –
también asociado con la pandemia– y su afectación especial a la juventud (de acuerdo con el DANE 
la tasa de desempleo juvenil (entre 14 y 28 años) para el trimestre de febrero y abril fue de 22,8%), 
se deben adoptar medidas para permitir a los jóvenes la inserción en el sector productivo.  
 
6. Justificación e importancia del proyecto 
 
El proyecto de ley No. 416 de 2020 Cámara se ofrece como una alternativa para otorgar el beneficio 
de exención de pago de la cuota de compensación militar a las familias colombianas que han sufrido 
las consecuencias económicas de la COVID-19 y deben realizar el proceso de definición de la 
situación militar de alguno de sus miembros. Así mismo, busca facilitar las condiciones de la 
legislación del servicio militar obligatorio para que los jóvenes accedan al sector productivo. 
 
6.1 Estadísticas Ministerio de Defensa sobre la expedición de libreta militar de reservista de 
segunda clase. 
 
De acuerdo con información suministrada por el Ministerio de Defensa a través de su Dirección de 
Informática y Comunicaciones (DIRIC) entre el 2015 y el 2019, trecientos setenta y nueve mil 
seiscientos treinta (379.630) ciudadanos recibieron la tarjeta militar de reservista de segunda clase.  
 

 
1 Elaborado por la Dirección de Informática y Comunicaciones (2020) 

Actualmente, 18.180 ciudadanos están en tramite de exoneración o liquidación del pago de la Cuota 
de Compensación Militar para obtener la tarjeta de reservista de segunda clase, según información 
del Comando de Reclutamiento y Control Reservas del Ejército Nacional.  

 
 

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY Nº 416 DE 2020 CÁMARA 
“Por medio de la cual se crea una exención transitoria del pago de cuota de compensación militar a los ciudadanos que 

han sufrido las consecuencias económicas de la Covid-19 y se dictan otras disposiciones”. 
 

6 

Con respecto al recaudo por conceto de Cuota de Compensación, mora, multa y sanciones pecuniarias 
que se destina al Fondo de Defensa Nacional se puede establecer las siguientes relaciones.  
El Comando de Reclutamiento informa que para el año 2015, se recaudó $41.885.055.078 de los 
cuales se asignaron al Ejercito Nacional por el Fondo de Defensa, $1.600 millones destinados así:  
 

 
2Derecho de Petición 16 de junio de 2020 Min. Defensa 

Para el año 2016 el recaudo ascendió a $40.130.072.300 de los cuales el Fondo de Defensa Nacional 
asignó al Ejército $6.568 millones que atendieron las siguientes necesidades: 
 

 
3Derecho de Petición 16 de junio de 2020 Min. Defensa 

En 2017, el Comando de Reclutamiento y Control de Reservas reporta un recaudo por concepto de 
Compensación Militar por $40.176.164.300 mientras que la Dirección de Planeación y 
Presupuestación del Ministerio de Defensa señala que el recaudo fue de 26.798 millones de pesos. 
De esta ultima cifra, se destinaron $7.528 millones a atender las siguientes necesidades: 
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4Derecho de Petición 16 de junio de 2020 Min. Defensa 

Para los años 2018 y 2019, el Comando de Reclutamiento reporta recaudo por $1.034.645.978 y 
$5.960.646.217 respectivamente, mientras que la Dirección de Planeación y Presupuestación del 
Ministerio de Defensa señala recaudo del 2018 por $2.648 millones de pesos y 2019 por $8.933 
millones de pesos. Estos recursos se destinaron a cubrir costos de comunicación de los Distritos 
Militares y los costos bancarios del recaudo vía reciprocidad.  
 
7. Fundamentos jurídicos 
 
Los fundamentos jurídicos relacionados con el servicio militar y la cuota de compensación militar 
registran una larga trayectoria en el ordenamiento nacional. Baste con decir, como indican los autores 
que, acreditar la situación militar, como está establecido en el artículo 41 de la Ley 1861 de 2017, 
implica que, para ejercer cargos públicos, trabajar en el sector privado y celebrar contratos de 
prestación de servicios se debe definir la situación a través de los modos que la misma norma 
establece. (Congreso de la República, 2017). Estos modos son, a través de la prestación efectiva del 
servicio, con la declaración de no aptitud, superando la edad máxima de incorporación o finalmente 
al haber sido clasificados, mediante el pago de la cuota de compensación militar. Aquí radica la 
importancia de la definición de la situación militar y sus implicaciones restrictivas al proyecto de 
vida de los sujetos obligados.  
 
Las familias de los sujetos obligados a definir la situación militar que no deban ingresar a filas y por 
consiguiente puedan adelantar su plan de vida, deben realizar una contribución ciudadana, especial 
y pecuniaria al Tesoro Nacional. Esta contribución sui generis, regulada por el artículo 26 de la Ley 
1861 del 2017 y la Ley 1184 de 2008 (Congreso de la República, 2008), consiste en un pago a cargo 
del inscrito que no ingresa a filas y haya sido clasificado. La clasificación consiste en un acto por 
medio del cual la autoridad de reclutamiento determina que un ciudadano no puede ser incorporado 
por:  
 

“1. Encontrarse inmerso en una causal de exoneración establecidas en el artículo 12 de la 
presente ley. 
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2. No tener la aptitud psicofísica para la prestación del servicio. 
3. No haber cupo para su incorporación a las filas. 
4. Haber aprobado las tres fases de instrucción, así como el año escolar en establecimientos 
educativos autorizados como colegios militares y policiales dentro del territorio nacional.” 

 
De igual forma, el parágrafo único del artículo 26 de la Ley 1861 establece quienes están exonerados 
de pagar la cuota de compensación militar. Es importante recordar esta disposición pues corresponde 
al lugar donde se plantea la presente reforma transitoria en favor de las personas que se consideran, 
bajo los criterios del presente proyecto, víctimas de la covid-19.  
 

“PARÁGRAFO. Están exonerados de pagar cuota de compensación militar, los siguientes: a) Las 
personas en situación de discapacidad física, psíquica y neurosensoriales con afecciones 
permanentes graves e incapacitantes no susceptibles de recuperación;  
b) Los indígenas que acrediten su integridad cultural, social y económica a través de certificación 
expedida por el Ministerio del Interior; 
c) El personal clasificado en niveles 1, 2 o 3 del Sisbén, o puntajes equivalentes a dichos niveles, 
conforme a lo indicado por el Departamento Nacional de Planeación; 
d) Los soldados desacuartelados con ocasión al resultado de la evaluación de aptitud psicofísica 
final; 
e) Quienes al cumplir los 18 años estuvieren en condición de adoptabilidad, encontrándose bajo 
el cuidado y protección del Instituto Colombiano del Bienestar Familiar (ICBF); 
f) Las víctimas inscritas en el Registro Único de Víctimas; 
g) Los ciudadanos desmovilizados, previa acreditación de la Agencia Colombiana para la 
Reintegración; 
h) Los ciudadanos en condición de extrema pobreza previa acreditación del programa dirigido por 
la Agencia Nacional para la Superación de la Pobreza Extrema ANSPE-RED UNIDOS, o de la 
entidad que el Gobierno nacional determine para el manejo de esta población; 
i) Los ciudadanos que se encuentren en condición de habitabilidad de calle, previo censo y 
certificación por parte del respectivo ente territorial.” (Congreso de la República, 2017) 

 
Así mismo, conviene destacar que una medida como la que propone el presente proyecto de ley ya 
ha sido examinada por la Corte Constitucional, en el contexto de la emergencia declarada en 2017 
en el departamento de Putumayo. 
Al respecto, habría que recuperar, nuevamente, argumentos de los autores. Las medidas con relación 
a la exención del pago de la cuota de compensación militar fueron adoptadas en vigencia de una 
crisis humanitaria y en consideración a los impactos económicos que había representado el desastre 
natural para los habitantes del municipio de Mocoa. Estas medidas fueron debidamente analizadas 
en la sentencia C 437 del 2017 de la que se destaca en primer lugar su constitucionalidad, pertinencia, 
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atención a los requisitos de finalidad, necesidad, proporcionalidad, motivación de incompatibilidad 
y no discriminación (Sentencia C 437 del 2017, 2017).  
 
Se destacan los siguientes apartes de la sentencia C 437 de 2017: 
 

“De conformidad con el régimen aplicable, la Corte concluye que del pago de la cuota de 
compensación militar se encuentran excluidas las personas en condiciones de debilidad 
económica, de manera que no se produce la afectación de aquellos grupos de la población para 
los cuales la reducción de los ingresos puede tener el mayor impacto en lo relativo a la 
satisfacción de sus necesidades personales, familiares o domésticas. 
 
En los considerandos del Decreto 687 de 2017 fue consignado que la Ley 48 de 1993 “consagra 
las causales en las que se está exento de prestar el servicio militar, con la obligación de 
inscribirse y de pagar cuota de compensación militar”, siendo del caso anotar que, de acuerdo 
con la jurisprudencia, esta regla adoptada por el legislador es susceptible de ser modificada 
mediante decreto expedido al amparo del estado de excepción, en cuanto ostenta la misma 
jerarquía normativa”. (Sentencia C 437 del 2017, 2017) 

 
Respecto al requisito de finalidad cabe resaltar:  
 

“La Corte observa que el Decreto Legislativo 687 de 2017 contiene medidas que benefician a los 
varones damnificados por el desastre natural que se presentó en el Municipio de Mocoa, como 
la posibilidad de solicitar la exención y/o el aplazamiento de la prestación del servicio militar, 
la exención del pago de la cuota de compensación militar, de la sanción por no inscripción y de 
la expedición de la tarjeta de reservista o la entrega gratuita del duplicado de la tarjeta de 
reservista que se haya extraviado, a fin de permitirles sortear las consecuencias desfavorables 
derivadas de la no definición del servicio militar y de facilitarles, por ejemplo, la celebración de 
contratos, el ingreso a la carrera administrativa, la posesión en cargos públicos y, en suma, el 
logro de una vinculación laboral que les ayude a superar las consecuencias negativas de la 
calamidad pública de la cual son víctimas. 
 
En el ámbito específico del que se ocupa, el decreto examinado busca aportar una solución a las 
dificultades surgidas de la no definición del servicio militar, dificultades que agravan la situación 
de los varones afectados por la avalancha y las medidas tienen por finalidad la atención de ese 
aspecto que, además, fue tenido en cuenta y evaluado por el Gobierno Nacional como factor 
justificativo de la declaración del estado de emergencia, todo lo cual permite concluir que el 
Decreto 687 de 2017 satisface el requisito de finalidad.” (Sentencia C 437 del 2017, 2017) 
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Concluye la Corte, bajo ponencia del Magistrado Sustanciador Antonio José Lizarazo: 
 

“En efecto, (i) el decreto tiene conexidad externa con los motivos que originaron la declaración 
del estado de excepción y existe conexidad interna entre las consideraciones expuestas y las 
medidas adoptadas, (ii) el requisito de finalidad se encuentra satisfecho, dado que las 
disposiciones expedidas buscan ofrecer una solución a las dificultades que, sobre todo en materia 
de empleabilidad, se derivan de la falta de definición del servicio militar, (iii) también se cumple 
el requisito de necesidad, porque desde el punto de vista fáctico, las medidas son útiles para 
enfrentar el problema abordado, mientras que en el plano jurídico se comprobó que la aplicación 
de la normatividad que ordinariamente rige la definición de la situación militar agrava la 
situación de los damnificados por el desastre natural.  Adicionalmente, el Decreto 687 de 2017 
(iv) atiende debidamente el requisito de proporcionalidad, puesto que las medidas en él 
contenidas, fuera de servir a una finalidad constitucional, ofrecen más beneficios que los costos 
que podrían pesar sobre otros principios constitucionales, (v) supera el requisito de motivación 
de incompatibilidad, ya que el Gobierno expuso razones demostrativas de que el régimen 
ordinario no brinda una solución integral y rápida al problema enfrentado, y (vi) satisface el 
requisito de no discriminación, por cuanto las medidas establecidas no imponen tratos 
diferenciales injustificados entre las personas.En concordancia con lo anterior, la Corte advierte 
que la normatividad examinada no infringe preceptos constitucionales, ni normas integradas en 
el bloque de constitucionalidad o pertenecientes a tratados internacionales aplicables en los 
estados de excepción, como tampoco la Ley 137 de 1994, Estatutaria de los Estados de 
Excepción.” (Sentencia C 437 del 2017, 2017) 
 

Poco cabría agregar al acertado análisis expuesto por la Corte con relación a las medidas allí 
adoptadas. El presente proyecto de ley busca adaptar las medidas de este Decreto Legislativo a la 
realidad económica actual y pretende otorgar un beneficio a las familias que deben definir la situación 
militar de alguno de sus miembros y contribuir a la disminución de barreras para acceso a la 
empleabilidad juvenil.  
 

8. Pliego de modificaciones 
 
Con base en las anteriores consideraciones y los argumentos expuestos que en definitiva demuestran 
la necesidad de continuar con el trámite del proyecto de ley en el Congreso de la República, 
presentamos a continuación el siguiente pliego de modificaciones. 
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TEXTO ORIGINAL 
PROYECTO DE LEY No. 416 

de 2020 Cámara 

TEXTO PROPUESTO 
PROYECTO DE LEY No. 416 

de 2020 Cámara 

JUSTIFICACIÓN 

“Por medio de la cual se crea 
una exención transitoria del 

pago de cuota de compensación 
militar a los ciudadanos que 

han sufrido las consecuencias 
económicas de la Covid-19 y se 

dictan otras disposiciones”. 

“Por medio de la cual se crea 
una exención transitoria del 

pago de cuota de compensación 
militar a los ciudadanos que 

han sufrido las consecuencias 
económicas de la Covid-19 y se 

dictan otras disposiciones”. 

Queda igual. 

Artículo 1°. Objeto. La presente 
ley tiene por objeto adoptar 
medidas para establecer el 
beneficio de exención en el pago 
de la cuota de compensación 
militar y de las sanciones e 
infracciones causadas en el 
proceso de definición de la 
situación militar para aquellas 
personas que según los criterios 
de la presente ley han sufrido las 
consecuencias económicas de la 
Covid-19.  

Artículo 1°. Objeto. La presente 
ley tiene por objeto adoptar 
medidas para establecer el 
beneficio de exención en el pago 
de la cuota de compensación 
militar y de las sanciones e 
infracciones causadas en el 
proceso de definición de la 
situación militar para aquellas 
personas que según los criterios de 
la presente ley han sufrido las 
consecuencias económicas de la 
Covid-19. 

Queda igual. 

Artículo 2°. Sujetos 
Beneficiarios. Para efectos de la 
presente ley se entenderán como 
sujetos beneficiarios a las 
personas que adelantando el 
trámite de definición de su 
situación militar hayan sido 
eximidos del ingreso a filas y 
cumplan con uno de los 
siguientes requisitos: 

1. Que alguna de las personas 
de quien dependa 
económicamente le haya 
sido terminado, suspendido 
o desmejorado su contrato 
de trabajo como 
consecuencia de la Covid-
19.  

2. Que alguna de las personas 
de quien dependa 
económicamente le hayan 
iniciado proceso de 

Artículo 2°. Sujetos 
Beneficiarios. Para efectos de la 
presente ley se entenderán como 
sujetos beneficiarios a las 
personas que adelantando el 
trámite de definición de su 
situación militar hayan sido 
eximidos del ingreso a filas y 
cumplan con uno de los siguientes 
requisitos: 

1.Que alguna de las personas de 
quien dependa económicamente le 
haya sido terminado, suspendido o 
desmejorado su contrato de 
trabajo o de prestación de 
servicios como consecuencia de la 
Covid-19, para lo cual deberá 
allegar el documento que 
acredite la terminación, 
suspensión o desmejoramiento 

 
 
Se ajusta el artículo para la 
identificación completa y 
suficiente de cada uno de los 
grupos de beneficiarios 
contemplados en la presente ley. 
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insolvencia o 
reestructuración a causa de 
las consecuencias 
económicas de la Covid-19.  

3. Que alguna de las personas 
de quien dependa 
económicamente haya 
registrado una disminución 
de sus ingresos de más de 
treinta por ciento (30%) 
como consecuencia 
económica de la Covid-19 
durante al menos cinco (5) 
meses consecutivos.  

4. Que alguna de las personas 
de quien dependa 
económicamente sea 
perteneciente a cualquier 
ramo de las ciencias de la 
salud y haya prestado sus 
servicios directos a 
pacientes con Covid-19. 
 

Parágrafo 1°. Cualquiera de los 
requisitos aquí descritos se 
entenderá cumplido sobre la 
persona que no dependa 
económicamente de su grupo 
familiar o de un tercero. 

de su vínculo laboral o 
contractual. 

2.Que alguna de las personas 
naturales comerciantes y no 
comerciantes de quien dependa 
económicamente haya iniciado 
proceso de insolvencia o 
reestructuración a causa de las 
consecuencias económicas de la 
Covid-19, para lo cual deberá 
allegar el certificado de la 
existencia del proceso o el auto 
admisorio correspondiente, en 
los términos de la ley 1116 de 
2006 o ley 1564 de 2012. 
 
3.Que alguna de las personas de 
quien dependa económicamente 
haya registrado una disminución 
de sus ingresos de más de treinta 
por ciento (30%) como 
consecuencia económica de la 
Covid-19 durante al menos cinco 
(5) meses consecutivos, para lo 
cual deberá allegar certificado 
suscrito por contador público 
titulado e inscrito. 
 
4. Que alguna de las 
personas de quien dependa 
económicamente sea 
perteneciente a cualquier ramo de 
las ciencias de la salud, de los 
sectores de abastecimiento de 
alimentos, seguridad y servicios 
generales de aseo o limpieza que 
hayan prestado sus servicios 
atendiendo la pandemia 
ocasionada por el Covid -19, 
para lo cual será suficiente la 
acreditación del vínculo laboral 
o contractual en dichos sectores. 

Parágrafo 1°. Cualquiera de los 
requisitos aquí descritos se 
entenderá cumplido sobre la 
persona que no dependa 
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económicamente de su grupo 
familiar o de un tercero. 

Artículo 3°. Acreditación de la 
condición de beneficiario. Para 
demostrar la condición de sujetos 
beneficiarios solo se deberá 
presentar declaración 
juramentada de estar incluido 
dentro de las condiciones 
descritas en la presente Ley.   

Artículo 3°. Acreditación de 
la condición de beneficiario. 
Para demostrar la condición de 
sujetos beneficiarios solo se 
podrán exigir las pruebas 
expresamente señaladas en el 
artículo anterior, dependiendo 
de la causal que invoque el 
solicitante. 

Ningún funcionario, contratista 
o cualquier persona que 
intervenga o tenga a cargo 
actividades relacionadas a la 
expedición de la libreta militar, 
podrá requerir pruebas 
diferentes a las señaladas en el 
artículo 2º de la presente ley, so 
pena de configurarse falta 
grave. 

  

Se modifica el artículo 3 en 
armonía con el anterior, 
cerrando la posibilidad de que 
funcionarios se excedan en el 
proceso de trámite de la libreta 
miliar. 

Artículo 4°. Exención del pago 
de cuota de compensación 
militar, de la sanción por no 
inscripción y de la expedición 
de la tarjeta de reservista. 
Durante el término de dos (2) 
años contados a partir de la 
promulgación de la presente ley, 
quedan exentos del pago de la 
cuota de compensación militar y 
del costo de la expedición de la 
tarjeta de reservista, quienes 
además de cumplir la condición 
del artículo 2° de la presente ley 
hayan sido eximidos del ingreso a 
filas y sean mayores de edad 
hasta los cincuenta (50) años o 
cumplan la mayoría de edad 
durante la vigencia de la presente 
ley.    
 

Artículo 4°. Exención del pago 
de cuota de compensación 
militar, de la sanción por no 
inscripción y de la expedición 
de la tarjeta de reservista. 
Durante el término de dos (2) 
años contados a partir de la 
promulgación de la presente ley, 
quedan exentos del pago de la 
cuota de compensación militar y 
del costo de la expedición de la 
tarjeta de reservista, quienes 
además de cumplir la condición 
del artículo 2° de la presente ley 
hayan sido eximidos del ingreso a 
filas y sean mayores de edad 
hasta los cincuenta (50) años o 
cumplan la mayoría de edad 
durante la vigencia de la presente 
ley.    
 

Queda igual. 
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Parágrafo 1°. A las personas que 
acrediten alguna condición 
establecida en el artículo 2° de la 
presente ley les serán condonadas 
las infracciones y sanciones que 
se generan en el proceso de 
definición de la situación militar.  
 
Parágrafo 2°. Las autoridades 
del Servicio de Reclutamiento y 
Movilización dispondrán lo 
necesario para que las personas 
beneficiadas con esta medida 
puedan realizar el trámite en su 
totalidad de forma virtual.  

Parágrafo 1°. A las personas que 
acrediten alguna condición 
establecida en el artículo 2° de la 
presente ley les serán condonadas 
las infracciones y sanciones que 
se generan en el proceso de 
definición de la situación militar.  
 
Parágrafo 2°. Las autoridades del 
Servicio de Reclutamiento y 
Movilización dispondrán lo 
necesario para que las personas 
beneficiadas con esta medida 
puedan realizar el trámite en su 
totalidad de forma virtual. 

Artículo 5°. Entrega de 
duplicado de la tarjeta de 
reservista. En el evento en que 
las personas calificadas como 
beneficiarias de las medidas 
previstas en la presente ley, hayan 
extraviado su tarjeta de 
reservista, se les deberá entregar 
su duplicado sin ningún costo. 

Artículo 5°. Entrega de 
duplicado de la tarjeta de 
reservista. En el evento en que las 
personas calificadas como 
beneficiarias de las medidas 
previstas en la presente ley, hayan 
extraviado su tarjeta de reservista, 
se les deberá entregar su 
duplicado sin ningún costo. 

Queda igual 

Artículo 6°. Vigencia. La 
presente ley rige a partir de su 
promulgación.  

Artículo 6°. Vigencia. La 
presente ley rige a partir de su 
promulgación. 

Queda igual 

 

 
 

9. Conflicto de interés 
 

Dando cumplimiento a lo establecido en el artículo 3 de la Ley 2003 del 19 de noviembre de 2019, 
por la cual se modifica parcialmente la Ley 5 de 1992, se hacen las siguientes consideraciones:  
 
Se estima que de la discusión y aprobación del presente Proyecto de Ley no podría generarse un 
conflicto de interés en consideración al interés particular, actual y directo de los congresistas, de su 
cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, por cuanto se trata de medidas de carácter 
general.  
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Sobre este asunto ha señalado el Consejo de Estado (2019): 
 

“No cualquier interés configura la causal de desinvestidura en comento, pues se sabe que 
sólo lo será aquél del que se pueda predicar que es directo, esto es, que per se el alegado 
beneficio, provecho o utilidad encuentre su fuente en el asunto que fue conocido por el 
legislador; particular, que el mismo sea específico o personal, bien para el congresista o 
quienes se encuentren relacionados con él; y actual o inmediato, que concurra para el 
momento en que ocurrió la participación o votación del congresista, lo que excluye sucesos 
contingentes, futuros o imprevisibles. También se tiene noticia que el interés puede ser de 
cualquier naturaleza, esto es, económico o moral, sin distinción alguna”. 

 
Se recuerda que la descripción de los posibles conflictos de interés que se puedan presentar frente al 
trámite del presente proyecto de ley, conforme a lo dispuesto en el artículo 291 de la ley 5 de 1992 
modificado por la ley 2003 de 2019, no exime al Congresista de identificar causales adicionales. 
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10.  PROPOSICIÓN 
 
 
Con fundamento en lo anteriormente expuesto, se rinde informe de ponencia positiva y en 
consecuencia se solicita a los honorables miembros de la Comisión Tercera Constitucional de la 
Cámara de Representantes dar primer debate al Proyecto de Ley número 416 de 2020 Cámara, “Por 
medio de la cual se crea una exención transitoria del pago de cuota de compensación militar a los 
ciudadanos que han sufrido las consecuencias económicas de la Covid-19 y se dictan otras 
disposiciones” de conformidad con el texto aquí propuesto. 
 
 
 
 
De los honorables Congresistas, 
 
 
        
 

 
 
 

 
NUBIA LÓPEZ MORALES 

Coordinadora Ponente  
Representante a la Cámara  

 
 
 
 
 

 
FABIO FERNANDO ARROYAVE RIVAS 

Ponente 
Representante a la Cámara  

 
 
 
 

CARLOS JULIO BONILLA SOTO 
Ponente 

Representante a la Cámara  
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11. Texto propuesto 
 

 
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY No. 416 DE 

2020 CÁMARA 
 
 

“Por medio de la cual se crea una exención transitoria del pago de cuota de compensación 
militar a los ciudadanos que han sufrido las consecuencias económicas de la Covid-19 y se 

dictan otras disposiciones” 
 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA, 
DECRETA 

 
 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto adoptar medidas para establecer el beneficio de 
exención en el pago de la cuota de compensación militar y de las sanciones e infracciones causadas 
en el proceso de definición de la situación militar para aquellas personas que según los criterios de la 
presente ley han sufrido las consecuencias económicas de la Covid-19.  
 
Artículo 2°. Sujetos Beneficiarios. Para efectos de la presente ley se entenderán como sujetos 
beneficiarios a las personas que adelantando el trámite de definición de su situación militar hayan 
sido eximidos del ingreso a filas y cumplan con uno de los siguientes requisitos: 

1. Que alguna de las personas de quien dependa económicamente le haya sido terminado, 
suspendido o desmejorado su contrato de trabajo o de prestación de servicios como consecuencia 
de la Covid-19, para lo cual deberá allegar el documento que acredite la terminación, suspensión 
o desmejoramiento de su vínculo laboral o contractual. 

2. Que alguna de las personas naturales comerciantes y no comerciantes de quien dependa 
económicamente haya iniciado proceso de insolvencia o reestructuración a causa de las 
consecuencias económicas de la Covid-19, para lo cual deberá allegar el certificado de la 
existencia del proceso o el auto admisorio correspondiente, en los términos de la ley 1116 de 
2006 o ley 1564 de 2012. 

3. Que alguna de las personas de quien dependa económicamente haya registrado una disminución 
de sus ingresos de más de treinta por ciento (30%) como consecuencia económica de la Covid-
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19 durante al menos cinco (5) meses consecutivos, para lo cual deberá allegar certificado suscrito 
por contador público titulado e inscrito. 

4. Que alguna de las personas de quien dependa económicamente sea perteneciente a cualquier 
ramo de las ciencias de la salud, de los sectores de abastecimiento de alimentos, seguridad y 
servicios generales de aseo o limpieza que hayan prestado sus servicios atendiendo la pandemia 
ocasionada por el Covid -19, para lo cual será suficiente la acreditación del vínculo laboral o 
contractual en dichos sectores. 

Parágrafo 1°. Cualquiera de los requisitos aquí descritos se entenderá cumplido sobre la persona que 
no dependa económicamente de su grupo familiar o de un tercero. 
 
Artículo 3°. Acreditación de la condición de beneficiario. Para demostrar la condición de sujetos 
beneficiarios solo se podrán exigir las pruebas expresamente señaladas en el artículo anterior, 
dependiendo de la causal que invoque el solicitante. 

Ningún funcionario, contratista o cualquier persona que intervenga o tenga a cargo actividades 
relacionadas a la expedición de la libreta militar, podrá requerir pruebas diferentes a las señaladas en 
el artículo 2º de la presente ley, so pena de configurarse falta grave. 

Artículo 4°. Exención del pago de cuota de compensación militar, de la sanción por no 
inscripción y de la expedición de la tarjeta de reservista. Durante el término de dos (2) años 
contados a partir de la promulgación de la presente ley, quedan exentos del pago de la cuota de 
compensación militar y del costo de la expedición de la tarjeta de reservista, quienes además de 
cumplir la condición del artículo 2° de la presente ley hayan sido eximidos del ingreso a filas y sean 
mayores de edad hasta los cincuenta (50) años o cumplan la mayoría de edad durante la vigencia de 
la presente ley.    
 
Parágrafo 1°. A las personas que acrediten alguna condición establecida en el artículo 2° de la 
presente ley les serán condonadas las infracciones y sanciones que se generan en el proceso de 
definición de la situación militar.  
 
Parágrafo 2°. Las autoridades del Servicio de Reclutamiento y Movilización dispondrán lo necesario 
para que las personas beneficiadas con esta medida puedan realizar el trámite en su totalidad de forma 
virtual.  
 
Artículo 5°. Entrega de duplicado de la tarjeta de reservista. En el evento en que las personas 
calificadas como beneficiarias de las medidas previstas en la presente ley, hayan extraviado su tarjeta 
de reservista, se les deberá entregar su duplicado sin ningún costo. 
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Artículo 6°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación.  
 
 De los honorables congresistas,  
 
 
 

 
 
 

 
NUBIA LÓPEZ MORALES 

Coordinadora Ponente  
Representante a la Cámara  

 
 
 
 
 

 
FABIO FERNANDO ARROYAVE RIVAS 

Ponente 
Representante a la Cámara  

 
 
 
 

CARLOS JULIO BONILLA SOTO 
Ponente 

Representante a la Cámara  
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PONENCIA NEGATIVA PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

253 DE 2020 CÁMARA

por medio del cual se crean herramientas 
estadísticas para combatir la desigualdad. 

 

 

 
 

Cámara de Representantes 
Carrera 7 No. 8-68 – Capitolio Nacional (Calle 10 No. 7-50) – Bogotá D.C.  

 
 

Bogotá, D.C., 23 de octubre de 2020 

 

Honorable Representante  
NESTOR LEONARDO RICO RICO 
Presidente 
ELIZABETH MARTÍNEZ BARRERA 
Secretaria  
Comisión Tercera Constitucional Permanente  
Cámara de Representantes  
 

Asunto: Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de ley número 
253 de 2020 Cámara, “Por medio del cual se crean herramientas estadísticas 
para combatir la desigualdad”. 

 

Respetado señor Presidente, 

 

En cumplimiento del encargo hecho por la Honorable Mesa Directiva de la Comisión 
Tercera Constitucional de la Cámara de Representantes del Congreso de la 
República y de conformidad con lo establecido en el artículo 156 de la Ley 5ª de 
1992, procedo a rendir Informe de ponencia para primer debate en Cámara al 
proyecto de Ley número 253 de 2020 Cámara, “Por medio del cual se crean 
herramientas estadísticas para combatir la desigualdad”.  

 
El contenido temático de esta ponencia se presenta de la siguiente manera: 
 
1. Antecedentes del Proyecto de Ley. 
1.1. Radicación del proyecto. 
1.2. Trámite del proyecto en Comisión Tercera Constitucional Permanente de la 
Cámara de Representantes. 
 
2. Contenido del proyecto de ley. 

 

 

 
 

Cámara de Representantes 
Carrera 7 No. 8-68 – Capitolio Nacional (Calle 10 No. 7-50) – Bogotá D.C.  

 
 

2.1. Objeto 
2.2. Exposición de Motivos 
2.3. Propuesta  
 
3. Conceptos institucionales 
3.1. Instituto Colombiano de Derecho Tributario - ICDT 
3.2. Dirección Nacional de Impuestos y Aduanas - DIAN 
3.3. Ministerio de Hacienda y Crédito Público  
 
4. Consideraciones de los ponentes con respecto al proyecto de ley. 
4.1. Consideraciones de carácter legal y constitucional. 
4.2. Consideraciones de conveniencia. 
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1. ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY 
 

1.1. Radicación del Proyecto de ley 

El Proyecto de Ley número 253 de 2020/Cámara, “Por medio del cual se crean 
herramientas estadísticas para combatir la desigualdad”, es de autoría del 
Honorable Representante David Racero Mayorca, cuya fecha de radicación es del 
21 de julio de 2020.  

1.2. Trámite del proyecto en Comisión Tercera Constitucional 
Permanente de la Cámara de Representantes. 

Por la naturaleza del proyecto y con atención a los criterios de reparto establecidos 
en la constitución y la Ley, la Secretaría de la Cámara de Representantes, remitió 
el proyecto a la Comisión Tercera Constitucional Permanente y en cuya Secretaría 
se designó mediante oficio de fecha de 21 de septiembre, para el análisis y 
elaboración de la ponencia respectiva, a los Honorables Representantes Enrique 
Cabrales Baquero y David Ricardo Racero Mayorca. 

 

 

 
 

Cámara de Representantes 
Carrera 7 No. 8-68 – Capitolio Nacional (Calle 10 No. 7-50) – Bogotá D.C.  

 
 

Posteriormente, al plazo inicial definido de acuerdo a la fecha de radicación (21 de 
septiembre de 2020), se le realizó una solicitud de prórroga de fecha 06 de octubre 
de 2020, toda vez que, a la fecha no se habían obtenido los conceptos solicitados  
al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y a la Dirección de Aduanas e impuestos 
Nacionales de Colombia DIAN, con el fin de que las mismas conceptuarán sobre la 
pertinencia, conveniencia, oportunidad y viabilidad técnica del Proyecto de Ley de 
la referencia.  

Dicha solicitud fue aprobada mediante correo electrónico de fecha 09 de octubre de 
2020 por la Secretaría general de la Comisión Tercera y se concedió un plazo de 
15 días calendario, es decir, hasta el 24 de octubre de 2020. 

2. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY 
 

2.1. Objeto 

El proyecto de Ley No. 253 de 2020 tiene como objetivo “crear herramientas 
estadísticas para combatir la desigualdad”, mediante la anonimización de los datos 
de los contribuyentes por parte de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 
– DIAN y poniendo esta información en bases de datos a disposición del público, 
con el fin de garantizar información más precisa para la toma de decisiones de 
política tributaria. 

2.2. Exposición de Motivos  

Aunque el país cuenta con una base de datos e información estadística bastante 
detallada sobre las condiciones económicas del país, de acuerdo al autor del 
proyecto de Ley Honorable representante David Racero, lo anterior, no es óbice 
para que dicha información no sea susceptible de mejora.  

El anterior aspecto cobra mayor relevancia, si se tiene en cuenta que la información 
es un recurso fundamental e imprescindible para el ejercicio legislativo y académico, 
para diseño de políticas públicas y en general para la toma de decisiones de 
cualquier índole. 

En el país, el Departamento Administrativo Nacional de estadística – DANE, 
históricamente tiene desarrollos bastante significativos al respecto y ha desarrollado 
encuestas relevantes como la gran encuesta de Hogares o la Encuesta Anual de 
calidad de vida, las cuales le han permitido a la comunidad obtener información 
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relevante, actualizada y anonimizada sobre las condiciones socioeconómicas de la 
población colombiana. 

Por otra parte, es claro que la Dirección de aduanas e impuestos nacionales DIAN, 
a su vez caracteriza toda la información tributaria de los colombianos, razón por la 
cual el Proyecto de ley 253 de 2020/Cámara “Por medio del cual se crean 
herramientas estadísticas para combatir la desigualdad”, pretende la ampliación de 
la información estadística que está disponible para el público desde la DIAN, 
generada a partir de las declaraciones de renta de los colombianos (personas 
naturales y jurídicas), mediante la expedición de una regulación que le permita a la 
misma entregar los datos de manera anonimizada. 

La anterior propuesta radica en el hecho de que si bien la DIAN en su página web 
genera y entrega estadísticas tributarias sectorizadas por sector o actividad 
económica, según el autor del Proyecto de Ley “la expedición de datos de manera 
anonimizada de las declaraciones de renta permitirían avanzar en investigaciones 
socio económicas para las cuales los datos agregados no son suficientes” y cita 
investigaciones y estudios realizados por Alvaredo y Londoño (2013), en las cuales 
se ha analizado datos como la distribución de ingresos y tributación desde una 
perspectiva de género y no de manera global.   

Estos datos por ejemplo permitirían la tipificación de los ingresos desde una 
perspectiva de género y permitirían evidenciar problemas de desigualdad 
adicionales y en algunos casos más relevantes para la toma de decisiones a los que 
se generan desde una perspectiva netamente basada en el coeficiente de GINI1, 
por cuanto este (de acuerdo al autor del Proyecto de Ley) “no toma en cuenta los 
valores más extremos de la distribución de ingreso”. 

Así mismo, se cita un estudio de Ávila (2015) que esboza como la política tributaria 
tiene algunos sesgos negativos en materia de género.  

Las investigaciones anteriormente referenciadas, así como casos internacionales 
de países desarrollados citados por el autor, como Estados Unidos (Individual 
Income Tax Public Use Sample), Alemania (Income tax scientific) y El Caso de 
España (Estadística de los declarantes de IRPF y las Estadísticas por partidas del 

                                                           
1 El coeficiente de GINI es una medida de la desigualdad, que generalmente se utiliza para medir la 
desigualdad en los ingresos dentro de un país. 
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IVA), donde el uso de bases de datos anonimizadas es una práctica recurrente y ha 
permitido avanzar en múltiples investigaciones de orden socioeconómico   
demuestran y sustentan la relevancia de contar con datos anonimizados de las 
declaraciones de renta y sustentarían la importancia del Proyecto de Ley 253 de 
2020, en tanto supondría la generación de información mejor caracterizada a la 
existente y permitiría una mejor toma de decisiones y la elaboración de políticas 
públicas mejor sustentadas en lo referente a inequidad de ingresos desde una 
perspectiva de género. 

2.3. Propuesta 

El proyecto de Ley 253 de 2020 “Por medio del cual se crean herramientas 
estadísticas para combatir la desigualdad”, pretende que la Dirección de Impuestos 
y Aduanas Nacionales – DIAN, anonimice los datos obtenidos de las declaraciones 
de renta de los contribuyentes y que coloque dichas bases de datos a disposición 
del público en general, con el fin de garantizar mayor acceso a la información e 
información más precisa y mejor caracterizada para la elaboración  de políticas 
públicas y para la toma de decisiones de diferente orden. 

Dicha anonimización (que implicaría el generar bases de datos con información en 
donde no se incluyeran nombres, números de cedula, NIT, ni ningún otro dato que 
permitiera identificar a los contribuyentes), de acuerdo a lo estipulado en el Proyecto 
de Ley, se realizaría a partir de la vigencia fiscal del año 2000 en adelante y se 
actualizaría año tras año y estaría a cargo de la Dirección de Impuestos y Aduanas 
nacionales – DIAN, quien sería la entidad encargada de generar dichas bases de 
datos (en un plazo no mayor a 180 días) y que de considerarlo de acuerdo al 
parágrafo 1 del artículo 2 del Proyecto de Ley, en caso de considerarlo necesario 
podría solicitar el apoyo del Departamento Nacional de Estadística – DANE, para 
realizar la respectiva armonización de estos datos. 

3. CONCEPTOS INSTITUCIONALES 
 

3.1. Concepto Instituto Colombiano de Derecho Tributario 
 

Se obtuvo concepto técnico del Instituto Colombiano de Derecho Tributario – ICDT 
con fecha de agosto 26 de 2020. Al respecto vale la pena resaltar las siguientes 
consideraciones realizadas por el ICDT sobre el proyecto de ley 253 de 2020: 
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“Visto el panorama actual que se ha reseñado brevemente, el ICDT puede 
afirmar que el efecto distributivo de algunos cambios impositivos debería 
favorecer en mayor medida a las mujeres o al cónyuge cuidador y ayudaría 
a la sociedad a cambiar comportamientos patriarcales que reproduce el 
sistema tributario neutral y uniforme.   Pero en cualquier caso, los impuestos 
por si solos no son la mejor herramienta para lograr estos objetivos, de 
manera que deben combinarse con otros cambios de política en muchos 
frentes.   Dicho de otra forma, los factores profundamente arraigados que 
afectan los roles de género con respecto al mercado laboral y las 
responsabilidades de cuidado no pueden ser totalmente contrarrestadas por 
el sistema tributario. Indirectamente, sin embargo, las reformas fiscales 
podrían ayudar. 
 
Así las cosas, parece sensato que el proyecto sometido a nuestra opinión se 
encamine primero a generar insumos para evaluar la política tributaria 
existente y direccionar el cambio por un camino más seguro. 
 
Sobre el articulado sometido a nuestra opinión, recomendamos incluir todas 
las opciones de genero de manera que no se limite al esquema binario 
hombre-mujer, sino que se incluya una casilla “otros”.   Así mismo opinamos 
que deben excluirse de este proyecto obligaciones de clasificación para 
“personas jurídicas” completamente ajenas a esta problemática tributaria de 
género”. 

 
La información anónima no atenta contra ninguno de los principios 
constitucionales puesto que no se revela la identidad de ninguno de los 
contribuyentes sino la composición económica de los hogares según el 
género, lo que puede hacerse en colaboración del DANE, como lo propone 
el proyecto que avanza”. (Subrayado fuera del texto) 
 

3.2. Concepto Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 
 
Mediante Radicado 202082140100146400 con fecha de 29 de septiembre de 2020 
se solicitó mediante Derecho de Petición, concepto técnico sobre la conveniencia 
pertinencia y oportunidad del Proyecto de Ley, sin embargo, la entidad remitió 
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respuesta de fecha 02 de octubre de 2020, indicando que la solicitud no era clara y 
solicitando aclarar la misma (al parecer por falta de consulta del derecho de petición 
adjunto), razón por lo cual, se radicó nuevamente derecho de petición el día 20 de 
octubre de 2020 aclarando que la solicitud iba especifica en archivo adjunto; lo 
anterior, mediante radicado 202082140100159437, sin que a la fecha de la 
elaboración de la presente ponencia se haya recibido respuesta de la misma. 
 

3.3. Concepto Ministerio de Hacienda y Crédito Publico 
 
Mediante radicado 2-2020-053521 de fecha 21 de octubre de 2020, el señor Vice 
Ministro General Juan Alberto Londoño Martínez, emite respuesta al concepto 
técnico solicitado sobre la viabilidad técnica y jurídica del Proyecto 253 de 2020 
solicitada a esa cartera mediante Derecho de Petición con radicado 1-2020-088687 
del 29 de septiembre de 2020. Con relación a la viabilidad jurídica del proyecto de 
ley, se plantean las siguientes consideraciones:  
 

 El Proyecto de Ley no tiene en cuenta el Plan Nacional de Desarrollo:  
 
“La exposición de motivos no tiene en cuenta que mediante la Ley 1955 de 
20191 , en su artículo 155 (que modificó el artículo 160 de la Ley 1753 de 
20152 ) se creó el Sistema Estadístico Nacional con el objetivo de suministrar 
a la sociedad y al Estado, estadísticas oficiales nacionales y territoriales de 
calidad, con procedimientos y estándares estadísticos internacionales, 
optimizando el uso de los registros administrativos producidos por todas las 
entidades que lo conforman, aspecto que contribuirá a la transparencia, 
pertinencia, interoperabilidad, acceso, oportunidad y coherencia de las 
estadísticas del país, con un enfoque diferencial.  
 
La misma norma dispone que el ente rector del Sistema Estadístico Nacional 
será el Departamento Administrativo Nacional de Estadística DANE, a quien 
corresponde establecer las condiciones y características que deberán 
cumplir las estadísticas oficiales en Colombia, para lo cual esta entidad 
solicitará a las entidades que conforman este Sistema, la información que 
servirá de base para la generación de las estadísticas. El Plan Estadístico 
Nacional se deberá expedir cada 5 años. En ese orden, se considera que la 
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iniciativa propone una herramienta estadística sin tener en cuenta las 
previsiones que sobre este tema fueron abordadas por la Ley del Plan 
Nacional de Desarrollo LPND, aprobada el año pasado por el Congreso de 
la República (…)”. (Subrayado fuera del texto) 
 

 La modificación de la estructura de la administración nacional es de 
iniciativa del Ejecutivo: 
 
“El proyecto de ley pretende que la DIAN se convierta en una fuente de 
información estadística nacional, tanto para el sector público como privado, 
utilizando para ello la información privada de los contribuyentes, la cual ha 
sido obtenida con fines estrictamente tributarios, con lo cual se estaría 
modificando el objeto misional y funcional de la entidad.  
 
Al respecto, es preciso mencionar que, de conformidad con el artículo 4 del 
Decreto Ley 1071 de 1993, la DIAN tiene como objeto coadyuvar a garantizar 
la seguridad fiscal del Estado colombiano y la protección del orden público 
económico nacional, mediante la administración y control al debido 
cumplimiento de las obligaciones tributarias, aduaneras y cambiarias en 
condiciones de equidad, transparencia y legalidad. 
 
En concordancia, el Decreto 4048 de 2008, establece la estructura y 
funciones de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN y define 
sus competencias, dentro de las cuales señala que a esta entidad le compete 
actuar como autoridad “estadística en materia tributaria, aduanera y de 
control de cambios, en relación con los asuntos de su competencia”. Lo 
anterior, se concreta en la siguiente función:  
“ARTÍCULO 17. SUBDIRECCIÓN DE GESTIÓN DE ANÁLISIS 
OPERACIONAL. Son funciones de la Subdirección de Gestión de Análisis 
Operacional, además de las dispuestas en el artículo 38 del presente decreto 
las siguientes: (…) Proporcionar las estadísticas y rendir informes 
relacionados con los resultados de la gestión en materia: tributaria, aduanera, 
cambiaria, administrativa y de derechos de explotación y gastos de 
administración sobre los juegos de suerte y azar explotados por entidades 
públicas del nivel nacional…”.  
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Cómo se puede observar, la DIAN cuenta hoy con la función de proporcionar 
las estadísticas y rendir la información tributaria, tanto a las instancias de 
decisión, como a la ciudadanía en general, mediante la publicación de los 
informes y estadísticas en la página oficial de la entidad.  
Actualmente, la información que se publica o se informa no solamente 
obedece al mandato antes transcrito, pues tiene igual fundamento en las 
normas especiales que permiten a los diferentes órganos del Estado acceder 
a la información que administra la DIAN.  
 
Cosa muy distinta es que, la información de las declaraciones de renta, 
revelada de manera pública para toda la ciudadanía, en forma diferente a 
como lo hace actualmente la DIAN, vulnera las restricciones en materia de 
protección de datos personales, establecidas en la Constitución Política y en 
las leyes estatutarias que regulan este derecho fundamental, tal y como se 
señala más adelante.  
 
En cualquier caso, la modificación de la estructura de la administración 
nacional, esto es, la estructura de una entidad del orden nacional, (lo que 
incluye, por supuesto, sus funciones y objetivos), es de iniciativa privativa del 
Ejecutivo, conforme lo señala el artículo 154 de la Carta Política, lo que 
implica que cualquier iniciativa que se adelante en el Congreso de la 
República con dichos fines deberá contar con el aval del Gobierno nacional, 
de lo contrario se tornará inconstitucional, tal como lo ha señalado la Corte 
Constitucional (..)”. (Subrayado fuera del texto) 

 
 Las declaraciones tributarias están amparadas por el derecho a la 

intimidad. 
 
“Por su naturaleza, las declaraciones tributarias son documentos privados 
elaborados por los contribuyentes y presentados ante la administración de 
impuestos. Si bien los funcionarios de la DIAN cuentan con la facultad de 
revisar la información declarada por los contribuyentes, esto no convierte la 
declaración en un documento público; aun en el caso de que la declaración 
sea revisada, confrontada o modificada por la administración, ésta no pierde 

 

 

 
 

Cámara de Representantes 
Carrera 7 No. 8-68 – Capitolio Nacional (Calle 10 No. 7-50) – Bogotá D.C.  

 
 

su naturaleza de privada, puesto que sigue reflejando información que es 
privativa y exclusiva del contribuyente.  
 
Igualmente, por contener información sensible de carácter financiero del 
contribuyente, las declaraciones tributarias están amparadas por el derecho 
a la intimidad, establecido en el artículo 15 de la Constitución Política, por 
ende, su divulgación está sometida a las reglas establecidas en las Leyes 
Estatutarias 1266 de 2008 , 1581 de 2012 y 1712 de 2014, es decir, su 
divulgación debe ser autorizada por su titular, el cual debe consentir y ser 
informado del destino y uso que se dará a la misma. 
 
(…)En línea con esa protección constitucional es que se establece la reserva 
legal de las declaraciones tributarias en el artículo 583 del Estatuto Tributario 
E.T., que dispone que la información respecto de las bases gravables y la 
determinación privada de los impuestos que figuren en las declaraciones 
tributarias tendrá el carácter de información reservada; por consiguiente, los 
funcionarios de la DIAN solo podrán utilizarla para el control, recaudo, 
determinación, discusión y administración de los impuestos y para efectos de 
informaciones impersonales de estadística, en este caso la información 
estadística que genera la entidad. Sin embargo, solamente cuando medie 
autorización del contribuyente, mediante escrito presentado personalmente, 
cualquier persona puede examinar su contenido (artículo 584 del E.T.)  
 
En este sentido y en concordancia con lo dispuesto en el artículo 21 de la 
Ley Estatutaria 1712 de 2014, solo es posible elaborar una versión pública 
de un documento cuando en el mismo exista una combinación de información 
pública y privada, permitiendo al responsable de la misma elaborar una 
versión pública, mediante la eliminación mecánica o digital de los datos 
privados. En el caso de las declaraciones tributarias no aplica esta 
posibilidad, por cuanto ninguno de los datos de la misma es público y, por 
tanto, no es posible su divulgación abierta para uso, consulta y tratamiento 
de la ciudadanía.  
 
Lo anterior, teniendo en cuenta que el proyecto propone divulgar libremente 
información catalogada como privada, contraviniendo lo señalado en los 
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artículos 23, 74 y 209 de la Constitución Política que señalan que toda 
persona es titular del derecho a acceder a la información pública, que no es 
el caso de las declaraciones tributarias. Igualmente, se vulnera lo establecido 
en los artículos 9 de la Ley Estatutaria 1712 de 2014 y 4 del CPACA, que 
enlistan el tipo de información pública que debe ser divulgada por las 
entidades. 
 
(…) por tratarse de un tema de orden constitucional que ampara el derecho 
fundamental a la intimidad, no resulta viable jurídicamente que a través de 
una ley ordinaria se disponga que la DIAN publique anualmente los datos de 
las declaraciones de renta de los contribuyentes, lo cual sería del de una ley 
estatutaria, que establezca las condiciones y términos en que se puede 
divulgar información de carácter privado de los contribuyentes, tal como lo 
establece los artículos 18 y 21 de la Ley Estatutaria 1712 de 2014.” 
(Subrayado fuera del texto) 
 

 Consideraciones frente a la anonimización planteada en el proyecto de 
ley: 
 
“(…) frente a la anonimización de datos, se considera que no se minimiza el 
riesgo de la divulgación de la información privada, ni el potencial daño a sus 
titulares, con la frase “y no violará la normativa vigente sobre confidencialidad 
de datos personales en el país”. Entre otras cosas, por cuanto, la declaración 
de renta es documento único e integral cuya asociación de datos conduce a 
la identificación del titular.  
 
Si bien, la anonimización es un mecanismo de seguridad y privacidad 
utilizado para generar reportes estadísticos de comportamientos, tendencias, 
información económica y social, entre otras, en el caso de la información 
tributaria no se puede garantizar que la aplicación de esta técnica impida 
hacer identificada o identificable a una persona, pues existen otras variables 
con otras fuentes de datos de entidades públicas privadas, nacionales o 
extranjeras, que con un simple mecanismo de inteligencia artificial o de 
agregación de datos podrían inferir que se trata de una persona determinada.  
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En este orden de ideas, se vulnera el derecho a la intimidad y la reserva legal, 
cuando se plantea un mecanismo que puede ser superado con técnicas de 
estadísticas avanzadas logrando la reintegración de la información de 
manera que se explicite la persona o empresa que se intentaba anonimizar.” 
(Subrayado fuera del texto) 

 
4. CONSIDERACIONES DEL PONENTE CON RESPECTO AL PROYECTO 

DE LEY. 
 

4.1. Consideraciones de carácter legal y constitucional. 
 
En primer lugar, el artículo 4 del Decreto Ley 1071 de 1993, por el cual se organiza 
la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 
como una entidad con personería jurídica, autonomía administrativa y presupuestal 
y se dictan otras disposiciones, con relación al objetivo de la Dirección de Impuestos 
y Aduanas Nacionales - DIAN dispone: 
 
“Artículo 4º. Objetivo de la Entidad. La Unidad Administrativa Especial Dirección 
de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN, tiene como objeto coadyuvar a 
garantizar la seguridad fiscal del Estado colombiano y la protección del orden 
público económico nacional, mediante la administración y control al debido 
cumplimiento de las obligaciones tributarias, aduaneras y cambiarias y la facilitación 
de las operaciones de comercio exterior en condiciones de equidad, transparencia 
y legalidad”. 
 
Adicionalmente, el Decreto 4048 de 2008, establece la estructura y funciones de la 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN y define sus competencias: 
  
“ARTÍCULO 17. SUBDIRECCIÓN DE GESTIÓN DE ANÁLISIS OPERACIONAL. 
Son funciones de la Subdirección de Gestión de Análisis Operacional, además de 
las dispuestas en el artículo 38 del presente decreto las siguientes: (…) 
Proporcionar las estadísticas y rendir informes relacionados con los resultados de 
la gestión en materia: tributaria, aduanera, cambiaria, administrativa y de derechos 
de explotación y gastos de administración sobre los juegos de suerte y azar 
explotados por entidades públicas del nivel nacional…”.  
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Ahora bien, con relación al derecho fundamental a la intimidad y la reserva legal, 
tenemos la siguiente normativa: 
 
 “ARTÍCULO 15. Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y 
familiar y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De 
igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que 
se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades 
públicas y privadas. 
 
En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y 
demás garantías consagradas en la Constitución. 
 
La correspondencia y demás formas de comunicación privada son inviolables. Sólo 
pueden ser interceptadas o registradas mediante orden judicial, en los casos y con 
las formalidades que establezca la ley. 
 
Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, vigilancia e 
intervención del Estado podrá exigirse la presentación de libros de contabilidad y 
demás documentos privados, en los términos que señale la ley.” 
 
Conforme al objeto del proyecto de ley, resulta pertinente traer a la colación la Ley 
Estatutaria 1581 de 2012 “Por la cual se dictan disposiciones generales para la 
protección de datos personales” y demás normas que la complementan, teniendo 
en cuenta que el artículo 2º2 de la mencionada ley, establece que el ámbito de 

                                                           
2 ARTÍCULO 2o. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Los principios y disposiciones contenidas en la presente ley serán 
aplicables a los datos personales registrados en cualquier base de datos que los haga susceptibles de 
tratamiento por entidades de naturaleza pública o privada. 
La presente ley aplicará al tratamiento de datos personales efectuado en territorio colombiano o cuando al 
Responsable del Tratamiento o Encargado del Tratamiento no establecido en territorio nacional le sea aplicable 
la legislación colombiana en virtud de normas y tratados internacionales. 
El régimen de protección de datos personales que se establece en la presente ley no será de aplicación: 
a) A las bases de datos o archivos mantenidos en un ámbito exclusivamente personal o doméstico. 
Cuando estas bases de datos o archivos vayan a ser suministrados a terceros se deberá, de manera previa, 
informar al Titular y solicitar su autorización. En este caso los Responsables y Encargados de las bases de 
datos y archivos quedarán sujetos a las disposiciones contenidas en la presente ley; 
b) A las bases de datos y archivos que tengan por finalidad la seguridad y defensa nacional, así como la 
prevención, detección, monitoreo y control del lavado de activos y el financiamiento del terrorismo; 
c) A las Bases de datos que tengan como fin y contengan información de inteligencia y contrainteligencia; 
d) A las bases de datos y archivos de información periodística y otros contenidos editoriales; 
e) A las bases de datos y archivos regulados por la Ley 1266 de 2008; 
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aplicación se hará aplicable a los datos personales registrados en cualquier base 
de datos que los haga susceptibles de tratamiento por entidades de naturaleza 
pública o privada. 
 
Se tiene entonces que, al hablar de datos personales, se refiere a toda aquella 
información asociada a una persona y que permita su identificación, tales como el 
documento de identidad, fecha y lugar de nacimiento, estado civil, edad, trayectoria 
académica y laboral, de igual forma, existen otros datos más sensibles como las 
historias clínicas, características físicas, ideologías de género y políticas. 
 
Asimismo, la mencionada ley estatutaria delimitó el concepto de datos sensibles 
como aquellos que afectan la intimidad del titular o cuyo uso indebido puede generar 
su discriminación, tales como los que revelen el origen racial o étnico, orientación 
política, convicciones religiosas o filosóficas, pertenencia a sindicatos, 
organizaciones sociales de derechos humanos o que promuevan intereses de 
cualquier partido político o garanticen los derechos y garantías de partidos políticos 
de oposición, así como los datos relativos a la salud, a la vida sexual y los datos 
biométricos.  
 
Con relación al tratamiento de datos sensibles, el artículo 6 de la Ley estatutaria 
establece como regla general la prohibición del tratamiento de datos sensibles, pero 
establece unas excepciones, dentro de las cuales, resulta relevante destacar la 
siguiente: 
 
“ARTÍCULO 6o. TRATAMIENTO DE DATOS SENSIBLES. Se prohíbe el 
Tratamiento de datos sensibles, excepto cuando: 
 
(…) e) El Tratamiento tenga una finalidad histórica, estadística o científica. En este 
evento deberán adoptarse las medidas conducentes a la supresión de identidad de 
los Titulares.” (Subrayado fuera del texto) 

                                                           
f) A las bases de datos y archivos regulados por la Ley 79 de 1993. 
PARÁGRAFO. Los principios sobre protección de datos serán aplicables a todas las bases de datos, incluidas 
las exceptuadas en el presente artículo, con los límites dispuestos en la presente ley y sin reñir con los datos 
que tienen características de estar amparados por la reserva legal. En el evento que la normatividad especial 
que regule las bases de datos exceptuadas prevea principios que tengan en consideración la naturaleza 
especial de datos, los mismos aplicarán de manera concurrente a los previstos en la presente ley. 
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Por otro lado, es pertinente atender a lo señalado por el Estatuto Tributario respecto 
a la reserva de la declaración, el cual dispone: 
 
“Art. 583. Reserva de la declaración. 
 
La información tributaria respecto de las bases gravables y la determinación privada 
de los impuestos que figuren en las declaraciones tributarias, tendrá el carácter de 
información reservada; por consiguiente, los funcionarios de la Dirección General 
de Impuestos Nacionales sólo podrán utilizarla para el control, recaudo, 
determinación, discusión y administración de los impuestos y para efectos de 
informaciones impersonales de estadística. 
 
En los procesos penales, podrá suministrarse copia de las declaraciones, cuando la 
correspondiente autoridad lo decrete como prueba en la providencia respectiva (…)” 
(Subrayado fuera del texto) 
 
4.2. Consideraciones de conveniencia. 
 
En primera instancia, se llama la atención sobre el hecho fundamental, que por lo 
expuesto en el numeral anterior, en caso de continuar con el trámite Legislativo del 
Proyecto de Ley 253 de 2020, sin contar con el Aval del Gobierno Nacional, 
Representado en este caso por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público (quien 
se “abstiene de emitir concepto favorable a la iniciativa” y por el contrario en 
diferentes apartados de su respuesta recalca la inconveniencia del mismo), 
resultaría inconstitucional, situación que manifiesta de tajo la inconveniencia de 
continuar con el trámite del mismo. 
 
Por otra parte, es menester señalar que el proyecto no es claro en su motivación y 
justificación, por cuanto señala en su exposición de motivos en diferentes apartes 
que, mediante los datos recopilados a partir de la implementación de esta iniciativa, 
se permitiría la tipificación de ingresos desde una perspectiva de género que permita 
evidenciar problemas de desigualdad y no de manera global, pero surge la duda de 
¿cómo sería posible de realizar lo anterior, si,  por otra parte, lo que propone el 
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proyecto es la anonimización de datos y que no haya forma de identificar a las 
personas?. 
 

5. CONCLUSIONES DE LAS CONSIDERACIONES DEL PONENTE CON 
RESPECTO AL PROYECTO DE LEY. 

 
Conforme al concepto emitido por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, es 
claro que la presente iniciativa presenta problemas tanto de inconstitucionalidad 
como de inconveniencia, los cuales no permiten ser subsanados de forma alguna; 
en primera medida, por estar involucrados derechos fundamentales como el 
derecho a la intimidad y la reserva legal, y, por otro lado, el desconocimiento de las 
previsiones tenidas en cuenta sobre el tema por el Plan Nacional de Desarrollo y la 
pretensión de modificación de la estructura de la administración nacional, mediante 
la modificación en la estructura de una entidad del orden nacional (DIAN), siendo 
esto último de iniciativa privativa del Ejecutivo, conforme lo señala el artículo 154 de 
la Constitución Política. 
 
El su concepto, el Ministerio de hacienda concluyó que, se abstiene de emitir 
concepto favorable a la iniciativa del asunto, toda vez que:  
 
1. La propuesta no tiene en cuenta lo considerado en la materia por el actual Plan 
Nacional de Desarrollo 
2. La iniciativa busca modificar las funciones y la misión de una entidad del orden 
nacional sin contar con el aval del 
Gobierno nacional 
3. Se vulnera las restricciones en materia de protección de datos personales, 
establecidas en el artículo 15 de la Constitución Política y en las leyes estatutarias 
que regulan los derechos fundamentales a la intimidad, al acceso de la información 
y la reserva legal, aplicable al contenido de las declaraciones tributarias cuya 
naturaleza es privada. 

 
Por otro lado, es importante pronunciarme con relación al concepto emitido por el 
Instituto Colombiano de Derecho Tributario, toda vez que, su concepto se dirigió a 
demostrar la pertinencia del proyecto, en la medida en que permitiría realizar 
análisis desde una perspectiva de género y así coadyuvar a solucionar problemas 
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de inequidad de género, conforme a lo señalado en la exposición de motivos por el 
autor. No obstante lo anterior, como fue señalado, es una contradicción señalar que 
con la presente iniciativa se van a poder hacer análisis o estudios socio económicos 
desde una perspectiva de género, y al mismo tiempo pretender la anonimización 
total de los datos, lo cual supone que las personas no puedan ser identificadas a 
través de ninguna categoría.  

 
Teniendo en cuenta lo anterior, se considera que, el Proyecto de Ley, genera dudas 
de fondo sobre la motivación y conveniencia del mismo por cuanto no es claro qué 
tipo de estudios socioeconómicos se beneficiarían con la implementación del 
mismo.    

 
Por tales razones, en consonancia con los principios constitucionales contenidos en 
el capítulo III del Título VI de la Constitución Política de Colombia y legales previstas 
en la Ley 5 de 1992 que las soportan, así como la doctrina jurisprudencial de la 
Corte Constitucional y, en razón de la designación hecha por la mesa directiva de 
la Honorable Comisión Tercera, me permito presentar la siguiente:  

 
6. PROPOSICIÓN 

 
Con fundamento en las anteriores consideraciones, solicitó a la plenaria de la 
Honorable Comisión Tercera de la Cámara de Representantes, archivar el Proyecto 
de Ley No. 253 de 2020 “Por medio del cual se crean herramientas estadísticas 
para combatir la desigualdad”. 
 
A consideración de los Honorables Congresistas; 
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